
0,8

120 composicion del amarillo

Programa de Justicia Global y Derechos Humanos
Universidad de los Andes

Julieta Lemaitre Ripoll,  Kristin Bergtora Sandvik, Juliana Vargas Gómez

Justicia Global 10

Organización comunitaria 
y derechos humanos

La movilización legal de las mujeres 
desplazadas en Colombia

C o l e c c i ó n  J u s t i c i a  G l o b a l
d o c u m e n t o s

C o l e c c i ó n  J u s t i c i a  G l o b a l
d o c u m e n t o s

Colección Justicia Global 
documentos

El Programa de Justicia Global y Derechos 
Humanos impulsa acciones jurídicas, estudios, 
cursos e intervenciones  públicas que 
promueven el derecho internacional de los 
derechos humanos.

Justicia Global está conformado por profesores 
y estudiantes de la Facultad de Derecho de 
la Universidad de los Andes y trabaja en red 
con universidades, movimientos sociales, 
ONG, entidades estatales y organismos 
internacionales de América Latina y otras 
partes del mundo.

Para facilitar el acceso a los documentos, Justicia 
Global los publica tanto en formato impreso  
como en formato digital gratuito, que puede  
ser descargado de la página web del programa 
(www.justiciaglobal.info).

Julieta Lemaitre Ripoll
Profesora asociada de la Facultad de Derecho  
de la Universidad de los Andes. Abogada de la 
Universidad de los Andes con Maestría en Religión  
y Género de la Universidad de Nueva York y 
Doctorado en Derecho de la Universidad de 
Harvard.

Kristin Bergtora Sandvik
Investigadora sénior en PRIO (Peace 

Noruego para los Estudios Humanitarios, 
abogada con Maestría en Derecho y Mujer, de la 
Universidad de Oslo, y Doctorado en Derecho de 
la Universidad de Harvard. 

Juliana Vargas Gómez

Andes. 

2 1 4 5 2 3 6 9

I S S N  2 1 4 5 - 2 3 6 9

O
rg

an
iz

ac
ió

n 
co

m
un

ita
ria

 y
 d

er
ec

ho
s h

um
an

os
C

o
le

cc
ió

n
 J

u
st

ic
ia

 G
lo

b
al

10

En este número de la serie Justicia Global se  
presentan dos estudios sobre las organizaciones 

comunitarias de mujeres desplazadas, basados en un 
proyecto de tres años de intenso seguimiento y mapeo 
de organizaciones de base de mujeres desplazadas en 

Colombia. El primer estudio, de Julieta Lemaitre y Kristin 
Sandvik, se titula “Reclamos de derechos en  

contextos violentos: el caso de las mujeres desplazadas 
en Colombia (2010-2013)”. Las autoras dan cuenta de 

las circunstancias complejas de la organización de base, 
caracterizadas tanto por la pérdida de bienes y otros 

recursos, como por la creciente inseguridad en los sitios 
de recepción.  ¿Cómo entender el uso del derecho en 

Las autoras argumentan que los reclamos de derechos 
en contextos violentos se caracterizan por tres factores: 

la inestabilidad de los referentes normativos, la fragilidad 
de los recursos disponibles para la movilización de base 

y el peligro. A esta situación la describen como marcos 
inestables, recursos que desaparecen y oportunidades 

políticas peligrosas, y dan ejemplos detallados del 
transcurrir de los reclamos de derechos en este contexto.

El segundo estudio, de Julieta Lemaitre y Juliana Vargas, 
se titula “En búsqueda de una vida digna: organizaciones 

de base de mujeres desplazadas en Colombia (2011-
2012)”. Parte de las siguientes preguntas de investigación: 

¿Quiénes son y qué quieren las mujeres desplazadas 
organizadas? ¿Cómo se organizan y por qué lo hacen? A 

partir de una caracterización de las actividades y de las 
identidades de las organizaciones de base de mujeres 

desplazadas, las autoras proponen que el objetivo 
principal de estas es la superación de la pobreza. Sin 

embargo, esta no se limita a la dimensión económica —la 
falta de recursos— sino que busca superar la zozobra, el 

miedo, la soledad, la humillación y la desesperanza de 
su condición de desplazadas. En este contexto para las 
mujeres desplazadas el goce efectivo de derechos es la 

la Corte Constitucional, en tres dimensiones: emocional 
y moral (vivir sin humillaciones), de libertad y autonomía 

(vivir como se quiere) y material (vivir bien). 
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Al iniciar el año 2014, más de seis millones de colombianos y co-
lombianas se habían registrado como víctimas del conflicto armado: la gran 
mayoría, cerca de cinco millones, como víctimas del desplazamiento forza-
do.1 De estas, la mayor parte son individuos y grupos familiares que han 
huido del campo hacia ciudades pequeñas o intermedias en sus regiones, 
o a las grandes ciudades, Bogotá, Cali o Medellín, donde han pasado a en-
grosar las filas de los pobres urbanos. Además de luchar por sobrevivir en 
los mercados informales de vivienda y empleo, y de acceder a auxilios de 
po breza, de por sí sobrecargados (Ibáñez y Moya 2010), las víctimas del 
desplazamiento forzado deben enfrentar la discriminación cotidiana. En 
muchos lugares de recepción, los desplazados son discriminados tanto por 
su origen rural como por la sospecha de tener alguna responsabilidad en su 
expulsión y despojo, por ejemplo, haber sido colaboradores de algún actor 
armado.2 A todo esto se unen otras formas de discriminación por género, 
raza, etnia y origen regional.

1 Para datos actualizados ver: www.unidadvictimas.gov.co/index.php/component/content/article/ 
79-noticias/105-disponibilidad-de-ayuda-humanitaria-victimas-del-desplazamiento y la Red Na-
cional de Información. Disponible en: http://rni.unidadvictimas.gov.co/?q=v-reportes. 

2 $�PHQRV�TXH�VH�HVSHFLÀTXH�RWUD�IXHQWH��OD�LQIRUPDFLyQ�GH�HVWH�DUWtFXOR�HVWi�EDVDGD�HQ�HQWUHYLV-
WDV�D�����SHUVRQDV�UHDOL]DGDV�SRU�HO�HTXLSR�GH�LQYHVWLJDFLyQ��'H�HVWDV�����VH�UHDOL]DURQ�D�PXMHUHV�
GHVSOD]DGDV��\�IXHURQ�FRGLÀFDGDV�PDQXDOPHQWH�FRPR�VH�LQGLFD�HQ�/HPDLWUH�\�9DUJDV������������
se realizaron a mujeres y hombres desplazados pertenecientes a la Liga de Mujeres Desplazadas o 
D�OD�0HVD�GH�9tFWLPDV�GH�0RFRD��\�VH�FRGLÀFDURQ�FRPR�VH�LQGLFD�HQ�ORV�HVWXGLRV�GH�FDVR�UHVSHFWLYRV�
�/HPDLWUH��6DQGYLN��/ySH]��0RVTXHUD�\�9DUJDV������D�\�E���ODV�UHVWDQWHV�VH�UHDOL]DURQ�D�IXQFLRQDULRV�
públicos y funcionarios de cooperación internacional y profesionales de ong��\�VH�FRGLÀFDURQ�FRQ�
FLQFR�FDWHJRUtDV�LQGLFDQGR��ÀQDQFLDFLyQ��VHJXULGDG��SHUFHSFLyQ��DFWLYLGDGHV��GLYLGLGDV�HQ�XQD�VH-
JXQGD�URQGD�GH�FRGLÀFDFLyQ�HQ�JHQHUDFLyQ�GH�LQJUHVRV��VROLGDULDV�\�OHJDOHV�\�SROtWLFDV��\�JpQHUR�
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Para las mujeres y las niñas, que son poco más de la mitad de los 
desplazados, el desplazamiento y el despojo se agravan por los riesgos espe-
cíficos a su género. Además de la discriminación por ser desplazadas, y por 
ser mujeres, asumen otros riesgos como la violencia sexual, la mala salud ma-
terna y la posibilidad de perder su propiedad sin compensación (Meertens 
2010; oas 2006; Grupo de Memoria Histórica 2010, 2011). Las mujeres 
indígenas y afrocolombianas, cuyas comunidades han sido afectadas de 
forma desproporcionada por el despojo y desplazamiento, pierden, además, 
sus redes de apoyo y subsistencia tradicionales y enfrentan formas comple-
jas de exclusión y subordinación. 

Estas diversas formas de discriminación dificultan la supervivencia 
cotidiana, de por sí difícil en los lugares de recepción, caracterizados por la 
pobreza tanto de la población receptora como de los recién llegados. Pero 
los problemas de los desplazados no se limitan a la pobreza, discriminación, 
pérdida de sus formas de subsistencia y comunidades de origen. A pesar de 
un marco legal favorable, y de la existencia de una enorme burocracia para 
atenderlas, las víctimas de desplazamiento forzado enfrentan enormes difi-
cultades cuando intentan organizarse para reclamar sus derechos de forma 
colectiva. La organización para reclamar derechos es, en muchos lugares de 
Colombia, una actividad política peligrosa.

El peligro de organizarse representa un costo enorme para las perso-
nas desplazadas si se considera que la organización de base, a través de juntas 
de acción comunal y de otras organizaciones de vecinos, ha sido central 
para el mejoramiento de las condiciones en los barrios y veredas más pobres 
del país. La organización de base para construir escuelas y caminos, para 
pedir asistencia de las autoridades y servicios públicos, y para presentar re-
clamos ante los abusos de actores poderosos públicos y privados es parte del 
repertorio de supervivencia de las comunidades pobres. Junto con acciones 
solidarias, como rifas, fiestas y mingas de trabajo colaborativo, alivian las 
situaciones de pobreza y crean redes de confianza que permiten la interlo-
cución con el Estado, que con demasiada frecuencia es indiferente, corrup-
to o débil. Coartar estas formas de organización con la violencia representa 
mayor soledad, vulnerabilidad e impotencia para estas comunidades.

La violencia que amenaza la organización de base tiene su origen 
principalmente en la persistencia del conflicto armado, que en los lugares 
de recepción a menudo se traduce en amenazas y atentados contra los líde-
res sociales. Desde el año 2000 han sido asesinados en Colombia cientos de 
líderes de movimientos sociales, incluyendo líderes de desplazados y defen-
sores de sus derechos (Somos Defensores 2013). Las amenazas y los ataques 

JG OrganizacionComunitaria.indd   10 25/08/14   21:23



11JUSTICIA GLOBAL

son parte de la vida cotidiana. Dada la inseguridad, no sorprende entonces 
que sea baja la tasa de organización social entre la población desplazada, 
problema que se agrava por su limitado conocimiento de las leyes e institu-
ciones (Comisión de Seguimiento 2008; Petesch y Gray 2009).

A pesar de estas dificultades existen muchas organizaciones que han 
exigido y continúan exigiendo los derechos de los desplazados. Entre estas 
se destacan las organizaciones de base de mujeres desplazadas, cuya visibili-
dad a nivel nacional corresponde a las órdenes dictadas por la Corte Cons-
titucional con la Sentencia T-025 de 2004 —que iniciaron un proceso de 
seguimiento judicial a las políticas públicas para la población desplazada—  
y al interés y apoyo de la comunidad internacional de donantes (Churruca y 
Meertens 2010). Además, recientemente, la adopción de instituciones de 
justicia transicional, en especial por medio de las leyes 975 de 2005 y 1448 
de 2011, ha dado pie para el posicionamiento de algunas organizaciones de 
mujeres como beneficiarias de procesos de verdad, justicia y reparación. 
Esta visibilidad nacional de las mujeres desplazadas líderes, sin embargo, 
trae consigo mayores riesgos individuales y colectivos, incluyendo amenazas, 
ataques físicos y asesinatos. Incluso, la Corte Constitucional, respondiendo 
a numerosas denuncias de organizaciones no gubernamentales (ong), ha 
expedido dos autos de seguimiento del cumplimiento de la T-025 orde-
nando la protección de los líderes de población desplazada y la investiga-
ción de estas amenazas: el Auto 200 de 2007 y el Auto 098 de 2013.

Este capítulo da cuenta de las circunstancias en las que las mujeres 
desplazadas se organizan y exigen sus derechos en Colombia. Estas circuns-
tancias, a nuestro modo de ver, se caracterizan tanto por la pérdida defini tiva 
de bienes y otros recursos, como por la creciente inseguridad en los sitios de 
recepción —inseguridad material por la dificultad para subsistir e inseguri-
dad física como consecuencia de la violencia política y social—. Es en este 
contexto que estas mujeres se organizan y usan el derecho para exigir una 
respuesta estatal a sus múltiples dificultades. 

Existe una amplia literatura internacional sobre el uso del derecho 
por parte de los movimientos sociales como “movilización legal”.3 Por lo 
general, la literatura sobre movilización legal se enfoca en la cultura legal y 
las instituciones democráticas de los países industrializados, y en los movi-
mientos sociales en estos países. Son aún incipientes los trabajos que miran 
el uso del derecho por parte de organizaciones sociales en otros contextos y, 
por lo tanto, es escaso el examen del impacto de la violencia social y política 

3 3DUD�XQD�UHYLVLyQ�GH�HVWD�OLWHUDWXUD�YHU��9DQKDOD��������\�7VXWVXL��et al���������
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en la movilización legal.4 Por otra parte, la enorme literatura internacional 
sobre el impacto de la violencia generalizada, y los conflictos armados, so bre 
la población civil, si bien sí da cuenta del impacto del conflicto armado, 
poco examina las formas organizativas y los reclamos de derechos de la 
población civil. En la literatura de justicia transicional, que cubre el paso 
de la guerra a la paz, tampoco se toca la intersección de organización y vio-
lencia: si bien parece haber un acuerdo generalizado en la importancia de 
la participación en estos contextos de transición (De Greiff y Rubio 2007; 
Churruca y Meertens 2010), poco se examina la participación en contex-
tos de persistente violencia. Por lo tanto consideramos que hace falta un 
estudio detallado de la situación descrita: organizaciones de base de muje-
res desplazadas que reclaman derechos en contextos de violencia, como el 
colombiano. 

En Colombia hay una creciente literatura académica sobre los mo-
vimientos sociales, parte de la cual examina el impacto de la violencia en las 
organizaciones de base.5 Sin embargo, aún no se ha escrito mucho sobre la 
movilización legal en Colombia, y en lo que existe, poco o nada se mencio-
na el impacto de la violencia.6 Por medio de este trabajo conjunto espera-
mos contribuir a la literatura sobre la movilización legal en Colombia. 
Así, en este texto nos alineamos con el enfoque de la movilización legal, 
utilizado también en el ámbito de la investigación sociojurídica nacional, 
y usamos los conceptos de la teoría de movimientos sociales para entender 
el uso que hacen las organizaciones de mujeres desplazadas de las normas, 
discursos y símbolos jurídicos. Además, nos preguntamos cómo cambia la 
movilización legal en el contexto colombiano, en particular a raíz del alto 
índice de violencia social y en particular de la violencia política que se ha 
dado en el contexto del conflicto armado.

¿Cómo entender el uso del derecho en condiciones de desplazamien-
to interno y conflicto armado? Para responder esta pregunta, entre finales 
del año 2009 y principios del año 2013, realizamos una investigación sobre 

4 9HU��SRU�HMHPSOR��'D�6LOYD�\�7HUUD]DV���������*UDKDP��et al.���������5RZHQ��������\�0RXVWDID�
�������

5 6REUH�ORV�PRYLPLHQWRV�VRFLDOHV�FRORPELDQRV�YHU�WDPELpQ��$UFKLOD���������$UFKLOD��'HOJDGR��*DU-
FtD�\�3UDGD���������'HOJDGR���������\�VREUH�PRYLOL]DFLyQ�HQ�FLUFXQVWDQFLDV�YLROHQWDV�HQ�&RORPELD�
ver: García, et al. �������\�3HxDUDQGD���������

�� Sobre trabajos relacionados con el uso del derecho por los movimientos sociales en Colombia 
YHU��*DUFtD�������\��������5RGUtJXH]��*DUFtD�\�8SULPQ\���������*DUFtD�\�8SULPQ\���������-DUDPL-
OOR�\�$OIRQVR���������/HPDLWUH���������6DQWRV�\�5RGUtJXH]���������$OEDUUDFtQ���������$OEDUUDFtQ�
\�$]XHUR���������6DQWDPDUtD���������1LQJXQR�GH�HVWRV�VH�HQIRFD�HQ�OD�YLROHQFLD��VDOYR�/HPDLWUH�
��������
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las organizaciones de base de mujeres desplazadas en Colombia.7 Los mé-
todos de investigación fueron diversos e incluyeron entrevistas a mu jeres y 
hombres desplazados y a funcionarios públicos,8 así como la elaboración 
de cinco estudios de caso9 y de un ejercicio de mapeo de las organizacio - 
nes de mujeres desplazadas en el país,10 complementado con la observación 
de doce reuniones entre líderes de organización desplazada y diversas enti-
dades estatales.11 Además hicimos una revisión de la literatura sobre el despla-
zamiento en Colombia, así como una revisión de prensa y de informes de 
distintas ong sobre el desplazamiento en Colombia durante este periodo. 

La investigación se enfocó en las diferentes formas organizativas y en 
el uso del derecho por parte de las mujeres desplazadas, para lo cual partimos 
del concepto de movilización legal: aquella actividad de los movimientos 
sociales que consiste en la búsqueda del cambio social a través de normas 
jurídicas, discursos o símbolos que hacen referencia al derecho.12 No se 
trata sólo del litigio sino que incluye la protesta ciudadana para reclamar 
derechos, la formación de opinión pública en medios de comunicación, así 
como el cabildeo ante diversos foros políticos como el Congreso, los go-
biernos locales, las instituciones responsables de programas de asistencia y 
las instancias internacionales. El común denominador de la movilización 
legal no es la táctica que se utilice (litigio, cabildeo, marchas de protesta) 
sino la estrategia general de lograr el cambio social a través del uso de nor-
mas jurídicas, discursos o símbolos que hacen referencia al derecho. 

En este artículo, a partir del estudio de organizaciones de base de 
mujeres desplazadas, y de sus reclamos de derechos en el periodo 2010-2013, 

7 El equipo de investigación estuvo conformado por las autoras de este texto, tres estudiantes de 
SRVWJUDGR�TXH�WUDEDMDURQ�FRPR�LQYHVWLJDGRUHV��(YD�/ySH]��-XDQ�3DEOR�0RVTXHUD�\�-XOLDQD�9DUJDV��
\�GRV�DVLVWHQWHV�GH�LQYHVWLJDFLyQ�GH�SUHJUDGR�HQ�GHUHFKR��+HUQiQ�5DPtUH]�\�/XFtD�0XUJXH\WLR���

�� (Q�WRWDO�VH�UHDOL]DURQ�HQWUHYLVWDV�D�����SHUVRQDV�����D�PXMHUHV�OtGHUHV�GH�SREODFLyQ�GHVSOD]DGD��
ODV�HQWUHYLVWDV�IXHURQ�FRGLÀFDGDV�PDQXDOPHQWH��XWLOL]DQGR�HO�SURJUDPD�$WODV�WL�SDUD�LGHQWLÀFDU�
patrones, y los resultados se validaron con las organizaciones con las que trabajamos, así como 
con un grupo cerrado de veinte activistas y académicos y una sesión con veintitrés funcionarios 
S~EOLFRV�� GH�DJHQFLDV�GH�SURWHFFLyQ� LQWHUQDFLRQDO�� DFDGpPLFRV� \� DFWLYLVWDV�TXH� FRQÀUPDURQ� \�
DÀQDURQ�QXHVWUR�DQiOLVLV�

9 Los estudios de caso se realizaron respecto a las siguientes organizaciones: Liga de Mujeres 
Desplazadas, Mesa Municipal de Organizaciones de Población Desplazada de Mocoa, Colectivo 
de Mujeres al Derecho, Consejo Nacional de Mujer Indígena, Corporación Casa Amazonía. En los 
SULPHURV�GRV�FDVRV�VH�GLVHxDURQ�\�DSOLFDURQ�HQFXHVWDV�GH�IRUPD�FRODERUDWLYD�FRQ�ODV�RUJDQL]D-
FLRQHV��9HU��/HPDLWUH��6DQGYLN��/ySH]��0RVTXHUD�\�9DUJDV������D�\������E�

10 9HU��/HPDLWUH�\�9DUJDV��������HQ�HVWH�YROXPHQ�

11 Tres audiencias públicas ante la Corte Constitucional, una sesión ante el Congreso, cinco talleres 
participativos organizados por la Unidad de Víctimas, dos reuniones con diversos funcionarios 
organizadas por las mujeres desplazadas y la reunión de la red nacional de mujeres desplazadas 
HQ�6DQWD�0DUWD��HQ�HO�DxR������

12 Véase, para una extensa revisión de la literatura internacional sobre movilización legal, Vanhala 
��������
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proponemos una conceptualización del fenómeno. Argumentamos que los 
contextos violentos se caracterizan por la inestabilidad de los referentes 
normativos: cambian constantemente las creencias y valores comunitarios 
tanto como las leyes y reglamentos. La violencia, además, tiene un efecto 
negativo sobre la disponibilidad de los recursos para la movilización legal, 
tanto sobre los recursos en bienes y dinero como respecto a la vinculación 
de nuevos miembros de las organizaciones y el apoyo de simpatizantes 
y colaboradores. Se caracteriza, además, por el peligro que genera el uso 
arbitrario de la violencia contra los líderes sociales por parte del Estado y 
de los grupos armados al margen de la ley. En consecuencia, el contexto 
modifica los tres conceptos utilizados para explicar la acción colectiva, a 
saber, marcos (o encuadre, según la traducción), recursos y oportunidades 
políticas. La siguiente sección explica el marco teórico que desarrollamos 
para explicar la movilización legal en contextos violentos.

El efecto de la violencia en la movilización legal: 
marcos inestables, recursos que desaparecen 
y oportunidades políticas peligrosas 

La literatura internacional utiliza el concepto de movilización legal 
para examinar el uso que hacen los movimientos sociales de las normas, 
discursos y símbolos jurídicos. Existe un gran número de libros, artículos y 
capítulos de libros académicos en inglés que examinan los reclamos de de-
rechos por parte de los movimientos sociales, en particular los reclamos de 
derechos en los países industrializados: reclamos de derechos de los traba-
jadores, derechos de las mujeres, derechos de las minorías étnicas y raciales, 
derechos ambientales y derechos de las minorías sexuales, por ejemplo.13 
Una buena parte de estos autores, si bien hacen referencia al derecho y a 
los derechos, también hacen referencia a las teorías sobre qué son y cómo 
funcionan los movimientos sociales, buscando incluir al derecho en estas 
teorías. Es decir, investigan cómo las personas se unen en organizaciones 
y redes por fuera de los canales institucionales (por fuera de los partidos, 

13 9HU��SRU�HMHPSOR��0DUVKDOO���������2UVLQL���������3DULV���������3HGULDQD��������\�9DQKDOD���������
2WURV�DXWRUHV�KDQ�XWLOL]DGR�HO�FRQFHSWR�GH�HVWUXFWXUD�GH�RSRUWXQLGDGHV�OHJDOHV��GHÀQLGDV�FRPR�
DTXHOODV�TXH�JHQHUDQ�UHJODV�GH�DFFHVR�D�ODV�FRUWHV��9HU��SRU�HMHPSOR��$QGHUVHQ���������(YDQV�
\�*LYHQV���������+LOVRQ���������3HGULDQD��������\�:LOVRQ�\�&RUGHUR���������2WURV��SRU�VX�SDUWH��
han hecho énfasis en el acceso a los recursos, en especial en relación al efecto legitimante del liti-
JLR�\�ODV�PXFKDV�GLÀFXOWDGHV�LQVWLWXFLRQDOHV�TXH�WLHQHQ�ORV�SREUHV�DO�LQWHQWDU�FDPELDU�OD�VRFLHGDG�
D�WUDYpV�GH�ODV�FRUWHV��9HU��SRU�HMHPSOR��*DODQWHU���������(SS���������*URVVPDQ� et al.��������\�
5KRGH���������3DUD�XQ�DFHUFDPLHQWR�PiV�FXOWXUDO�DO�WHPD��D�SDUWLU�GHO�PpWRGR�HWQRJUiÀFR��YHU��SRU�
HMHPSOR��6DUDW�\�.HDUQV���������(ZLFN�\�6LOEH\���������(QJHO�\�0XQJHU��������\�6LOEH\��������
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gobierno y grandes instituciones formales) para realizar acciones colectivas 
que ayudan a formar sociedades más justas. 

Las teorías sobre qué son y cómo funcionan los movimientos socia-
les utilizan tres grandes conceptos que explican las acciones colectivas para 
lograr sociedades más justas: los conceptos de marcos, recursos y oportuni-
dades políticas, ya mencionados. Los marcos hacen referencia a la construc-
ción de significados compartidos, en particular significados que permiten 
a las personas comprender su sufrimiento como resultado de una situación 
injusta, y no como resultado de la mala suerte o de la naturaleza (Snow y Ben-
ford 1988, 2000; Gamson 1992; McAdam 1982). Los recursos se refieren 
a los activos materiales y humanos con los que cuentan las organizaciones 
de los movimientos sociales (McCarthy y Zald 2001). Las oportunidades 
políticas se refieren a la creencia de los participantes en un movimiento so-
cial de que las circunstancias son tales que la acción colectiva puede llevar 
a los cambios sociales que desean (McAdam 1982; Tarrow 1998).

Como ya se anotó, a pesar de la abundante literatura internacional 
y nacional sobre el uso del derecho por parte de los movimientos sociales, 
hay muy poco sobre el impacto del contexto violento en el uso del derecho 
para la transformación social.14 Lo que deja abiertas preguntas teóricas im-
portantes, a saber: ¿Es la violencia, y la amenaza de su uso, un obstáculo 
para el uso de cortes y otros espacios democráticos? ¿Es, por el contrario, 
un incentivo para buscar los espacios menos politizados del derecho para 
resolver confrontaciones políticas? ¿Cómo hacen los movimientos sociales 
reclamos de derechos en contextos violentos? Estas son las preguntas a las 
cuales se dirige la siguiente sección, que articula una propuesta teórica para 
pensar la movilización legal en contextos violentos.15 

Marcos inestables para la movilización legal

La movilización legal en contextos violentos, al igual que la movili-
zación legal en el contexto de sociedades bien ordenadas, depende en buena 
parte del contexto en el cual se da. Lo cierto es que ni la violencia social ni 
el conflicto armado eliminan la posibilidad de que haya movilización legal, 
por lo menos no mientras se mantienen las instituciones democráticas. Sin 

14 $OJXQDV�H[FHSFLRQHV�UHFLHQWHV�D�HVWD�WHQGHQFLD�VRQ��0DVVRXG���������*ROiQ�\�2UU���������,VUDHO�
��������6LQ�HPEDUJR��QR�KDFHQ�HO�HVIXHU]R�WHyULFR�SRU�DGDSWDU�OD�WHRUtD�D�ORV�FRQWH[WRV�TXH�GHV-
criben, ninguno de los cuales es América Latina.

15 Varios autores insisten en la importancia del contexto para la movilización legal. Ver, por ejemplo, 
0F&DQQ��������������\�3ROOHWD��������
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embargo, la movilización legal en un contexto así presenta desafíos parti-
culares que surgen de la inestabilidad y del peligro percibidos por los y las 
activistas. Un gran desafío para el uso del derecho en este contexto proviene 
de los marcos legales mismos: la inestabilidad que viene de la mano con la 
violencia impacta también la producción de derecho, y los marcos legales 
cambian constantemente, así como su legitimidad entre la población.

Así, en el caso de los marcos utilizados en la movilización legal, pro-
ponemos que los contextos violentos hacen que estos marcos sean inesta-
bles. Con ello nos referimos tanto a la notoria inestabilidad de las leyes y 
su aplicación efectiva, como a la inestabilidad de las referencias normativas 
de las leyes, es decir, la inestabilidad de los valores a los que hacen referen cia 
las leyes. La inestabilidad de las leyes y su aplicación es evidente en el caso del 
desplazamiento en Colombia, ya que las leyes y las interpretaciones legales 
aplicables han cambiado constantemente desde cuando el desplazamiento 
interno fue identificado como un problema a finales de los años noventa 
—especialmente a raíz de las decisiones de la Corte Constitucional—. Por 
ejemplo, la Ley 975 de 2005, que permitió una paz negociada con los ejér-
citos paramilitares, fue modificada posteriormente por la Corte Constitu-
cional (Sentencia C-360 de 2006) y por el Congreso (Ley 1592 de 2012), 
añadiendo exigencias cada vez más estrictas para la verdad, la justicia y la 
reparación. Paradójicamente, mientras que la ley original fue ampliamente 
definida por los activistas de derechos humanos como una concesión a los 
ejércitos paramilitares, su adopción y posterior modificación llevó a la con-
solidación del movimiento de las víctimas. Este movimiento, a su vez, llevo a 
la adopción de la Ley 1448 de 2011, que crea, también a su vez, un nuevo 
marco legal de justicia transicional, en ocasiones en difícil convivencia con 
el marco humanitario de la Ley 397 de 1997. Más adelante nos referiremos 
al impacto que ha tenido este cambio sobre la organización de base de la 
población desplazada. 

La noción de marcos cambiantes se extiende más allá de las constan-
tes reformas a la ley. También se refiere al hecho de que la violencia gene-
ralizada hace que la construcción de significados sociales sobre la dignidad 
humana y la justicia sean inherentemente inestables en contextos de sufri-
miento extremo y degradación, propios de la guerra. En estos contextos, la 
realidad reta la posibilidad de las normas de lograr consensos sobre la dig-
nidad de lo humano, cuando la cotidianeidad de tantas personas es de in-
dignidad (al respecto ver Lemaitre 2009). Por otra parte, es posible que el 
frecuente cambio de leyes sea la forma como el Estado enfrenta la violencia 
generalizada y reafirme su legitimidad. Como ha argumentado Mauricio 
García (1993, 2014), en Colombia, la adopción de nuevas normas y regla-
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mentos es un medio de lograr la legitimidad, al menos temporalmente, y 
de ahí la proliferación de dichas normas y reglamentos. Adicionalmente 
consideramos que en contextos violentos, donde esta legitimidad está per-
manentemente cuestionada por la incapacidad del Estado de garantizar 
el monopolio de la violencia, se acentúa esta producción de normas con 
efectos simbólicos.

Recursos que desaparecen

Además de contribuir a la inestabilidad de los marcos legales para 
la movilización, la violencia disminuye los recursos disponibles, un fenó-
meno que describimos como fuga de recursos o recursos que desaparecen. 
Parte de este efecto se debe a la dificultad para acceder a los recursos cuan-
do los marcos legales son inestables, debido a las dificultades de organizar 
y hacer frente al Estado dentro de un sistema de cambio de reglamentos y 
normas que requieren nuevos papeles, nuevas inscripciones y nuevas auto-
presentaciones. Este permanente cambio de normas es un efecto directo de 
la violencia, pues, como se explicó anteriormente, es un resultado de la nece-
sidad de legitimación de un Estado que no logra el monopolio de la violencia 
en un territorio dado (García 1993, 2014). El incumplimiento de las pro-
mesas del Estado, que lleva a la relegitimación a través de la adopción de 
nuevas normas, no es sólo el incumplimiento de la promesa de mantener la 
seguridad, es también el incumplimiento de la promesa de distribuir recur-
sos de acuerdo con la ley; este incumplimiento también genera la necesi dad 
de la relegitimación a través de nuevas normas que hagan nuevas promesas de 
recursos, cuya entrega nunca se materializa.

Pero los recursos también se desvanecen como un resultado directo 
de las acciones de los actores armados ilegales. Los actores armados ilegales 
hacen que los recursos se desvanezcan, por lo menos, de dos maneras: en 
primer lugar, a través de amenazas directas, agresiones, asesinatos y otras for-
mas de violencia, como el incendio y robo, que destruyen los activos físicos 
de las organizaciones, dispersan las redes de apoyo y desmoralizan a líderes 
y seguidores; en segundo lugar, los recursos se desvanecen como resultado 
del control privado de los recursos públicos por parte de actores armados 
ilegales. Como ha sido ampliamente documentado en Colombia, el con-
trol territorial de los grupos armados a menudo incluye el control directo 
de los funcionarios municipales. Como consecuencia, los actores armados 
ilegales controlan los fondos municipales, incluyendo los destinados a la 
inversión para la superación de la pobreza (Duncan 2006; López 2010; Ga-
ray 2008). 
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En términos prácticos, la organización de base no sirve para acceder 
a los recursos públicos cuando estos son controlados por actores armados 
ilegales. En primer lugar, porque estos actores parecen ser relativamente in-
munes a la producción de normas morales por parte de las comunidades que 
controlan, más allá de algunos límites al uso de ciertos tipos de violencia 
(Kaplan 2013). En segundo lugar, estos actores armados ilegales pueden 
enfrentar la oposición a su poder a través de la represión violenta sin con-
troles constitucionales. En tercer lugar, porque la presencia local de actores 
armados, en alianza con políticos corruptos, genera temor. Así, en todos los 
estudios de caso realizados como parte de esta investigación, encontramos 
que los líderes de población desplazada hacían cálculos pragmáticos sobre su 
posible acceso a recursos incluyendo los factores ilegales, como la corrup ción 
y el clientelismo en la administración municipal de turno, así como, abier-
tamente, el interés económico de los actores armados ilegales en los recur-
sos a los que ellos tienen derecho por ley: servicios de salud, becas y cupos 
escolares, subsidios de vivienda, tierra urbana y acceso a servicios públicos. 
La comprensión compartida por las líderes se traduce en que los actores 
armados ilegales, aliados de los políticos corruptos, estarían dispuestos a 
usar la fuerza para defender estos recursos en caso de verlos amenazados. 
En este contexto, el activismo, incluyendo la movilización legal, se da, pero 
se da con la certeza que se trata de una actividad peligrosa.

Oportunidades políticas peligrosas

El impacto más visible del contexto violento es el peligro que rodea 
las oportunidades políticas. Las oportunidades políticas se refieren a la per-
cepción de que el sistema político está abierto a los desafíos, y que es posible 
lograr el cambio a través de la acción política (McAdam 1982). En un con-
texto violento esta percepción incluye el convencimiento de que, si bien es 
posible lograr el cambio, la acción política está rodeada de peligros y ries gos 
y, en consecuencia, está marcada por el miedo, los rumores, el secretismo y 
la desconfianza. 

Las amenazas y otras formas de intimidación son especialmente co-
munes. Por ejemplo, de las cuarenta organizaciones de base de las que toma-
mos datos con bastante detalle (ver Lemaitre y Vargas 2014), veinte habían 
recibido amenazas de muerte. Para la población no organizada la inseguridad 
parece ser menor. En nuestra encuesta de desplazados en Mocoa, realizada 
en el año 2012 en colaboración con la Mesa de Víctimas de Mocoa, el 
9,2% de todos los desplazados, organizados o no, reportaron que ellos o un 
miembro de su familia había recibido amenazas después del desplazamiento. 
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En respuesta a las amenazas y a otros hechos que aumentan la per-
cepción de inseguridad, las organizaciones que estudiamos a menudo adop-
taban estratégicamente lo que denominan un “bajo perfil”. En la práctica, 
este bajo perfil significa evitar hablar en público, evitar hacer exigencias a 
los funcionarios públicos y evitar aparecer en la radio local o la prensa. Esto 
tiene implicaciones especiales entre las mujeres, para las cuales el bajo perfil 
incluye no llamar la atención como mujeres.

Así, la identidad de género de las mujeres tiene implicaciones espe-
ciales para la movilización en contextos violentos. Primero, porque es bien 
sabido que la represión de las mujeres se hace con frecuencia a través de la 
violencia y la humillación sexual, merecida tanto por portar identidades 
políticas sospechosas (posibles colaboradoras de la guerrilla), como por de-
safiar las definiciones tradicionales de los roles apropiados para las mujeres 
(ser muy masculinas o muy seductoras).16 El conocimiento de esta posibili-
dad ensombrece la acción política de las mujeres, y mientras algunas están 
dispuestas a desafiar el peligro, la mayoría toma el peligro muy en serio y 
adopta un “perfil bajo” cuando reciben amenazas de muerte. 

La represión de la organización y el liderazgo femenino se debe, por 
lo menos en parte, a que en el contexto de los conflictos armados, y de la 
sobrevaloración de las cualidades del guerrero que conlleva la guerra, las 
mujeres aparecen como particularmente vulnerables, vulnerabilidad que se 
intensifica aún más por el desplazamiento y la pobreza. Enmarcar el despla-
zamiento femenino como una cuestión de vulnerabilidad tiende a identi-
ficar a las mujeres como víctimas. Esta identificación cultural está reflejada 
incluso en la ley y la jurisprudencia de la Corte Constitucional;17 se incrus-
ta de manera explícita en la Ley de Víctimas, que define a las mujeres, a raíz 
de la jurisprudencia constitucional, como “sujetos de protección especial”. 
Si bien la mayor vulnerabilidad llama a mayor protección, también llama 
a mayor represión cuando las mujeres no representan adecuadamente el 
rol de víctimas. 

Esta percepción de la vulnerabilidad de las mujeres tiene efectos com-
plejos. Sin duda, como se argumentó anteriormente, puede hacer que la 
acción política sea más difícil y que las amenazas tengan un mayor efecto, 
pues las mujeres que aceptan la definición de su propia vulnerabilidad, se 
sienten desprotegidas. Sin embargo, esta vulnerabilidad puede representar 

�� (O�*UXSR�GH�0HPRULD�+LVWyULFD��DQWHV�&RPLVLyQ�GH�0HPRULD�+LVWyULFD��KD�GRFXPHQWDGR�HVWR�HQ�
YDULRV�HVWXGLRV�GH�FDVR��9HU��*UXSR�GH�GH�0HPRULD�+LVWyULFD������������������

17 9HU��SRU�HMHPSOR��ORV�DXWRV�����GH������\�����GH������
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también una ventaja: como se supone que las mujeres no son combatien-
tes, y, por lo tanto, son apolíticas, las organizaciones de mujeres son es-
pecialmente susceptibles de ser percibidas como neutrales, es decir, como 
independientes de las luchas ideológicas que acompañan al conflicto ar-
mado. Esto constituye una protección frente a la estigmatización como 
combatiente enemigo que es tan común en el conflicto armado. 

Con el tiempo, sin embargo, el activismo erosiona la protección 
ofrecida por la identificación de las mujeres como no combatientes y apo-
líticas. Al iniciar nuestro estudio vimos que esto sucedía con algunas or-
ganizaciones de desplazados, incluso de mujeres, en algunos círculos: en 
nuestras entrevistas, los funcionarios públicos describían a los desplazados 
como “politizados”, es decir, como partisanos y no neutrales respecto al 
conflicto armado. Esta estigmatización engendra peligro.

La participación de las mujeres en la organización social (y no sólo 
en las organizaciones de personas desplazadas) tiene peligros adicionales 
relacionados con el género. Las líderes cuyo comportamiento desafía las 
normas de género (por ejemplo, porque son percibidas por los actores ar-
mados como demasiado agresivas o lesbianas, o por tener una sexualidad 
exuberante, ser infieles o ejercer la prostitución) reciben castigos sexuales, 
que incluyen insultos, humillaciones, torturas y violaciones. 

Por lo tanto, el empoderamiento puede conducir a represalias —ya 
sea represalias por desafiar las normas de género (ser “como un hombre”), 
o por ser demasiado “política”, o por ambas razones. Las represalias no se 
limitan a la esfera pública: algunas mujeres son objeto de represalias vio-
lentas por parte de sus parejas masculinas por desafiar los roles de género, 
y también son objeto de otro tipo de represalias más sutiles que castigan 
el no cumplir los roles tradicionales de género, como la pérdida de parejas 
sexuales o románticas, o la pérdida de apoyo de amigos y familiares.

Los líderes y organizaciones que estudiamos aprendieron a adaptar-
se a los marcos cambiantes, a perseguir los recursos que se desvanecen y a 
enfrentar los peligros de las oportunidades políticas. La siguiente sección 
muestra tres situaciones en que las organizaciones estudiadas hicieron todo 
lo anterior. La primera es el litigio ante la Corte Constitucional, la segunda 
es la participación de los desplazados en la planificación municipal y la terce-
ra es el cambio del marco legal que implicó la adopción de un régimen de 
justicia transicional con la aprobación de la Ley de Víctimas. En cada caso 
y con diferentes énfasis mostramos cómo cambian los marcos, desaparecen 
los recursos y cómo las oportunidades políticas crean peligros y riesgos para 
las organizaciones de las mujeres desplazadas.
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Movilización legal de las mujeres 
desplazadas en Colombia

El litigio ante la Corte Constitucional

Desde principios de la primera década del 2000, los desplazados y 
las organizaciones de defensa de los derechos de los desplazados hicieron 
uso creciente de la tutela para solicitar la implementación efectiva de la 
Ley 387 de 1997. Esta ley fue pionera en otorgarle derechos específicos a 
los desplazados, incluyendo tareas específicas para el Gobierno en materia 
de asistencia humanitaria y en cuanto a la garantía de derechos sociales y 
económicos para la población desplazada. La Corte Constitucional, en los 
años que siguieron a la adopción de la ley, consideró que estos derechos 
eran fundamentales y, por lo tanto, justiciables a través de reclamaciones 
de tutela. 

La disponibilidad inmediata de una acción de tutela y el aumento 
de la visibilidad de la crisis humanitaria crearon una oportunidad política 
notable para las organizaciones de población desplazada. Esta oportunidad 
política tuvo incluso mayor importancia después del 2004, cuando la Cor-
te Constitucional adoptó la Sentencia T-025. En esta decisión, la Corte de-
claró el estado de cosas inconstitucional a raíz de la falta de respuesta estatal 
al desplazamiento forzado. En consecuencia ordenó medidas estructurales 
para remediar esta situación, y declaró que mantendría su autoridad para 
supervisar el cumplimiento de estas órdenes a través de audiencias públicas 
y de autos de seguimiento. La supervisión de la Corte de las políticas y 
acciones del Gobierno produjo un cambio sustancial en la política pública 
(Rodríguez y Rodríguez 2010), y, además, generó nuevas oportunidades 
para que los desplazados internos fueran escuchados por la Corte Consti-
tucional y el Gobierno.

Así, desde el 2004, la Corte Constitucional ha emitido numerosos 
autos de seguimiento como parte de la continua vigilancia del cumplimien-
to de sus órdenes. Estos autos han judicializado las políticas para los despla-
zados internos, incluyendo la adopción en la política pública del llamado 
“enfoque diferencial”. Este enfoque es la inclusión en las órdenes de la Cor te, 
y en las políticas del Gobierno, del impacto diferenciado del desplazamien-
to según el género, la etnia, la edad y la capacidad mental y física. 

En el Auto 092 de 2008, una de las decisiones de seguimiento a la 
T-025, la Corte encontró que el fracaso del Gobierno para establecer polí-
ticas y programas que abordaran el impacto diferenciado del desplazamiento 
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en las mujeres violaba tanto la Constitución como las obligaciones interna-
cionales de derechos humanos de Colombia. Con base en numerosas de-
mandas y escritos presentados por las organizaciones de mujeres, la Corte 
Constitucional, en el Auto 092 de 2009, concedió órdenes individuales de 
protección a seiscientas mujeres de todo el país, incluyendo montos espe-
cíficos de dinero catalogados como ayuda humanitaria.

El Auto 092 fue el primer seguimiento en el que la Corte fue más 
allá de unas recomendaciones generales al Gobierno y en lugar de ello exigió 
trece programas nacionales específicos para las mujeres desplazadas. Los 
programas respondían a la lista de la Corte sobre las vulnerabilidades espe-
cíficas de las mujeres, por ejemplo, se ordenaba la adopción de un programa 
específico para la prevención de la violencia sexual en los conflictos armados 
y otro para promover la participación política de las mujeres desplazadas y 
para la protección de sus líderes. Sin embargo, la orden de adoptar estos pro-
gramas tuvo escasa o nula efectividad.

Pero a pesar de su ineficacia instrumental parcial, el Auto 092 tuvo 
efectos significativos sobre las organizaciones sociales: de hecho, se convirtió 
en un símbolo y una razón para la organización popular. En primer lugar, 
el litigio estructural en general, y el Auto 092 en particular, dieron a las 
organizaciones de mujeres y feministas de base un acceso sin precedentes a 
la Corte Constitucional, tanto por medio de la presentación de documen tos 
como por medio de audiencias públicas específicas para mujeres desplaza-
das. En segundo lugar, el acceso a la Corte creó la oportunidad para enmar-
car los intereses de las mujeres desplazadas internamente como violaciones 
de los derechos fundamentales. En tercer lugar, este replanteamien to dio 
origen a las redes nacionales de organizaciones centradas en las necesidades 
de las mujeres desplazadas internamente, como la “Mesa de Seguimiento del 
Auto 092”. Su creación reflejó tanto el aumento de nuevas organizaciones 
de desplazados internos como el interés creciente de las organizaciones 
feministas en el desplazamiento interno. Al mismo tiempo aumentaron 
los fondos internacionales para el activismo en estos temas. En suma, la 
Corte creó una oportunidad política para las mujeres desplazadas internas: 
la percepción que era posible lograr un cambio en sus circunstancias por 
medio del recurso al derecho. Muchas organizaciones respondieron a la le-
gitimidad, el poder y el compromiso de la Corte Constitucional, y a su ma-
yor influencia en los funcionarios del Gobierno (Rodríguez y Rodríguez 
2010), y reclamaron los derechos prometidos en los autos de seguimiento. 

Al mismo tiempo, sin embargo, los cambios constantes en el marco 
legal fueron erosionando la eficacia de los desafíos al sistema planteados por 
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las organizaciones de los movimientos sociales. Las reformas más recientes 
incluyen la adopción de dos regímenes de justicia transicional diferentes: 
una en el 2005 y otra en el 2011, cada régimen con una burocracia propia. 
En el 2011, la Ley de 1448 (en adelante, Ley de Víctimas) creó un enorme 
aparato institucional cuya tendencia es la de reemplazar el uso del término 
desplazamiento interno por el de victimización. Así, para recibir los nuevos 
beneficios de la ley, los antiguos desplazados debe repensarse como vícti-
mas del conflicto armado.

La reforma producida por la Ley de Víctimas no es clara en un pun-
to crucial para las y los desplazados: si el Gobierno tiene o no la obligación 
especial de garantizar a los desplazados un disfrute mínimo de derechos 
sociales y económicos, lo que la Ley 387 de 1997 y la jurisprudencia cons-
titucional han llamado “estabilización socioeconómica” (para un mayor 
desarrollo ver Vargas y Lemaitre 2014). Incluso si se considera que esta 
estabilización, que ya no está presente como tal en la Ley de Víctimas, se 
garantiza con la asistencia y la reparación a las víctimas, los términos en los 
que se hace y los programas que cuentan como asistencia y reparación han 
cambiado sustancialmente al cambiar la ley, la política del Gobierno y el 
marco institucional. 

Además, los cambios en los marcos legales incluyen los cambios pro-
ducidos por la Corte Constitucional, por los giros en la interpretación 
judi cial. Los nueve jueces de la Corte Constitucional son nombrados por 
un periodo de ocho años, lo cual quiere decir que la composición y el equi-
librio político de la corte, entre progresistas y conservadores, también va 
cambiando. Estos cambios afectan en especial las interpretaciones constitu-
cionales políticamente sensibles, como son las del seguimiento al desplaza-
miento. Por ejemplo, las primeras órdenes de la Corte Constitucional 
estaban fundamentadas en el hecho que el conflicto armado había creado 
una situación de emergencia humanitaria y, por lo tanto, se centraron en la 
provisión inmediata de ayudas humanitarias. Las órdenes posteriores, que 
parecen reflejar la frustración por la falta de voluntad del Gobierno para 
cumplir con sus obligaciones constitucionales, desarrollan las garantías de 
los derechos sociales y económicos que, a juicio de la Corte, son justiciables 
debido a la urgencia del desplazamiento interno. Estas órdenes incluyeron 
indicadores precisos para medir la eliminación de las condiciones incons-
titucionales que contemplan. Algunos indicadores son, por ejemplo, que 
los niños estén en las escuelas en los grados apropiados para sus edades, la 
prestación de seguro de salud subsidiado y el acceso a una vivienda digna. 
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Más adelante, la Corte, con seis nuevos magistrados en el 200918 y ante 
el cambio institucional originado por la Ley de Víctimas, ha dejado de dar 
órdenes tan precisas y el grueso de ellas gira en torno a pedir informes a las 
entidades responsables, y también ha dejado de insistir con la misma fuerza 
en la medición de los indicadores.

Así, se han ido esfumando los recursos que en principio la Corte 
ordenó que se destinaran a los desplazados. Un ejemplo es el de los trece 
programas del Auto 092 de 2009, que nunca se ejecutaron en cuanto tales y 
desaparecieron de la vigilancia de la Corte Constitucional al salir el magis-
trado ponente (Manuel José Cepeda), cambiar el gobierno de Álvaro Uribe 
(2002-2010) al de Juan Manuel Santos (2010-presente) y surgir el régimen 
transicional de la Ley de Víctimas con toda su institucionalidad. 

Como se describe más adelante, las organizaciones de desplazados 
internos se han adaptado a estos cambios en los marcos legales, incluso mo-
dificando sus nombres para incluir en ellos la palabra “víctima”, cambiando 
la forma en que se refieren a sí mismos (de desplazados internos a víctimas 
de desplazamiento interno) e insistiendo en la plena aplicabilidad tanto de la 
Ley 387 de 1997 como de la Ley 1448 de 2011 y de todos los autos de se - 
guimiento de la Sentencia T-025. En general, las organizaciones de perso-
nas desplazadas y las ong que las defienden consideran que los gobiernos 
tienen la responsabilidad de garantizar el goce efectivo de sus derechos, 
incluyendo los derechos sociales y económicos, y que los gobiernos tam-
bién tienen la responsabilidad de dar una respuesta adecuada a la crisis 
humanitaria, y que estas responsabilidades son concurrentes con el deber 
de darles a las víctimas una reparación integral de los daños causados por 
el conflicto armado. 

Estas exigencias maximalistas de los desplazados, sin embargo, crean 
fácilmente sospechas de que son militantes de izquierda, quizá de la guerri-
lla. Para las líderes desplazadas que entrevistamos es claro que hacerse visi-
bles en los espacios políticos como la Corte Constitucional y en reunio nes 
con funcionarios públicos puede conllevar amenazas. El ejemplo paradig-
mático de esta situación es el de Angélica Bello —desplazada del Casanare 
y creadora de la Fundación Nacional Defensora de los Derechos Humanos 
de la Mujer— quien fue violada al salir de una reunión en el Ministerio del 

�� Corte Constitucional, Acuerdo No. 1 de 2009. Ingresaron en el 2009: Gabriel Eduardo Mendoza 
0DUWHOR�HQ�UHHPSOD]R�GH�5RGULJR�(VFREDU�*LO��-XDQ�&DUORV�+HQDR�3pUH]��-RUJH�,YiQ�3DODFLR�3D-
ODFLR�\�/XLV�(UQHVWR�9DUJDV�6LOYD�HQ�UHHPSOD]R�GH�-DLPH�$UD~MR�5HQWHUtD��&ODUD�,QpV�9DUJDV�+HU-
QiQGH]�\�-DLPH�&yUGRED�7ULYLxR��UHVSHFWLYDPHQWH��-RUJH�,JQDFLR�3UHWHOW�&KDOMXE�HQ�UHHPSOD]R�GH�
Marco Gerardo Monroy Cabra y María Victoria Calle Correa en reemplazo de Manuel José Cepeda 
Espinosa.
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Interior como forma de aterrorizarla y callarla, y quien luego se suicidó en 
circunstancias confusas.19 En una audiencia pública ante la Corte Consti-
tucional de la que fuimos testigo, como otro ejemplo, el entonces ministro 
del Interior, Germán Vargas Lleras, se enfrentó a un líder desplazado que 
reclamaba protección. El ministro identificó al líder (yo sé quién es usted) 
y leyó ante el auditorio un documento describiendo el pasado del líder, 
empezando con el primer reporte de desplazamiento y las fechas exactas de 
sus solicitudes de asistencia al Gobierno, en un tono de clara intimidación.20 
Para muchas de las líderes que entrevistamos era claro que acercarse a la 
Corte y ser muy visibles podía ser peligroso. En el 2013, la Corte Constitu-
cional expidió el Auto 098, específicamente dirigido al tema de los peligros 
enfrentados por las líderes de mujeres desplazadas, y pidió la protección de 
muchas de las líderes asociadas con las organizaciones que habían estado 
acudiendo a la Corte en el proceso de la T-025. Este peligro, como la fuga 
de los recursos y los marcos legales cambiantes, son aún más claros en el 
caso de los Planes Integrales Únicos o piu que detallamos a continuación.

La participación de los desplazados en la planeación 
municipal: el caso de los piu

Dado el contexto colombiano, es difícil imaginar cómo participan 
las mujeres desplazadas en la planeación municipal —pero lo hacen—. A 
pesar de los peligros, las oportunidades políticas son reales y las mujeres las 
utilizan. La Corte Constitucional ha ordenado en varios autos de seguimien-
to a la T-025 que los planes de desarrollo de los municipios deben incluir 
las necesidades de la población desplazada. La Ley 1190 de 2008 también 
ordenó a los municipios integrar a los desplazados en la planeación muni-
cipal a través de los Planes Integrales Únicos o piu. Además, en el 2010, la 
Corte Constitucional adoptó el Auto 383, que no sólo insistió en la inclu-
sión de los desplazados en los planes de desarrollo municipal, y por lo tanto 
en la implementación de la ley, sino también en la participación directa de 
las organizaciones locales de desplazados en los procesos de planeación. El 
auto tuvo un proceso vigoroso de seguimiento que, entre otras metas, ase-
guró la producción y distribución de lineamientos nacionales para los piu.

Una de las paradojas colombianas es que incluso en aquellos lugares 
donde los actores no estatales tienen gran influencia, las administraciones 

19 6DOO\�3DORPLQR��´7UiJLFR�ÀQDO�GH�XQD�PXMHU�FRQ�FRUDMHµ��El Tiempo, febrero 24 del 2013. Disponi-
ble en: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/cms���������

20 Julieta Lemaitre Ripoll, Diario de campo, Audiencia Pública ante la Corte Constitucional, noviem-
bre del 2012.
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municipales siguen teniendo el seguimiento de los organismos de control 
(en especial la Procuraduría y la Contraloría) y del Gobierno Nacional. Así 
que en respuesta tanto a la ley como a la Corte Constitucional, que enviaba 
oficios a los gobiernos municipales preguntando por el piu, muchos muni-
cipios entre el 2010 y el 2012 efectivamente adoptaron dichos planes ante 
la perspectiva de ser investigados por los organismos de control. 

Como sabemos, este control del Estado coexiste con la presencia en 
muchos municipios de actores armados ilegales como parte de la vida co-
tidiana. Puede que sean visibles, estacionados en parques o patrullando la 
zona, o puede que sean invisibles, ejerciendo su poder a través de la corrup-
ción y cooptación de los funcionarios públicos. Puede que sean parte de 
una guerrilla de cobertura nacional o regional, o parte del crimen organi-
zado o de pequeñas bandas locales que extorsionan a los comerciantes del 
pueblo. Su presencia, sin embargo, es bien conocida. Algunos observadores 
consideran que la presencia de estos actores evidencia el fracaso o debilidad 
del Estado, sin embargo, otros consideran que es una característica de la 
forma de gobierno de la región, que se puede dar en conjunción con la pre-
sencia del Estado, a través de acuerdos ilegales de cogobierno.21 

El espacio institucional oficial para la participación de las organiza-
ciones de población desplazada fue, desde el 2005, el de las mesas de forta-
lecimiento de organizaciones de población desplazada, creadas en ese año 
por el Decreto 250, por el cual se adoptó el Plan Nacional para la Atención 
a la Población Desplazada como respuesta a la Sentencia T-025 de 2004.22 
El Decreto 250 creó una Mesa Nacional de Fortalecimiento de Organiza- 
ciones de Población Desplazada (mnfopd) para hacer seguimiento y evalua-
ción de la política pública, así como para generar espacios de participación. 
Además, se crearon unos comités territoriales, integrados por comisiones 
temáticas, que debían definir y gestionar el contenido del Plan Integral Úni-
co (piu) de la unidad territorial (municipio o departamento). Según el De-
creto 250, y en seguimiento a las órdenes de la Corte sobre la participación, 
las organizaciones de desplazados debían tener presencia en los comités y el 

21 3DUD�XQD�H[SOLFDFLyQ�LPSRUWDQWH�VREUH�HVWH�IHQyPHQR��GHÀQLGR�FRPR�GHPRFUDFLDV�YLROHQWDV�R�
SOXUDOLVPR�YLROHQWR��YHU��*ROGVWHLQ�\�$ULDV���������3DUD�XQD�H[SOLFDFLyQ�VREUH� OD�UHODFLyQ�HQWUH�
QHROLEHUDOLVPR��GHVFHQWUDOL]DFLyQ�\�FRUUXSFLyQ�YHU��&RPDURII�\�&RPDURII��������

22 (VWD�VHQWHQFLD�VHxDODED�FRPR�IDOHQFLD�OD�´DXVHQFLD�GH�SDUWLFLSDFLyQ�GH�OD�SREODFLyQ�GHVSOD]DGD�
HQ�OD�IRUPXODFLyQ�\�HMHFXFLyQ�GH�OD�UHVSXHVWD�LQVWLWXFLRQDOµ��/D�&RUWH�VHxDOy�GH�QXHYR�HVWD�IDOHQ-
FLD�HQ�HO�$XWR�����GH������\�RUGHQy�DO�*RELHUQR�JDUDQWL]DU�OD�SDUWLFLSDFLyQ�HIHFWLYD�GH�ODV�opd en 
HO�GLVHxR�H�LPSOHPHQWDFLyQ�GH�FRUUHFWLYRV�D�ODV�IDOHQFLDV�GH�OD�SROtWLFD��/D�&RUWH�VHxDOy�GH�QXHYR�
HO�SUREOHPD�HQ�HO�$XWR�����\�HQ�HO�$XWR�����GH������
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piu debía ser construido participativamente. Sin embargo, si bien sí se creó 
la Mesa Nacional (mnfopd), el componente territorial de la participación 
del Decreto 250 tuvo poca implementación.23 

En el 2008, Colombia adoptó la Ley 1190 que estableció el Consejo 
Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada (cnaipd) como 
ente rector del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Des-
plazada (snaipd). Una vez más, la ley incluyó la obligación de las unidades 
territoriales de garantizar la participación de la población desplazada “de 
acuerdo a los lineamientos establecidos en el protocolo de participación” 
(art. 2). Sin embargo, este protocolo de participación todavía no existía en 
el 2008: el 1 de junio del 2009, el Gobierno Nacional promulgó el Decreto 
1997, adoptando el protocolo de participación de la población desplazada. 
Esto correspondía no sólo a la ley, sino, además, a las órdenes específicas 
de la Corte Constitucional, que en su Auto 116 de 2008 había insistido en 
la participación de la población desplazada, e incluso adoptado unos indi-
cadores de goce efectivo del derecho a la participación.24 En el Protocolo se 
reconocen, entonces, las “Mesas de Fortalecimiento de Organizaciones de 
Población Desplazada” a nivel departamental y municipal, que coexisten 
con otras mesas temáticas que ya existían a nivel departamental y munici-
pal y que contaban con la participación de las opd.25 

La presión desde el nivel central para que los municipios efectivamen-
te formaran mesas municipales de opd se intensificó con la exigencia de 
que cada municipio cumpliera con la adopción de un piu. La Corte Consti-
tucional insistió mediante el Auto 383 de 2010 en la importancia de que 
los municipios y los departamentos asumieran una responsabilidad presu-
puestal para los des plazados en su territorio. Para ello indicó que estos entes 
territoriales debían, con la participación de la población desplazada, elaborar 
un piu para “coordinar esfuerzos y asegurar atención a población desplazada”. 

En nuestro proyecto de investigación estudiamos a profundidad 
el proceso de adopción de uno de estos piu: el de Mocoa, Putumayo. En este 
pro ceso, como el de otros piu que también estudiamos, aunque con menos 

23 $Vt�OR�GHQXQFLDQ�ORV�DXWRV�GH�VHJXLPLHQWR�GH�OD�&RUWH��9HU��&RUWH�&RQVWLWXFLRQDO��$XWR�����GH������

24 <D�HQ�HO�$XWR�����GH�������OD�&RUWH�KDEtD�DGRSWDGR�XQRV�LQGLFDGRUHV��TXH�VRQ�PRGLÀFDGRV�\�
DPSOLDGRV�HQ�HO�������(Q�HO�$XWR�����VH�LQFOX\H�HO�Q~PHUR�GH�RUJDQL]DFLRQHV�UHSUHVHQWDGDV�HQ�
la Mesa Nacional, así como la presencia de autoridades indígenas y de los consejos comunita-
ULRV� �DIURFRORPELDQRV���/RV� LQGLFDGRUHV�SURSXHVWRV�HQ�XQ� LQLFLR� WXYLHURQ�XQD�FRQWUDSURSXHVWD�
GHO�*RELHUQR�\�UHVXOWDURQ�HQ�OD�FRQFHUWDFLyQ�GH�ORV� LQGLFDGRUHV�GHO�$XWR�����GH�������$OOt�VH�
HVWDEOHFH�FRPR�LQGLFDGRU�SULQFLSDO�ODV�´2UJDQL]DFLRQHV�GH�3REODFLyQ�'HVSOD]DGD��opd��SDUWLFLSDQ�
efectivamente en las decisiones de política pública sobre desplazamiento forzado”.

25 Según el Protocolo estas mesas recibirían apoyos básicos para el transporte y el funcionamiento.
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detalle (los de Bogotá y Turbaco, Bolívar), fuimos testigo de los marcos 
legales cambiantes con la Ley 1448 de 2011, y la forma como se trasfor-
maron las mesas de representación (a mesas municipales y departamentales 
de víctimas) y el tipo de plan que debían adoptar (de piu a Plan de Acción 
Territorial o pat). Encontramos que los recursos, a su vez, se fueron detrás de 
estos cambios de denominación, forzando a las opd a adaptarse y represen-
tarse ahora como víctimas. Vimos también cómo los recursos para la po-
blación desplazada no se materializaban en parte por el cambio mismo, y 
en parte por la presencia de intereses armados locales difíciles de establecer 
con precisión, pero cuya existencia era real. Dada su existencia, la moviliza-
ción en torno a estos planes de inversión de los municipios se daba también 
en contextos de peligro, generando oportunidades políticas peligrosas. 

Mocoa adoptó su piu en el año 2011, el último año de la adminis-
tración del alcalde Mario Luis Narváez (2008-2011). El gobierno munici-
pal conformó para este fin la hasta entonces inexistente Mesa Municipal de 
opd, que fue conformada por catorce miembros, muchos de los cuales son 
líderes reconocidos en asentamientos de población desplazada y/o en otros 
espacios de interlocución con las autoridades a nombre de la población 
desplazada. La Alcaldía convocó las elecciones de la mesa inicial de vícti-
mas del desplazamiento forzado motivada por el proceso de seguimiento 
a las órdenes de la Corte Constitucional a las autoridades territoriales, que 
indica que los municipios deben tener este espacio. En concreto, la Al-
caldía esperaba que, en cumplimiento del Auto 383 de 2010 de la Corte 
Constitucional, la Mesa le permitiera adoptar el piu de Mocoa en el pri-
mer semestre del 2011, y hacerlo con la participación de la población des- 
plazada.

El proceso de elaboración del piu tuvo diferentes momentos. Prime-
ro se realizaron mesas temáticas con enfoque diferencial, convocadas por 
Acnur para hacer un diagnóstico de la situación del desplazamiento forzado 
en Mocoa. En las mesas temáticas participaron personas de las institucio-
nes y representantes de la población desplazada (no solamente de la Mesa). 
A partir de la discusión de las mesas, Richard Delgado, consultor munici-
pal para el piu, elaboró un documento base. Este fue consultado con la Mesa, 
que le hizo modificaciones, luego lo aprobó hecha la salvedad de la falta de 
consulta a los indígenas y afros. El documento aprobado por la Mesa fue 
consultado con el Comité Municipal de Atención a la Población Despla-
zada conformado por la Alcaldía con representantes de las instituciones y 
dos representantes y dos suplentes de la población desplazada, elegidos por 
la misma Mesa. 
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En julio del 2011, el Concejo Municipal aprobó el “Plan Integral 
Único para Atención a Población en Riesgo y Situación de Desplazamiento 
del Municipio de Mocoa” para el periodo 2011-2015, y lo adoptó median-
te el Decreto 029 de noviembre de 2011. Los capítulos iniciales del piu de 
Mocoa señalan que este fue elaborado por un Comité Técnico (del que hi-
cieron parte los secretarios municipales de Gobierno, Planeación y Obras 
Públicas, Salud, Educación y Agricultura y el consultor del piu) y que con-
tó con el apoyo técnico de la utec (Unidad Técnica Conjunta de Acción 
Social y Acnur). La participación de los líderes en este proceso, como es 
común en el país, consiste en la presencia en un mismo espacio, durante un 
tiempo determinado, de los líderes y algunos funcionarios oficiales de ran-
go medio.26 El espacio tiene poca metodología participativa, y oscila entre 
un tiempo dedicado a informar a los presentes el diagnóstico del problema 
y la política a adoptar. Luego hay un periodo de preguntas y comentarios 
por parte del público en el que los líderes suelen plantear sus puntos de vis-
ta.27 Un desarrollo reciente, que se dio en este proceso en Mocoa, es la exi-
gencia que los líderes hagan propuestas concretas, que son sistematizadas 
pero no es claro que sean incorporadas en el documento final.

A pesar de la pobreza de los espacios participativos, las dinámicas 
políticas del municipio presentan diversas oportunidades para la participa-
ción. Como explica la literatura sobre el Putumayo (Ramírez 2001; Torres 
2011), la forma usual de hacer política es el apoyo de unos líderes (clientes) 
a un jefe determinado, que se movilizan en época de elecciones para conse-
guir votos y a cambio obtienen prebendas concretas para sus zonas. Hay un 
acuerdo más o menos generalizado en que el alcalde o gobernador elegido 
sólo beneficia a sus clientes, de manera que la administración municipal es 
una suerte de lotería: los que le apostaron al ganador son los que se benefi-
cian, y los otros aceptan haber perdido. 

En el tiempo que estuvimos en Mocoa también fuimos testigo del 
contexto generalizado de inseguridad que rodea todos estos procesos, tema 
que abordaremos con mayor detalle en otras secciones de este texto. Si bien 
los líderes nunca relacionaron esta inseguridad directamente con el proceso 
del piu, era claro que actuaban en un contexto de peligro difuso y de baja in-
tensidad, y confiaban que sólo estarían en verdadero peligro si violaban de 
forma clara las reglas tácitas de la comunidad. Un ejemplo de transgresión 
es el de Eladio Yascual, líder indígena y desplazado, quien quiso denunciar 

��  3DUD�XQD�FUtWLFD�YHU��-XOLHWD�/HPDLWUH�5LSROO��������

27  Ibídem.
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al alcalde electo, que iniciaría su periodo en el 2012, por corrupción, y fue 
asesinado por sicarios en diciembre del 2011 sin que se haya aclarado las 
circunstancias concretas de su muerte (El Tiempo 2011).

En el 2012 también entró en vigencia el nuevo sistema de justicia 
transicional, adoptado por la Ley 1448 de 2011. En este se establece que 
los municipios y departamentos deben contar con mesas de participación 
de víctimas, diseñadas a partir de las mesas de población desplazada des-
critas arriba (Berrío 2013). Una vez más arrancó el proceso de convocar la 
nueva mesa (ahora, Mesa de Víctimas) y de involucrarla en un proceso de 
planeación (ahora, Plan de Acción Territorial). En Mocoa se hace la tran-
sición de una mesa a la otra con pocos cambios en su constitución. Sin 
embargo, a nivel nacional, la transición, así como la adopción de un nuevo 
protocolo de participación (por la Resolución 0588 del 13 de junio de 2013 
y la Resolución 0388 de mayo de 2013), se convierten en un largo proceso 
de tensiones y de múltiples espacios de participación directa (Lemaitre 
2013). En medio de todo el énfasis institucional sobre los derechos de las 
víctimas, las amenazas y asesinatos de líderes sigue siendo el orden del día 
(Somos Defensores 2013; Semana 2014).

La transición de la Ley 387 de 1997 a la Ley de Víctimas 

En el 2011, la adopción de la Ley de Víctimas cambió notablemen-
te la atención brindada al problema del desplazamiento forzado en Colom-
bia. El propósito explícito de esta ley era reparar los daños sufridos por las 
víctimas del conflicto armado, y vincular esta reparación a procesos más 
am plios de justicia transicional. El Gobierno de Juan Manuel Santos, que 
llegó al poder en el 2010, como la Corte Constitucional y sectores impor-
tantes del Congreso, apoyaron tanto la Ley de Víctimas como la negocia-
ción de paz con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (farc). 
El resultado es una ley singular que, como ha sido ampliamente señalado 
en la literatura, llama a la justicia transicional en medio del conflicto arma-
do (Uprimny y Saffon 2007).

La ley, al cambiar los marcos de la movilización, ha creado nuevos 
retos y oportunidades para los desplazados. La oportunidad más importante 
ha sido, sin duda, la percepción de la posibilidad de una reparación mone-
taria por el daño sufrido. La Ley 1448 extendió el mecanismo de reparacio-
nes creado por la Ley de Justicia y Paz de 2005, y la transformó en un pro ceso 
masivo donde más de seis millones de personas, en principio, se han inscrito 
como víctimas con la esperanza de recibir una compensación monetaria. 
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Para atenderlos se ha creado una enorme burocracia representada por la 
Unidad de Atención y Reparación a Víctimas (uariv). De forma paralela, 
se ha abierto la posibilidad de reclamar la devolución de las tierras perdidas, 
en un proceso lento y dispendioso pero existente, manejado por su propia 
burocracia desde el Ministerio de Agricultura: la Unidad de Restitución de 
Tierras. Ambos procesos tienen como beneficiaria a la población despla-
zada: la reparación en cuanto víctimas del desplazamiento forzado y otros 
delitos asociados, y la restitución para aquellos que en el proceso perdieron 
la tenencia de su tierra. Sin embargo, es importante anotar que, si bien 
persiste la asistencia humanitaria, el énfasis en la estabilización socioeconó-
mica es ahora mucho más difuso, y al parecer fue reemplazada por la ayuda 
de emergencia y las reparaciones.

Una tercera agencia gubernamental creada por la Ley de Víctimas, 
la Unidad de Protección, asignada al Ministerio del Interior, se encarga de 
ofrecer protección frente a las amenazas y otros riesgos de seguridad que 
padecen los líderes sociales. Si bien la Unidad de Protección no depende 
del proceso de justicia transicional, y ofrece protección a muchas otras 
personas y por otras razones, en la actualidad, una parte importante de su 
trabajo es precisamente para los líderes de víctimas y desplazados, y los recla-
mantes de tierras. 

El diseño institucional supone que estas tres unidades trabajen en 
colaboración con las investigaciones penales adelantadas por la Fiscalía, y 
con el Centro de Nacional de Memoria Histórica (antes Comisión Nacio-
nal de Memoria Histórica), cuya labor es la producción de informes y ma-
terial didáctico sobre el conflicto armado. 

La Ley de Víctimas se ha convertido en un marco de referencia obli-
gado para las y los activistas. Durante nuestra investigación, una líder de 
población desplazada nos llamó la atención por nuestro énfasis en los des-
plazados: “Ahora la ley dice que somos víctimas, no desplazados”, nos dijo. 
La importancia del término se extendió a los nombres de organizaciones: 
para dar sólo un ejemplo, la Asociación de Proyectos en Construcción de 
Vida en Barrancabermeja ahora se llama la Asociación de Mujeres Vícti-
mas Proyectos de Construcción de Vida en Barrancabermeja. La líder de 
esta organización también nos dijo: “Ya nos somos desplazadas, ahora somos 
víctimas de desplazamiento forzado”. Estos cambios de nombre han sido 
usuales, y también se han creado nuevas organizaciones de víctimas des-
pués de aprobarse la ley. 

El surgimiento de la identidad de víctimas vino de la mano del acce-
so de las víctimas a nuevos foros de participación, así como del acceso 
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potencial a nuevos recursos por la reparación, la restitución de tierras y la 
financiación de nuevos proyectos por los donantes. Nuestra investigación 
muestra también que el cambio en los marcos legales no se limita a un cam-
bio de nombres: la nueva ley también ha llevado a un replanteamiento de la 
percepción de injusticia, redefiniendo el potencial para la acción colectiva. 

El marco legal de referencia para la organización de los desplazados 
era la Ley 387 de 1997, que se enfocaba en la pérdida de recursos y de re-
des sociales ocasionada por el desplazamiento. La Ley 387 y la posterior ju-
risprudencia constitucional consideraban que el Estado era responsable 
del dramático empobrecimiento que resultaba del desplazamiento forza-
do. Así, contemplaba unos derechos que iban más allá de la asistencia de 
emergencia y requería que se priorizara a los desplazados en los subsidios 
y programas de alivio de pobreza. Además, la Corte Constitucional ató a 
indicadores de goce efectivo de derechos la superación del estado de cosas 
inconstitucional, que dio pie al seguimiento ordenado por la T-025 de 2004. 
Por último, a partir de la conclusión que el desplazamiento lleva a la pérdida 
de oportunidades para el ejercicio de la ciudadanía, considerada un daño 
significativo, la Corte Constitucional requiere que el Gobierno asegure la 
participación de los desplazados en diversos foros como una forma de ejer-
cer los derechos de ciudadanía. 

A diferencia de la Ley 387 de 1997, la Ley de Víctimas no le con-
cede a los desplazados derechos sociales, económicos y culturales por fuera 
del esquema de asistencia humanitaria y reparaciones. La Ley de Víctimas 
tiene como objetivo principal garantizar los derechos a la “verdad, justicia 
y reparación”. Si bien las reparaciones tienen una dimensión que incluye 
algunos derechos económicos y sociales, en especial en salud y educación, 
no incluye el derecho a la subsistencia.28 Esto se debe en parte a las normas 
de referencia, que son el discurso internacional de la justicia transicional que 
surge en la última década con fuerza en el derecho internacional, a partir 
de las transiciones de la guerra a la paz o de la dictadura a la democracia. 
En Colombia, sin embargo, este marco de referencia se modifica en varios 
sentidos. En primer lugar, los derechos a la verdad y a la justicia están seria-
mente limitados en su dimensión práctica por la persistencia del conflicto 
armado y la consecuente inhabilidad del Gobierno para garantizar estos 
derechos. Ello deja como beneficio principal las reparaciones materiales 
que entrega la uariv. 

��  3DUD�XQ�DQiOLVLV�GHWDOODGR�YHU��9DUJDV�\�/HPDLWUH���������HQ�HVWH�WH[WR�
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El cambio de marco legal puede significar que el principal derecho 
de la población desplazada es a la reparación por un hecho pasado, repara-
ción que se concentra en el tiempo y que no está amarrada a indicadores 
de goce efectivo de derechos sino a indicadores procesales. Actualmente 
no hay claridad legal sobre la transición del régimen legal de la Ley 387 de 
1997 y del litigio estructural que sigue a la declaración de estado de cosas 
inconstitucional en el 2004, por una parte, y del régimen de justicia tran-
sicional de la Ley de Víctimas, por el otro. Tampoco es claro aún si esta 
transición es necesaria o si puede haber una coexistencia; y de haber dicha 
coexistencia, no es claro cómo debe funcionar el aparato burocrático en 
consecuencia. 

En la práctica, en el periodo de observación (2010-2013), el cam-
bio de desplazados a víctimas tuvo un efecto directo sobre la organización 
comunitaria para el reclamo de derechos. Primero, el actual Gobierno Na-
cional ha apoyado abiertamente los reclamos de las víctimas, lo cual ha 
legitimado su actuar a nivel local. Segundo, los medios masivos de comu-
nicación cubren la organización de base de víctimas y desplazados de formas 
empáticas, sin implicarlos con la insurgencia, lo cual, a su vez, les brinda 
legitimidad a nivel local. Creemos que esta legitimidad, sin embargo, depen-
de de un cambio implícito en el enfoque de los reclamos. Mientras que los 
desplazados exigían un alivio a su pobreza, pobreza que se extendía en el 
tiempo sin solución, las víctimas exigen una compensación por un daño 
pasado que las hace acreedoras de reparación.29

Por otra parte, antes de la adopción de la Ley de Víctimas, los líde-
res de la población desplazada eran, en nuestras entrevistas, señalados por 
los funcionarios públicos como líderes “muy politizados”, término con es-
tigma en el contexto colombiano. El apoyo del Gobierno a la Ley de Vícti-
mas y los nuevos procesos para establecer la representación de las víctimas, 
organizados por el mismo Gobierno, han aliviado el estigma en mención. 

A pesar del apoyo del Gobierno a las víctimas, las amenazas y ase-
sinatos de los líderes de las organizaciones de víctimas (en especial de los 
reclamantes de tierra) tienen su propia fuerza estigmatizante. Por una parte 
es cierto que el nuevo lenguaje —que habla de víctimas— insinúa que las 
víctimas son inocentes y pasivas, tiene asociaciones con imágenes positivas 
de inocencia y sufrimiento, y propicia la empatía con las víctimas. Sin em- 
 bargo, cuando las víctimas son objeto de amenazas y asesinatos por motivos 

29 Los reclamos de alivio de pobreza, a diferencia de los de reparación, se asocian con mayor faci-
OLGDG�D�ORV�UHFODPRV�GH�MXVWLFLD�VRFLDO��TXH�KDQ�VLGR�HVWLJPDWL]DGRV�HQ�HO�FRQWH[WR�GHO�FRQÁLFWR�
DUPDGR�FRPR�UHFODPRV�GH�OD�JXHUULOOD��+DEODU�GH�UHSDUDFLyQ�SXQWXDO�QR�WLHQH�OD�PLVPD�FDUJD�
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supuestamente políticos, los hechos violentos generan sus propias asocia-
ciones: la violencia resignifica a las víctimas como personas sospechosas, 
a partir de la percepción generalizada que las personas que son objeto de 
estos ataques quizá han hecho algo para merecerlos. Así, la violencia coti-
diana resiste e incluso desmonta el poder del derecho, y de los funcionarios 
públicos, de crear significados positivos para la identidad de víctimas. En 
cambio resignifica a las víctimas, como lo hizo con los desplazados, como 
personas cuya eliminación es deseable.

Un aspecto complejo respecto a la protección que tiene la identidad 
de víctima es que, a diferencia del desplazamiento, la identidad de víctima 
puede provenir de una gran diversidad de hechos sociales y políticos.30 Por 
ejemplo, haber sido víctima de la guerrilla para quienes ya no viven en zona 
con presencia guerrillera presenta pocos riesgos para los reclamantes. Sin 
embargo, el reclamo que surge de otros hechos victimizantes es más peligro-
so: en especial, reclamar tierra despojada por paramilitares que está en ma-
nos de personas aliadas con ellos, y que conservan ejércitos privados a su 
disposición. De hecho, la adopción de la Ley de Víctimas creó una nueva 
categoría política: los reclamantes de tierra. Estos son desplazados que exi-
gen la tierra de la cual fueron despojados por la violencia. Como reacción 
a estos han surgido contraidentidades políticas, los llamados “opositores”, 
quienes se oponen a la entrega de las tierras por las vías legales y por las 
vías de la protesta política. También han surgido formas armadas ilegales 
de oposición como los escuadrones de la muerte, que se autodenominan 
“ejército antirrestitución de tierras”.

Así, el tránsito de desplazados a víctimas ha cambiado los peligros 
que se asocian a las oportunidades políticas creadas por la nueva ley. Nuestras 
entrevistas y nuestro trabajo de campo revelan que las organizaciones de per-
sonas desplazadas han tenido dificultades para hacer el tránsito a organizacio-
nes de víctimas del desplazamiento forzado. Los cambios legales, además, han 
alterado la intensidad y flujo de recursos. Por ejemplo, los piu fueron reem-
plazados por nuevos planes de acción territorial (pat) que deben ser formula- 
dos con la participación de las víctimas como conjunto, y no sólo los despla-
zados. A nivel de financiadores, el acceso de las organizaciones al apoyo del 
Gobierno a través de proyectos, así como los fondos de donantes privados, 
y el apoyo y simpatía de los funcionarios públicos, cambió su enfoque de 
los desplazados a las víctimas, y las organizaciones que han logrado apro-

30 Por ejemplo, secuestro, violencia sexual, lesiones o muertes por minas personales y crímenes de 
Estado. 
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vechar estos cambios son las que han sabido presentarse de nuevo como 
organizaciones idóneas para recibir fondos destinados a potenciar la justi-
cia transicional (verdad, justicia y reparación) antes que la superación de la 
pobreza, como era el caso de las organizaciones de población desplazada. 

El cambio en los marcos ha tenido muchos costos para los desplaza -
dos. Por ejemplo, si bien muchos de los funcionarios que atendían sus casos 
desde Acción Social pasaron a la uariv, otros muchos perdieron sus em-
pleos. Con ello los desplazados perdieron contactos que habían cultivado 
por años. Además hubo una reorganización interna, de manera que mu-
chas organizaciones de desplazados desaparecieron de la memoria institu-
cional al irse los funcionarios, y tuvieron que recomenzar los procesos para 
establecer su legitimidad. Además, las personas que ya sabían hacer recla-
mos en el anterior marco legal, para inscribirse en el registro, para solici-
tar las ayudas humanitarias y los subsidios y ayudas respectivos, debieron 
aprender de nuevo cómo hacer el papeleo respectivo (El Espectador 2013). 
En suma, debieron una vez más reorganizarse en un contexto de marcos 
legales cambiantes, recursos que se desvanecen y oportunidades políticas 
peligrosas.

Conclusión: la movilización legal 
en contextos violentos 

La literatura internacional de derecho y sociedad asume, por lo 
general, que la movilización legal requiere la existencia de instituciones 
liberales, y de un Estado con el monopolio del uso de la fuerza legítima en 
un territorio dado. Este no es el caso de Colombia. Sin embargo, a pesar de 
las diferencias estructurales entre el contexto colombiano y las democracias 
industrializadas, es posible hablar de la movilización legal sin suspender la 
presencia de la violencia social y el conflicto armado. Nuestra investiga-
ción muestra que aún en contextos violentos la acción colectiva para exigir 
derechos puede mejorar la vida de las personas, proveer ciertos tipos de 
protección y permitir el acceso a recursos por lo demás escasos. Nuestra 
pro puesta es que la teoría de la movilización legal debe tomar estos factores 
en cuenta. 

En el caso de la movilización legal en las democracias industrializa-
das, a menudo se dice que el precio de la acción colectiva dentro de los 
marcos legales es la legitimación de las instituciones de gobierno a cambio 
de magros beneficios. Sin embargo, argumentamos que en Colombia la 
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situación varía: por una parte, la acción colectiva por fuera de los marcos 
legales genera graves riesgos de seguridad, limitando significativamente los 
beneficios. Por otra parte, el precio de la movilización dentro de los marcos 
legales incluye la necesidad de navegar marcos legales inestables, perseguir 
recursos que se desvanecen y utilizar oportunidades políticas que son, a su 
vez, peligrosas. Es un precio alto que sólo adquiere sentido ante el peligro 
aún mayor de la alternativa.

Las mujeres, en especial, deben encontrar la manera de hacer exigen-
cias políticas y de transformar los estereotipos de género sin atraer represa-
lias violentas, tanto de los actores armados como de sus familias. Durante 
estos años de trabajo con ellas aprendimos a admirar su habilidad para lo-
grarlo, así como para sobrevivir el pasado, y su fuerza para seguir adelante 
asumiendo enormes riesgos personales en el proceso. Su actitud está bien 
representada en una frase que escuchamos una y otra vez: “Pa’lante es pa’llá”. 
Con ella se representa tanto la disposición individual de invertir esfuerzo 
en mejorar la situación, como la suspensión de la mirada al pasado, por lo 
me nos hasta que se resuelvan las urgencias del presente y el futuro inmediato. 

Por último, queremos insistir que las dificultades y costos de la movi-
lización legal en contextos violentos sólo tienen sentido frente a la ausencia 
de alternativas viables. Tanto la pasividad como la acción armada han fra-
casado, y para muchas de estas mujeres la resignación a las propias circuns-
tancias no es una opción cuando la pobreza es aguda. Así, estas mujeres, 
frente a la convivencia de instituciones democráticas y de actores armados 
ilegales, han decidido que su mejor opción es hacer reclamos de justicia 
ante las instituciones en los foros legales, e insistir en la materialización de 
las promesas inscritas en la ley y la jurisprudencia. 

Referencias bibliográficas 

Albarracín, Mauricio. Movilización legal para el reconocimiento de la igual-
dad de las parejas del mismo sexo, Bogotá, Maestría en Derecho, Univer-
sidad de los Andes, 2011. 

Albarracín Mauricio y Azuero Alejandra. Activismo judicial y derechos de los 
LGTB en Colombia. Sentencias emblemáticas, Bogotá, Serie Judicatura y 
Democracia, Instituto de Servicios Legales Alternativos (ilsa), 2009.

Andersen, Ellen A. Out of the Closets and into the Courts: Legal Opportunity 
Structure and Gay Rights Litigation, Ann Arbor, University of Michigan 
Press, 2005. 

JG OrganizacionComunitaria.indd   36 25/08/14   21:23



37JUSTICIA GLOBAL

Angarita, Mayerlis. Presentación en el seminario “Retos para la verdad, 
justicia y reparación de las mujeres en Colombia”, organizado por onu-
mujeres, Bogotá, 29 de noviembre del 2012.
 “Las víctimas le caminan a la paz”, discurso pronunciado en El Carmen 
de Bolívar, Bolívar, junio 13 del 2013. Disponible en: http://www.rede-
paz.org.co/Narrar-para-vivir.

Arango, Mónica. Displ@ced, tesis de maestría, Boston, Massachusetts, Uni-
versidad de Harvard, Escuela de Derecho, 2010.

Arango, Rodolfo. “Cesación de la situación de desplazamiento por goce efec-
tivo de derechos fundamentales”, en Manuel José Cepeda (ed.), Des-
plazamiento forzado: Reflexiones para salir de la encrucijada, Bogotá, 
Universidad de los Andes, 2012.

Archila, Mauricio. Idas y venidas, vueltas y revueltas. Protestas sociales en 
Colombia 1958-1990, Bogotá, Icanh, 2006.

Archila, Mauricio, Delgado, Álvaro, García, Martha C. y Prada, Esmeral-
da. 25 años de luchas sociales en Colombia, Bogotá, Cinep, 2004. 

Arias, Enrique y Goldstein, Daniel (eds.). Violent Democracies in Latin 
America, Durham, nc, Duke University Press, 2010.

Ayuero, Javier. Poor People’s Politics: Peronist Survival Networks and the Legacy 
of Evita, Durham, nc, Duke University Press, 2001.

Barnes, Jeb y Burke, Thomas F. “Making Way: Legal Mobilization, Organi-
zational Response, and Wheelchair Access”, en 46 Law & Society Rev., 
2012, pp. 167-198.

Berrío, Julián Martín. “Las mesas de participación: ¿una frustración más 
para las víctimas?”, en Revista de Derecho Público, Bogotá, No. 31, 2013.

Camargo, Aura. Presentación en el seminario de “Restitución de tierras y 
enfoque de género”, organizado por la Comisión Colombiana de Juris-
tas, Bogotá, 11 de marzo del 2013.

Cepeda, Manuel José (ed.). Desplazamiento forzado: Reflexiones para salir 
de la encrucijada, Bogotá, Universidad de los Andes, 2012.

Chambers, R. Rural Development: Putting the Last First, Londres, Longman, 
1983.

Churruca, Cristina y Meertens, Donny. Desplazamiento en Colombia: Preve-
nir, asistir, transformar. Cooperación internacional e iniciativas locales, Bo-
gotá, La Carreta Social, 2010.

codhes (Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento). 
Desplazamiento creciente y crisis humanitaria invisible, Documentos 
codhes 25, Bogotá, 2012.

JG OrganizacionComunitaria.indd   37 25/08/14   21:23



O R G A N I Z AC I Ó N  CO M U N I TA R I A  Y  D E R E C H O S  H U M A N O S
Reclamos de derechos en contextos violentos38

Colombia, Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas 
(uariv). Resolución 0388 de mayo de 2013 y Resolución 0588 del 13 
de junio de 2013 (Protocolo de participación).

Comaroff, John y Comaroff, Jean. Law and Disorder in the Post-Colony, 
Chicago, Chicago University Press, 2006.

Comisión de Memoria Histórica. El Placer: Mujeres, coca y guerra en el Bajo 
Putumayo, Bogotá, Taurus, 2012.

Comisión de Memoria Histórica. La tierra en disputa. Memorias del despojo 
y resistencias campesinas en la Costa Caribe 1960-2010, Bogotá, Taurus, 
2010.
 Mujeres en la guerra. Víctimas y resistentes en el Caribe colombiano, Bo-
gotá, Taurus, 2011.

Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento For-
zado. Séptimo informe de verificación sobre el cumplimiento de derechos a 
la población en situación de desplazamiento, Bogotá, Mimeo, 2008.
Octavo informe de verificación sobre el cumplimiento de derechos a la po-
blación en situación de desplazamiento, Bogotá, Mimeo, 2010.

Consejería de Equidad para la Mujer. Intervención del Estado colombiano 
en la sustentación de los vii y viii informes combinados ante cedaw, 
octubre 2 del 2013. Disponible en: http://www.equidadmujer.gov.co/
Documents/ix-Intervencion-Colombia-cedaw.pdf. 

Da Silva, Virgilio A. y Terrazas, Fernanda V. “Claiming the Right to Health 
in Brazilian Courts: The Exclusion of the Already Excluded?”, 36 Law 
& Social Inquiry, 2011, pp. 825-853. 

Dávila, Juana. Bureaucracy and Forced Displacement in Bogotá, Colombia: The 
Construction of Forced Displacement Victims and other Procedures, tesis de 
maestría, Los Ángeles, California, Universidad de Stanford, Escuela de 
Derecho, 2009. Disponible en: https://www.law.stanford.edu/sites/de-
fault/files/biblio/108/143146/doc/slspublic/JuanaDavila-tft2009.pdf

Defensoría del Pueblo. Sistema de Alertas Tempranas, Informe No. 027-
025, Bogotá, 2007.

De Greiff, Pablo y Rubio Marín, Ruth. “Women and Reparations”, en 1 
International Journal for Transitional Justice, 2007, pp. 318-337.

Dejusticia, et al. Reparación en voz de las mujeres desde la región, Bogotá, 
Dejusticia, 2010. Disponible en: http://www.dejusticia.org/index.php
?x=0&modo=interna&tema=antidiscriminacion&publicacion=773&l
ang=es.

Delgado Salazar, Ricardo. Acción colectiva y sujetos sociales: Análisis de los 
marcos de justificación ético-políticos de las organizaciones sociales de muje-
res, jóvenes y trabajadores, Bogotá, Opera Eximia, 2009.

JG OrganizacionComunitaria.indd   38 25/08/14   21:23



39JUSTICIA GLOBAL

Departamento de Prosperidad Social. “Red de mujeres Narrar para Vivir, 
un proyecto sostenible y humano”, 2012. Disponible en: http://www.
dps.gov.co/contenido/contenido.aspx?conid=6781&catid=127

Duncan, Gustavo. Los señores de la guerra: Paramilitares, mafiosos y autode-
fensas en Colombia, Bogotá, Editorial Planeta, 2006.

El Heraldo. “Comisión Interamericana de dh de la oea evaluará despojo de 
tierras a mujeres del Caribe”, 13 de octubre del 2011. Disponible en: 
http://www.elheraldo.co/regi-n/comisi-n-interamericana-de-dh-de-la-
oea-evaluar-despojo-de-tierras-a-mujeres-de-la-regi-n-car

El Tiempo. “Veedor de la moe asesinado denunció corrupción electoral”, 
30 de noviembre del 2011. Disponible en: http://www.eltiempo.com/
archivo/documento/cms-10856365 

Engel, David M. y Munger, Frank W. Rights of Inclusion: Law and Identity 
in the Life Stories of Americans with Disabilities, Chicago, University of 
Chicago Press, 2003.

Epp, Charles R. The Rights Revolution: Lawyers, Activists, and Supreme Courts 
in Comparative Perspective, Chicago, University of Chicago Press, 1998.

Escobar, Pacho. “A Mayerlis la quieren matar”, Las2Orillas, 25 de junio 
del 2013. Disponible en: http://www.las2orillas.co/mayerlis-la-quie-
ren-matar/

Ewick, Patricia y Silbey, Susan. The Common Place of Law: Stories from 
Everyday Life, Chicago, University of Chicago Press, 1998.

Fals Borda, Orlando. “The Challenge of Action Research”, en Development: 
Seeds of Change, 1981, No. 1, Roma, pp. 55-61.
 (1986 a). Conocimiento y poder popular: Lecciones con campesinos de 
Nicaragua, México y Colombia, Bogotá, Siglo xxi, 1986.
 (1986 b). “La investigación-acción participativa: Política y epistemo-
logía”, en Camacho G., Álvaro (ed.), La Colombia de hoy, Bogotá, Cerec, 
1986.

Fals Borda, Orlando, Bonilla, Víctor Daniel, Castillo Cárdenas, Gonzalo 
y Libreros, Augusto. Causa popular, ciencia popular, Bogotá, La Rosca, 
1972.

Freire, Paulo. Pedagogy of the Oppressed, Nueva York, Herder & Herder, 
1970.

Galanter, Mark. “Why the ‘Haves’ Come Out Ahead: Speculations on the 
Limits of Legal Change”, en 9 Law & Society Rev., 1974, pp. 95-160.

Garay, Luis Jorge. La captura y reconfiguración cooptada del Estado en Colom-
bia, Bogotá, Avina, Grupo Método y Transparencia por Colombia, 2008. 

García, Mauricio. La eficacia simbólica del derecho, Bogotá, Universidad de 
los Andes, 1993.

JG OrganizacionComunitaria.indd   39 25/08/14   21:23



O R G A N I Z AC I Ó N  CO M U N I TA R I A  Y  D E R E C H O S  H U M A N O S
Reclamos de derechos en contextos violentos40

 La eficacia simbólica del derecho, segunda edición, Debate, Bogotá, 
2014.
 (director de investigación). Sociedad de emergencia: acción colectiva y 
violencia en Colombia, Bogotá, Defensoría del Pueblo, 2005.

García, Mauricio y Uprimny, Rodrigo. “Corte Constitucional y emanci-
pación social en Colombia”, en Santos, Boaventura y García, Mauricio 
(eds.), Emancipación social y violencia en Colombia, Bogotá, Editorial 
Norma, 2004.

Golan, Daphna D. y Orr, Zvika. “Translating Human Rights of the ‘Ene-
my’: The Case of Israeli ngos Defending Palestinian Rights”, en 46 
Law & Society Rev., 2012, pp. 781-814.

Goldberg-Hiller, Jonathan. The Limits to Union, Ann Arbor, University of 
Michigan Press, 2002.

Graham, Kristin T., Borg, Marian J. y Miller, Bryan L. “Mobilizing Law in 
Latin America: An Evaluation of Black’s Theory in Brazil”, en 38 Law 
& Social Inquiry Rev., 2012, pp. 322-341.

Grossman, Joel B., Kritzer, Herbert M. y Macaulay, Stewart. “Do the ‘Haves’ 
Still Come Out Ahead?”, en 33 Law & Society Rev., 1999, pp. 803-810.

Herrera, Natalia. “No hay dinero para cumplir las metas”, El Espectador, 8 
de marzo del 2013. Disponible en: www.elespectador./noticias/politi-
ca/articulo-409246-no-hay-dcominero-cumplir-metas

Hilson, Christopher. “New Social Movements: The Role of Legal Oppor-
tunity”, en 9 Journal of European Public Policy, 2002, pp. 238-255.

hrw (Human Rights Watch). “Colombia: Victims Face Reprisals for Reclai-
ming Land”, 2013. Disponible en: www.hrw.org/news/2013/09/17/
colombia-victims-face-reprisals-reclaiming-land.

Ibáñez, Ana María y Moya, Andrés. “Vulnerability of Victims of Civil 
Conflicts: Empirical Evidence for the Displaced Population in Colom-
bia”, en 38 World Development, 2010, pp. 647-663.

idmc (Internal Displacement Monitoring Centre). “Colombia: Displace-
ment Continues Despite Hopes for Peace”, 2014. Disponible en: http:// 
www.internal-displacement.org/8025708f004be3b1/(httpInfoFiles)/2
f43ed1d25d94fc2c1257c620034668d/$file/201401-am-colombia-
overview-en.pdf.

Jaramillo, Isabel y Alfonso, Tatiana. Mujeres, cortes y medios, Bogotá, Uni-
andes y Siglo del Hombre Editores, 2008.

Kalyvas, Stathis. The Logic of Violence in Civil War, Cambridge, Reino Uni-
do, Cambridge University Press, 2006.

Kaplan, Oliver. “Nudging Armed Groups: How Civilians Transmit Norms 
of Protection”, en Stability, Vol.2 No. 3, 2013.

JG OrganizacionComunitaria.indd   40 25/08/14   21:23



41JUSTICIA GLOBAL

La Silla Vacía. “Las cifras que no cuadran sobre el desplazamiento”, 2013. 
Disponible en: http://lasillavacia.com/queridodiario/las-cifras-que-no-
cuadran-sobre-el-desplazamiento-45005

Lemaitre Ripoll, Julieta. “Diálogo sin debate. La participación en los de-
cretos de la Ley de Víctimas”, en Revista de Derecho Público, Bogotá, 
No. 31, 2013. 
 El derecho como conjuro, Bogotá, Uniandes, 2009.

Lemaitre Ripoll, Julieta, Sanvik, Kristin Bergtora, López, Eva Sol, Mosque-
ra, Juan Pablo y Vargas, Juliana (2014 a). “Sueño de vida digna. La Liga 
de Mujeres Desplazadas: estudio de caso en mejores prácticas de orga-
nización de base para el goce efectivo de derechos”, en La Liga de Mujeres 
Desplazadas, Serie Justicia Global, Ediciones Uniandes, Bogotá, 2014.
 (2014 b). De desplazados a víctimas. Los cambios legales y la participa-
ción de la Mesa de Víctimas de Mocoa, Putumayo, Serie Justicia Global, 
Ediciones Uniandes, Bogotá, 2014.

Lemaitre, Julieta y Vargas, Juliana.  “En búsqueda de una vida digna: Orga-
nizaciones de base de mujeres desplazadas en Colombia (2011-2012)”, 
en Organización comunitaria y derechos humanos: La movilización legal 
de las mujeres desplazadas en Colombia, Bogotá, Uniandes, 2014.

López, Claudia (ed.). Y refundaron la patria, Bogotá, Debate, 2010.
Marshall, Anna-Maria. “Injustice Frames, Legality, and the Everyday Cons-

truction of Sexual Harassment”, en 28 Law & Social Inquiry, 2003, pp. 
659-689, 2003.

Massoud, Mark F. “Do Victims of War Need International Law? Human 
Rights Education Programs in Authoritarian Sudan”, en 45 Law & So-
ciety Rev., 2011, pp. 1-32. 

McAdam, Doug. Freedom Summer, Nueva York, Oxford University Press, 
1988.

McAdam, Doug, Tarrow, Sidney y Tilly, Charles. The Dynamics of Conten-
tion, Cambridge, Reino Unido, Cambridge University Press, 2001.

McCann, Michael. Rights at Work: Pay Equity Reform and the Politics of Legal 
Mobilization, Chicago, University of Chicago Press, 1994.

McCann, Michael y Haltom, William. Distorting the Law: Politics, Media, 
and the Litigation Crisis, Chicago, University of Chicago Press, 2004.

McCarthy, John y Zald Mayer. “The Enduring Vitality of the Resource 
Mobilization Theory of Social Movements”, en Jonathan H. Turner 
(ed.), Handbook of Sociological Theory, Nueva York, Kluwer Academic/
Plenum Publishers, 2001.

JG OrganizacionComunitaria.indd   41 25/08/14   21:23



O R G A N I Z AC I Ó N  CO M U N I TA R I A  Y  D E R E C H O S  H U M A N O S
Reclamos de derechos en contextos violentos42

McDonagh, Eileen y Monopoli, Paula. “The Gendered State and Women’s 
Political Leadership: Explaining the American Puzzle”, en B. Baines, D. 
Barak y T. Kahana (eds.), Feminist Constitutionalism, Cambridge, Rei-
no Unido, Cambridge University Press, 2012.

Medina, Pablo. “asi, Afrovides y aico, fábrica de avales”, La Silla Vacía, 
10 de abril del 2011. Disponible en: http://lasillavacia.com/historia/asi-
afrovides-y-aico-fabricas-de-avales-28163

Meertens, Donny. “Forced Displacement and Women’s Security in Co-
lombia”, en 34 Disasters Rev., 2010, pp. 147-164.

Ministerio del Interior. “Fueron elegidas delegadas al Comité de Evalua-
ción de Riesgos”, 13 de diciembre de 2013. Disponible en: http://
mininterior.gov.co/sala-de-prensa/noticias/fueron-elegidas-delegadas-
al-comite-de-evaluacion-de-riesgos.

Misión de Observación Electoral (moec). Mapas y factores de riesgo electo-
ral, Bogotá, 2011.

Moustafa, Tamir. “Islamic Law, Women’s Rights, and Popular Legal Cons-
ciousness in Malaysia”, en 38 Law & Social Inquiry, 2013, pp. 168-188. 

Narrar para Vivir (n.d.). Mujeres del maíz (video). Disponible en: www.
youtube.com/watch?v=28lwcxgnku0.

oas (Organization of American States). Violence and Discrimination aga-
inst Women in the Armed Conflict in Colombia, oea/ser.l/v/ii, Doc. 67, 
Washington d.c., 18 de octubre del 2006.

Obregón, Liliana y Stavropolou, María. “In Search of Hope: the Plight 
of Displaced Colombians”, en The Forsaken People, Roberta Cohen y 
Francis Deng (eds.), Washington d.c., The Brookings Institution, 1998, 
pp. 399-455.

Orsini, Michael. “Reframing Medical Injury? Viewing People with Hemo-
philia as Victims of Cultural Injustice”, en 16 Social & Legal Studies, 
2007, pp. 241-258.

Osorio, Camila. “Esto investigaba el delegado de la moe cuando lo asesi-
naron”, La Silla Vacia, 11 de octubre del 2011. Disponible en: http://
www.lasillavacia.com/historia/esto-investigaba-el-delegado-de-la-moe-
cuando-lo-asesinaron-29937.

Paris, Michael. Framing Equal Opportunity: Law and the Politics of School 
Finance Reform, Berkeley, ca, Stanford University Press, 2010.

Pedriana, Nicholas. “Help Wanted now: Legal Resources, the Women’s 
Movement, and the Battle over Sex-Segregated Job Advertisements”, 
en 51 Social Problems, 2004, pp. 182-201. 

JG OrganizacionComunitaria.indd   42 25/08/14   21:23



43JUSTICIA GLOBAL

 “From Protective to Equal Treatment: Legal Framing Processes and 
Transformation of the Women’s Movement in the 1960’s”, en 111 
American Journal of Sociology, 2006, pp. 1718-1761.

Petesch, Patti y Gray, Vanessa Joan. “Violence, Forced Displacement, and 
Chronic Poverty in Colombia”, en Deepa Narayanand Patti Petesch 
(eds.), Moving Out of Poverty: Rising from the Ashes of Conflict, Wash-
ington d.c., Palgrave Macmillan Reino Unido/World Bank, 2009.

Peñaranda Supelano, Daniel Ricardo. Contra viento y marea: acciones colec-
tivas de alto riesgo en las zonas rurales colombianas 1985-2005, La Ca-
rreta Social, Medellín, 2011.

Polletta, Francesca. “The Structural Context of Novel Rights Claims: 
Southern Civil Rights Organizing, 1961-1966”, en 34 Law & Society 
Rev., 2000, pp. 367-406. 

pnud (Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo). “El sistema de 
Naciones Unidas en Colombia rechaza ataque contra la lideresa de tie-
rras Mayerlis Angarita Robles”, 31 de agosto del 2012. Disponible en: 
www.pnud.org.co/sitio.shtml?x=67092 

Programa Somos Defensores. “El efecto placebo. Informe Anual 2012. Sis-
tema de información sobre agresiones contra defensores y defenso ras de 
derechos humanos en Colombia siaddhh”, 2013. Disponible en: http://
www.somosdefensores.org/attachments/article/412/informe%20
somos%20defensores%20espa%c3%b1ol%20final%202012.pdf.

Rhode, Deborah. Access to Justice, Nueva York, Oxford University Press, 
2004.

Rodríguez, César y Rodríguez, Diana. Cómo la Corte cambió el desplaza-
miento forzado, Bogotá, Dejusticia, 2010.

Rodríguez, César, García, Mauricio y Uprimny, Rodrigo. Justicia para to-
dos, Bogotá, Editorial Norma, 2006.

Rosenberg, Gerald N. The Hollow Hope: Can Courts Bring about Social 
Change?, Chicago, University of Chicago Press, 1991.

Rubin, Malcolm y Feeley, Edward. Judicial Policy Making and the Modern 
State: How the Courts Reformed America’s Prisons, Cambridge, Reino 
Unido, Cambridge University Press, 1998.

Ruiz-Bravo, Patricia y Barrig, Maruja. “Lineamientos metodológicos para la 
incorporación del enfoque de género en el seguimiento y evaluación de 
proyectos”, Preval, 1998. Disponible en: http://preval.org/es/content/
lineamientos-metodol%c3%b3gicos-para-la-incorporaci%c3%b3n-
del-enfoque-de-g%c3%a9nero-en-el-seguimiento-y-e. 

JG OrganizacionComunitaria.indd   43 25/08/14   21:23



O R G A N I Z AC I Ó N  CO M U N I TA R I A  Y  D E R E C H O S  H U M A N O S
Reclamos de derechos en contextos violentos44

Santa, Sandra y Soto, Camila. La ciudad de las mujeres: una mirada a la pro-
tección de los derechos de las mujeres desplazadas en Colombia, tesis de pre-
grado, Bogotá, Universidad de los Andes, Facultad de Derecho, 2009. 

Santamaría, Ángela. “Redes de defensa de los derechos humanos de los 
pueblos indígenas: experiencias cruzadas de incidencia en política nacio-
nal e internacional (oik, onic y cit)”, en Naranjo, Édgar, Mora, Ale-
xan dra, Rodríguez, Gloria Amparo y Santamaría, Ángela, Conflictos y 
judicialización de la política en la Sierra Nevada de Santa Marta, Bogo-
tá, Editorial Universidad del Rosario, 2010.

Santos, Boaventura y Rodríguez, César (eds.). El derecho y la globalización 
desde abajo, Bogotá, Anthropos, 2007.

Sarat, Austin y Kearns, Thomas (eds.). Law in Everyday Life, Ann Arbor, 
University of Michigan Press, 1993.

Scheingold, Stuart A. The Politics of Rights: Lawyers, Public Policy, and Poli-
tical Change, New Haven, ct, Yale University Press, 1974.

Sierra Restrepo, Álvaro. “Asesinatos en los días de las víctimas”, en Semana, 
12 de abril del 2014. Disponible en: http://www.semana.com/nacion/
articulo/cuatro-lideres-asesinados-en-medio-de-celebraciones-por-las-
victimas/383594-3 

Silbey, Susan S. “After Legal Consciousness”, en 1 Annual Review of Law 
and Social Science, 2005, pp. 323-368. 

Silverstein, Helena. Unleashing Rights: Law, Meaning, and the Animal Rights 
Movement, Ann Arbor, University of Michigan Press, 1996.

Snow, David A. y Benford, Robert D. “Ideology, Frame Resonance, and 
Participant Mobilization”, en 1 International Social Movement Research, 
1988, pp. 197-217.

Somos Defensores. “El efecto placebo. Informe Anual 2012”, Bogotá, 2013. 
Disponible en: http://www.somosdefensores.org/attachments/article/ 
412/informe%20somos%20defensores%20espa%c3%b1ol%20
final%202012.pdf 

Summers, Nicole. “Colombia’s Victims’ Law: Transitional Justice in a Time 
of Violent Conflict?”, en 25 Harvard Human Rights Journal, 2012, pp. 
219-235.

Tarrow, Sidney. Power in Movement: Social Movement, Collective Action and 
Politics, Nueva York, Cambridge University Press, 1998.

Tsutsui, Kiyoteru, Whitlinger, Claire y Lim, Alwyn. “International Hu-
man Rights Law and Social Movements: States’ Resistance and Civil 
Society’s Insistence”, en 8 Annual Review of Law and Social Science, 2012, 
pp. 367-396. 

JG OrganizacionComunitaria.indd   44 25/08/14   21:23



45JUSTICIA GLOBAL

un Women (onumujeres). “Sembrando y sanando: de las palabras a las 
acciones para la restitución de los derechos de las mujeres sobrevivien-
tes en Colombia”, 14 de noviembre del 2012. Disponible en: http://
www.unwomen.org/es/news/stories/2012/11/planting-the-seeds-of-
healing-moving-from-words-to-actions-to-restore-the-rights-of-fema-
le-survivor/#sthash.bp1e5hof.dpuf

Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas. “Confor-
man comité de impulso para reparación a organización de mujeres de 
Montes de María”, 15 de mayo del 2013. Disponible en: http://www.
unidadvictimas.gov.co/index.php/es/component/content/article/79-
noticias/550-conforman-comite-de-impulso-para-reparacion-a-orga-
nizacion-de-mujeres-de-montes-de-maria.

Vanhala, Lisa. “Disability Rights Activists in the Supreme Court of Canada: 
Legal Mobilization Theory and Accommodating Social Movements”, 
en 42 Canadian Journal of Political Science, 2009, pp. 981-1002. 

___ “Legal Mobilization”, Oxford Beta Index, 2011. Disponible en: http://
oxfordindex.oup.com/view/10.1093/obo/9780199756223-0031

Vidal, Roberto. Derecho global y desplazamiento interno, Bogotá, Editorial 
Universidad Javeriana, 2007.

Waikeung, Tam. Legal Mobilization under Authoritarianism: The Case of 
Post-Colonial Hong Kong, Cambridge, Reino Unido, Cambridge Stu-
dies in Law and Society, 2013.

Wilson, Bruce M. y Rodríguez Cordero, Juan Carlos. “Legal Opportunity 
Structures and Social Movements: The Effects of Institutional Change 
on Costa Rican Politics”, en 39 Comparative Political Studies, 2006, 
pp. 325-351. 

JG OrganizacionComunitaria.indd   45 25/08/14   21:23



JG OrganizacionComunitaria.indd   46 25/08/14   21:23



EN BÚSQUEDA DE 
UNA VIDA DIGNA 

Organizaciones de base de mujeres 
desplazadas en Colombia 
(2011-2012)

Julieta Lemaitre Ripoll
Juliana Vargas Gómez

JG OrganizacionComunitaria.indd   47 25/08/14   21:23



JG OrganizacionComunitaria.indd   48 25/08/14   21:23



Introducción

En el 2004, luego de varios años de desplazamiento interno cre-
ciente, la Corte Constitucional declaró que el desplazamiento forzado en 
Colombia generaba un estado de cosas inconstitucional (T-025 de 2004). 
Con esta declaración inició un complejo proceso de seguimiento a la res-
puesta del Estado a las condiciones de violación masiva y sistemática de 
los derechos humanos de las personas desplazadas —hoy más de cinco 
millones—.1 En palabras de César Rodríguez y Diana Rodríguez (2010), la 
Corte Constitucional “cambió el desplazamiento en Colombia” a través de 
una serie de autos de seguimiento con órdenes concretas que presionaron 
al Gobierno Nacional y a las autoridades locales para adoptar políticas y 
programas para la población desplazada. 

Uno de los factores constantes de los autos de seguimiento a la 
T-025 es el llamado a la inclusión de la población desplazada en el diseño, 
implementación y evaluación de la política pública. Esta inclusión se hizo 
visible desde el inicio, cuando la Corte Constitucional le dio espacio a las 
organizaciones de población desplazada en las audiencias públicas o sesiones 

1 'H�DFXHUGR�FRQ�HO�5HJLVWUR�ÓQLFR�GH�9tFWLPDV��ruv���FRQ�FRUWH�DO���GH�PD\R�GHO������VH�HQFXHQ-
WUDQ�UHJLVWUDGDV��·��������SHUVRQDV�FRPR�YtFWLPDV�GHO�GHOLWR�GH�GHVSOD]DPLHQWR�IRU]DGR��(VWDV�
FRUUHVSRQGHQ�DO�������GHO�WRWDO�GH�YtFWLPDV�LQFOXLGDV�HQ�HO�ruv. Tomado de: http://www.unidad-
victimas.gov.co/index.php/en/, consultada el 2 de junio del 2014. 
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técnicas para el seguimiento al cumplimiento de la Sentencia T-025. Se 
materializó, además, en las diversas órdenes que reiteraban dicha parti-
cipación.2 Así, por ejemplo, la Corte insistió en la inclusión efectiva de 
las organizaciones de población desplazada en la planificación municipal 
a través de la elaboración participativa de planes integrales únicos o piu, 
ordenados por ley.3

La adopción en el 2008 y el 2009 de los llamados autos de seguimien to 
diferenciales, enfocados en los grupos más vulnerables entre los despla zados, 
tuvo un gran impacto sobre la participación de las personas desplazadas a 
nivel local. En estos autos, la Corte solicitó unas políticas concretas para 
cada población vulnerable al interior de los desplazados: mujeres (Auto 092 
de 2008), niños, niñas y adolescentes (Auto 251 de 2008), indígenas (Auto 
004 de 2009), afrocolombianos (Auto 005 de 2009) y discapacitados  
(Auto 006 de 2009). A raíz de estos autos, la participación también se plan-
teó de forma diferenciada según grupo poblacional, introduciendo tam-
bién en este concepto el enfoque diferencial. Con ello, la Corte le dio, desde 
el inicio, protagonismo a las organizaciones de personas desplazadas que 
corres pondían al enfoque diferencial, como organizaciones de mujeres, de 
indígenas y de afrocolombianos.

El Auto 092 de 2008 se presentó como una oportunidad política para 
las mujeres desplazadas, es decir, ellas y sus aliadas feministas y defensoras 
de derechos humanos creyeron que el cambio social sería posible a través de 
la organización y los reclamos de derechos.4 Las organizaciones de mujeres 
crearon redes de organizaciones para apoyar el componente participativo de 
las políticas y programas ordenadas en el auto, y se abrieron espacios tanto en 
la Corte Constitucional como en las diferentes instancias de gobierno en su 
calidad de organizaciones de mujeres desplazadas (en adelante, omd). Poco 

2 La Corte incluye la participación de los desplazados en numerosos autos. Por ejemplo, en el Auto 
����GH�������GRQGH�OD�&RUWH�GLFH�TXH�HO�JRFH�HIHFWLYR�GHO�GHUHFKR�D�OD�SDUWLFLSDFLyQ�HV�XQR�GH�
los ejes de la superación del estado de cosas inconstitucional, así como en el Auto 219 de 2011, 
GRQGH�LQFOX\H�YDULDV�yUGHQHV�DO�UHVSHFWR��\�HO�$XWR�����GH�������GRQGH�RUGHQD�XQ�SURJUDPD�
para la participación de las mujeres desplazadas.

3 7�����GH�������mp��1LOVRQ�3LQLOOD���(Q�HVWD�VHQWHQFLD��OD�&RUWH�&RQVWLWXFLRQDO�SURWHJLy�HO�GHUHFKR�
de petición en conexidad con los derechos a la participación y a la información de las miembros 
de la Liga de Mujeres Desplazadas y le ordenó al alcalde de Turbaco entregarles la información 
sobre la ejecución del piu, en cuya construcción ellas habían participado, y que venían solicitando 
a través de peticiones, sin respuestas de fondo. Adicionalmente, la Corte ordenó al Ministerio de 
+DFLHQGD��DO�dnp�\�DO�0LQLVWHULR�GHO�,QWHULRU�\�GH�-XVWLFLD�TXH�OH�EULQGDUDQ�DFRPSDxDPLHQWR�WpFQLFR�
a la Alcaldía de Turbaco para la ejecución del piu y a la Defensoría del Pueblo y a los entes de con-
trol que ejercieran seguimiento y control frente a la ejecución del piu y a la garantía del derecho a 
la participación de la población desplazada en Turbaco. 

4 /D�RSRUWXQLGDG�SROtWLFD�VH�UHÀHUH�D�TXH�ORV�SDUWLFLSDQWHV�GH�XQ�PRYLPLHQWR�VRFLDO�FUHHQ�TXH�ODV�
circunstancias son tales que la acción colectiva puede llevar a los cambios que desean en la 
VRFLHGDG��0F$GDP�������7DUURZ�������
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tiempo después del inicio de este proceso, comenzamos nuestro trabajo de 
elaborar un mapa de las numerosas organizaciones de mujeres desplazadas 
que se hacían ahora visibles en los espacios institucionales de participación. 

Pregunta de investigación

¿Quiénes eran y qué querían las mujeres desplazadas organizadas 
que participaban en los espacios institucionales? ¿Cómo se organizaban y 
por qué lo hacían? Durante los años 2011 y 2012 hicimos un ejercicio de 
mapeo de las organizaciones de mujeres desplazadas en Colombia. Sabía-
mos que las mujeres desplazadas habían perdido bienes y redes de apoyo, 
en lo que Ana María Ibáñez (2008) definió como un “camino sin retorno 
hacia la pobreza”. Conocíamos también las limitaciones del derecho en 
general y de las sentencias judiciales en particular para dar respuesta a las 
necesidades cotidianas de comida, vivienda, trabajo, salud y educación que 
tenían estas mujeres y sus familias. Pero también estábamos familiarizadas 
con la amplia literatura internacional sobre la movilización legal que com-
bina de forma efectiva organización de base y reclamos de derechos.5 La 
pregunta acuciante que nos hacíamos durante la elaboración de este mapa 
era: ¿La organización de base, utilizada para reclamar derechos, alivia el “ca-
mino sin retorno hacia la pobreza?”. Planteamos, entonces, el ejercicio de 
mapeo y caracterización como una documentación, a partir de entrevistas, 
observaciones e investigación en prensa y literatura gris, de la organización 
de base de las mujeres desplazadas en todo el país, de sus formas y efectos 
sobre el goce efectivo de derechos. Al mismo tiempo identificamos, como 
objetivo secundario, la forma como efectivamente les llegaban los progra-
mas de gobierno diseñados desde el nivel central. 

Método de investigación

Desde el inicio, el estudio se planteó como un ejercicio de caracteri-
zación de las organizaciones lideradas, por lo menos en parte, por las mis-
mas mujeres desplazadas, y cuyos miembros fueran en su mayoría personas 
desplazadas. Sabíamos que era un campo muy grande y nos enfocamos en 
las organizaciones que llegaban a los espacios oficiales de participación. El 
objeto principal de nuestro estudio fueron las organizaciones de base de 
mujeres desplazadas que estaban activas en los espacios de participación 

5  La literatura sobre movilización legal está referenciada en el texto anterior de este volumen: Le-
PDLWUH�\�6DQGYLN���������(Q�&RORPELD�VH�KD�HVFULWR�SRFR�GHVGH�HVWD�SHUVSHFWLYD�HVSHFtÀFD��3DUD�
WUDEDMRV�UHODFLRQDGRV�FRQ�HO�XVR�GHO�GHUHFKR�SRU�ORV�PRYLPLHQWRV�VRFLDOHV�YHU��*DUFtD�������\�
�������*DUFtD�\�8SULPQ\���������5RGUtJXH]��*DUFtD�\�8SULPQ\���������6DQWRV�\�5RGUtJXH]���������
-DUDPLOOR�\�$OIRQVR���������/HPDLWUH���������6DQWDPDUtD��������\�$OEDUUDFtQ���������
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directa en Colombia entre los años 2011 y 2012. El método principal para 
la caracterización fueron las entrevistas semiestructuradas con mujeres lí-
deres de población desplazada, en veintisiete de los 32 departamentos del 
país,6 para un total de 63 entrevistas.7 En las entrevistas les preguntamos las 
razones para organizarse, las dinámicas de la organización, sus actividades 
cotidianas, logros y fracasos, fuentes de financiamiento, relaciones con las 
autoridades y aspiraciones para el futuro. Además de las entrevistas, las auto-
ras de este texto asistimos a trece eventos masivos de organizaciones de po-
blación desplazada convocados por el Gobierno y distintas organizaciones,8 
una reunión nacional de mujeres desplazadas,9 cuatro audien cias públicas 
en la Corte Constitucional,10 una marcha de la población desplazada11 y 
una audiencia en el Congreso,12 donde observamos con especial atención 

�� Quedaron por fuera cinco departamentos en los que no obtuvimos referencias sobre organizacio-
nes de mujeres desplazadas. Esto a pesar de que sí han recibido personas desplazadas, aunque 
XQ�Q~PHUR�SHTXHxR�HQ�SURSRUFLyQ�FRQ�ODV�SHUVRQDV�GHVSOD]DGDV�GH�WRGR�HO�SDtV��6HJ~Q�FLIUDV�GH�
la Red de Información de la uariv��FRQ�FRUWH�D���GH�PD\R�GHO��������VH�DQRWD�D�FRQWLQXDFLyQ�ORV�
GHSDUWDPHQWRV�\�HO�WRWDO�GH�SREODFLyQ�GHVSOD]DGD�UHFLELGD��$PD]RQDV��������SHUVRQDV��&DOGDV��
��������&DVDQDUH����������*XDYLDUH���������\�9LFKDGD��������

7 /DV�XELFDPRV�GH�GRV�IRUPDV�GLVWLQWDV��OD�SULPHUD��D�WUDYpV�GH�XQD�PXHVWUD�GH�EROD�GH�QLHYH��UH-
IHUHQFLDV�GH�XQDV�OtGHUHV�D�RWUDV��\��HQ�VHJXQGR�OXJDU��DFHUFiQGRQRV�D�ODV�OtGHUHV�TXH�OOHJDEDQ�D�
eventos participativos organizados por entidades gubernamentales, agencias de protección y de 
cooperación internacional y ong. 

�� Taller de género de la agenda “Cartagena Propone”, organizado por giz y pnud��MXOLR���GHO�������
&DUWDJHQD���(QFXHQWUR�GHO�(VSDFLR�GH�&RQÁXHQFLD�0XOWLFXOWXUDO��RUJDQL]DGR�SRU�HO�&ROHPDG��MXOLR�
���GHO�������%DUUDQTXLOOD���7DOOHUHV�VREUH�OD�/H\�GH�9tFWLPDV�RUJDQL]DGR�SRU�*RELHUQR�1DFLRQDO��RF-
WXEUH�������GHO�������&DOL��RFWXEUH�������GHO�������%RJRWi��QRYLHPEUH�����GHO�������%RJRWi���
´)HULD�SRU�ORV�GHUHFKRV�GH�ODV�PXMHUHV�\�OD�IDPLOLDµ��QRYLHPEUH����GHO�������0RFRD���7DOOHU�VREUH�
la política de prevención de violaciones de derechos humanos organizado por la Gobernación del 
3XWXPD\R��QRYLHPEUH����GHO�������0RFRD���7DOOHU�GH�OD�8QLGDG�SDUD�OD�$WHQFLyQ�\�5HSDUDFLyQ�
Integral de las Víctimas para recoger insumos para la elaboración del Plan Nacional de Atención 
\�5HSDUDFLyQ�,QWHJUDO�D�9tFWLPDV��PDU]R�������GHO�������0HGHOOtQ���,QVWDODFLyQ�GHO�(VSDFLR�GH�
,QWHUORFXFLyQ�7UDQVLWRULR�1DFLRQDO�GH�3DUWLFLSDFLyQ�GH�9tFWLPDV��RFWXEUH�������GHO�������%RJRWi���
)RUR�´5HSDUDFLyQ�WUDQVIRUPDGRUD�D�PXMHUHV�YtFWLPDV�GHO�FRQÁLFWR�DUPDGRµ�RUJDQL]DGR�SRU� ictj, 
Casa de la Mujer, giz, fos�&RORPELD�\�OD�(PEDMDGD�GHO�5HLQR�GH�ORV�3DtVHV�%DMRV��QRYLHPEUH����
GHO�������%RJRWi���)RUR�´5HWRV�SDUD�OD�YHUGDG��OD�MXVWLFLD�\�OD�UHSDUDFLyQ�GH�ODV�PXMHUHV�HQ�&R-
lombia” organizado por onuPXMHUHV�\�OD�(PEDMDGD�GH�6XHFLD��QRYLHPEUH����GHO�������%RJRWi���
Conferencia nacional sobre derechos humanos organizada por la Vicepresidencia de la Repúbli-
FD��GLFLHPEUH����GHO�������%RJRWi��\�7DOOHU�GH�OD�8QLGDG�GH�5HVWLWXFLyQ�GH�7LHUUDV��HQHUR����GHO�
������%RJRWi��

9 Encuentro Nacional de Mujeres Víctimas del Desplazamiento Forzado organizado por el Comité 
Nacional de Mujeres de la Mesa Nacional de Organizaciones de Población Víctima del Desplaza-
PLHQWR�)RU]DGR��PDU]R�������GHO�������6DQWD�0DUWD��

10 Sesión técnica sobre las acciones adelantadas por los organismos de control frente a la Senten-
FLD�7������QRYLHPEUH����GHO������\�HQHUR����GHO��������VHVLyQ�WpFQLFD�GH�UHQGLFLyQ�GH�LQIRUPH�
SRU�SDUWH�GHO�*RELHUQR�1DFLRQDO��IHEUHUR����GHO��������VHVLyQ�WpFQLFD�VREUH�LQGLFDGRUHV�GH�JRFH�
HIHFWLYR�GH�GHUHFKRV�GH�OD�SREODFLyQ�GHVSOD]DGD��PDU]R���GHO�������\�VHVLyQ�WpFQLFD�VREUH�ORV�
avances en la prevención y protección de los derechos a la vida, integridad y seguridad de las 
defensoras de derechos humanos, en el marco de la Sentencia T-025 y sus autos de seguimiento 
�IHEUHUR���GHO�������

11 $XGLHQFLD�HQ�HO�&RQJUHVR�GH�OD�5HS~EOLFD�VREUH�UHVWLWXFLyQ�GH�WLHUUDV��MXOLR����GHO�������

12 0DUFKD�GH�OD�SREODFLyQ�GHVSOD]DGD�D�OD�3OD]D�GH�%ROtYDU�GH�%RJRWi��MXOLR����GHO��������
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las intervenciones de las omd y las reacciones de los demás participantes. A 
través de las entrevistas, de la asistencia a estos eventos y de una revisión de 
prensa y literatura gris identificamos en total 114 organizaciones y sus datos 
básicos (nombre, contacto, actividades principales y ubicación geográfica). 

Las entrevistas permitieron la recolección de datos mucho más com-
pletos de cuarenta de estas organizaciones, incluyendo fecha de fundación 
y constitución legal, número de miembros, gobierno interno, actividades y 
proyectos, financiadores, premios y visibilidad, pertenencia a redes naciona-
les e internacionales, actividades legales y políticas. En algunos casos visi-
tamos las sedes de las organizaciones, si existían, y en otros las casas de las 
mujeres miembros. Sin embargo, la mayoría de las entrevistas (49 de 63) se 
dieron en espacios públicos (parques, cafeterías, edificios del Estado, hote-
les, centros de convenciones). Con esta información detallada construimos 
una pequeña base de datos que alimenta esta caracterización, y por medio de 
la cual llegamos a conclusiones que validamos con las discusiones que ob-
servamos, con entrevistas adicionales a veintinueve funcionarios públicos y 
profesionales de ong y agencias de protección y cooperación internacional 
y con un foro realizado el 3 de mayo del 2013, en el cual presentamos 
datos y recibimos retroalimentación de veintitrés funcionarios públicos, 
académicos, profesionales de ong y agencias de protección y cooperación 
internacional. 

Los datos fueron codificados manualmente para identificar los nom-
bres y datos básicos de las organizaciones, la identidad y formación de sus 
miembros, los proyectos y fuentes de financiación, las actividades realizadas 
(generación de ingresos, participación política y litigio), la recepción de 
premios y honores, el trabajo en redes, los problemas de seguridad y sus 
aspiraciones para el futuro.13 Con ellos hicimos, además, una pequeña base 
de datos de cuarenta organizaciones sobre las cuales teníamos mayor in-
formación.

Resultado de la investigación: 
una dignidad multidimensional

La conclusión principal de nuestra investigación es que las omd 
son, antes que nada, organizaciones de base de personas en situación de 

13 /RV�FyGLJRV�XWLOL]DGRV� IXHURQ��QRPEUH�� OXJDU��DxR�GH� IXQGDFLyQ��Q~PHUR�GH�PLHPEURV��HGXFD-
FLyQ�GH�OtGHUHV��DSRUWHV�HQ�GLQHUR�R�WUDEDMR��LGHQWLGDG�GH�ORV�PLHPEURV��SUR\HFWRV�ÀQDQFLDGRV�\�
ÀQDQFLDGRU��D\XGDV�\�SURJUDPDV�GHO�JRELHUQR��IXHQWHV�GH�LQJUHVRV��WDOOHUHV�UHDOL]DGRV��SUHPLRV�
\�KRQRUHV��SDUWLFLSDFLyQ�SROtWLFD��OLWLJLR��DFWLYLGDGHV�OHJDOHV���LGHQWLGDG��VHJXULGDG��UHGHV��DVSLUD-
ciones y emociones.
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pobreza. Esto puede parecer obvio, pero requiere el reconocimiento que en 
su gran mayoría las omd tienen como objeto principal la superación de la 
pobreza de sus miembros, pues esta es la prioridad que ellos le dan. Por lo 
general, la organización política y la búsqueda de reconocimiento y digni-
dad se plantean como un resultado del mejoramiento de la calidad de vida 
de los miembros y no como un objetivo separado del mismo. Esto quiere 
decir que cuando las mujeres reclaman el reconocimiento de su dignidad y sus 
derechos, estos no existen de forma independiente de su necesidad de asegu-
rar su subsistencia y la de su familia. Al mismo tiempo, las actividades de 
superación de pobreza, como, por ejemplo, una olla comunitaria, tienen 
un efecto positivo multidimensional al generar lazos de comunidad y de 
amistad que, a su vez, son parte de la superación de la pobreza a través de la 
ayuda mutua y la confianza. Así, la organización es un medio para superar 
la pobreza. Los miembros siguen siendo fieles a la organización (se asocian 
de manera voluntaria), contribuyendo en dinero o especie, y participan en 
sus estructuras de gobierno, en la medida en que perciben que la organiza-
ción les ayuda a superar la pobreza, entendida en su dimensión económica 
—la falta de recursos— y también en su dimensión emocional, como la 
ansiedad, soledad, humillación y desesperanza, que a menudo vienen de 
la mano con la pobreza.14 

En este contexto, los reclamos de derechos, que eran el foco princi-
pal de nuestra investigación, se revelan en términos constitucionales como 
reclamos de derechos económicos, sociales y culturales que se traducen en 
alivios de pobreza concretos: entrega de la ayuda humanitaria, subsidios de 
la afiliación al sistema de salud, subsidios de vivienda, cupos escolares, 
créditos blandos, donaciones en dinero o especie, etc. Ello no quiere decir 
que las omd no tengan reclamos de derechos cuyo objetivo último no sea 
la superación de la pobreza. Sin embargo, sí quiere decir que para ellas el goce 
efectivo de derechos es la materialización de una vida digna, y la vida digna 
parte del alivio del sufrimiento de la pobreza, en su dimensión material y 
también de dignidad. Por supuesto, incluye también la protección frente a 
problemas de seguridad y tratos discriminatorios (vivir sin humillaciones, 
en los términos de la Corte). 

14 3RU�VXSXHVWR�HV� LPSRUWDQWH�PDWL]DU�HVWD�ÀGHOLGDG��\D�TXH�WDPELpQ�FRUUHVSRQGH�D�FLFORV�HQ�OD�
vida de las personas. Así, por ejemplo, algunas personas se retiran de la organización cuando 
logran conseguir un trabajo de tiempo completo, que no les da tiempo para asistir a las reuniones 
de la organización, o porque logran mejorar sus condiciones de vida, o cuando cambian de barrio, 
y venir a las reuniones en su antigua residencia les toma demasiado tiempo. Otros cambios co-
rresponden a otras circunstancias: por ejemplo, encontramos varias mujeres mayores cuyas hijas 
ODV�GHMDEDQ�DO�FXLGDGR�GH�ORV�QLHWRV�FXDQGR�VDOtDQ�D�WUDEDMDU��OR�TXH�OHV�GLÀFXOWDED�D�ODV�DEXHODV�
la participación en eventos fuera del hogar.
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En múltiples decisiones, la Corte Constitucional ha definido la vida 
digna como una vida autónoma, sin humillaciones y en medio de unas con-
diciones materiales concretas de existencia que permitan el ejercicio de la 
autonomía y el disfrute de los bienes no patrimoniales, definidos como la 
integridad física y moral.15 Esta definición, a nuestro modo de ver, está de 
acuerdo con la manera en que las mujeres de las omd perciben el propósito 
de su accionar colectivo y, al igual que ellas, se rehúsa a separar el componen-
te de dignidad (vivir sin humillaciones), del componente de libertad (vivir 
como se quiere) y del material (vivir bien).

En este texto desarrollamos estas conclusiones. Primero, hacemos 
una descripción de las omd como organizaciones de base de personas en 
si tuación de pobreza. Segundo, analizamos sus reclamos de derechos en re-
lación a las exigencias de vida digna que constituyen el centro de su actuar. 
Damos cuenta también de la forma como algunas organizaciones amplían 
su actuar a la reconstrucción de la memoria, atención psicosocial y medidas 
de reparación sin desligarlas de la superación de la pobreza. Tercero, exami-
namos las identidades y formas de organización desde las cuales las mujeres 
exigen una vida digna. Cuarto, examinamos las políticas y programas de 
gobierno y la forma como responden o no a las expectativas de las omd. 
Por último, trazamos unas propuestas a partir de nuestro estudio para la 
política pública de respuesta a esta crisis humanitaria prolongada.

Las organizaciones de base de mujeres 
desplazadas (OMD) como organizaciones de 
base de personas en situación de pobreza

Las organizaciones de base de personas en situación de pobreza 
pueden ser de diferente tipo. En Colombia, por ejemplo, muchas han sido 
organizadas por religiosos y religiosas de la Iglesia Católica con el modelo 
de comunidades eclesiales de base. Otras han sido organizadas por femi-
nistas y por activistas de diversas causas. Incluso el mismo Estado ha par-
ticipado en la formación y promoción de muchas organizaciones de base, 

15 $Vt� OR�H[SUHVD� OD�&RUWH�&RQVWLWXFLRQDO�HQ� OD�6HQWHQFLD�7�����GH������ �WXWHODQGR�HO�GHUHFKR�D�
OD�YLGD�GLJQD�GH� ORV� UHFOXVRV��FXDQGR�GLFH�TXH�� ´8QD�VtQWHVLV�GH� OD�FRQÀJXUDFLyQ� MXULVSUXGHQ-
cial del referente o del contenido de la expresión ‘dignidad humana’ como entidad normativa, 
puede presentarse de dos maneras: a partir de su objeto concreto de protección y a partir de 
su funcionalidad normativa. Al tener como punto de vista el objeto de protección del enunciado 
QRUPDWLYR�¶GLJQLGDG�KXPDQD·��OD�6DOD�KD�LGHQWLÀFDGR�D�OR�ODUJR�GH�OD�MXULVSUXGHQFLD�GH�OD�&RUWH��
WUHV�OLQHDPLHQWRV�FODURV�\�GLIHUHQFLDEOHV�� L��/D�GLJQLGDG�KXPDQD�HQWHQGLGD�FRPR�DXWRQRPtD�R�
FRPR�SRVLELOLGDG�GH�GLVHxDU�XQ�SODQ�YLWDO�\�GH�GHWHUPLQDUVH�VHJ~Q�VXV�FDUDFWHUtVWLFDV��YLYLU�FRPR�
TXLHUD��� �LL��/D�GLJQLGDG�KXPDQD�HQWHQGLGD�FRPR�FLHUWDV�FRQGLFLRQHV�PDWHULDOHV�FRQFUHWDV�GH�
H[LVWHQFLD��YLYLU�ELHQ���<��LLL��OD�GLJQLGDG�KXPDQD�HQWHQGLGD�FRPR�LQWDQJLELOLGDG�GH�ORV�ELHQHV�QR�
SDWULPRQLDOHV��LQWHJULGDG�ItVLFD�H�LQWHJULGDG�PRUDO��YLYLU�VLQ�KXPLOODFLRQHV�µ�
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como las juntas de acción comunal, la Asociación Nacional de Usuarios 
Campesinos y las mesas de desplazados y de víctimas. Por último, diversas 
agencias filantrópicas han promovido la organización de base, a menudo 
en torno a proyectos productivos explotados en forma cooperativa.

Algunos autores que estudian las organizaciones de base de per-
sonas en situación de pobreza alrededor del mundo han identificado que 
las organizaciones de base de personas pobres más exitosas son aquellas 
cuyo gobierno interno corresponde a las necesidades y aspiraciones de sus 
miembros, y las definen en inglés como organizaciones de membresía de 
personas pobres, membership-based organizations of the poor (en adelan-
te, mbop, por sus siglas en inglés).16 Esta correspondencia entre la acción 
de las mbop y las aspiraciones de las personas en situación de pobreza se 
plantea de forma directa, ya que los líderes deben rendir cuentas a la mem-
bresía, y los miembros exigen que los líderes trabajen por los intereses co-
munes. Es decir, se trata de organizaciones donde el gobierno interno de la 
organización debe rendir cuentas a los miembros y beneficiarios. Estas son 
organizaciones diferentes a las organizaciones no gubernamentales (ong) 
y fundaciones de caridad que funcionan para beneficio de las personas po-
bres, pero que no son controladas por estas y, por lo tanto, son externas a la 
comunidad a la que atienden. También son diferentes a las organizaciones 
sin ánimo de lucro, que si bien son controladas por sus miembros para el 
propio beneficio (como las cooperativas y los partidos políticos), sus inte-
grantes no son exclusivamente personas en situación de pobreza.

La literatura internacional existente sobre estas organizaciones (mbop) 
demuestra que este tipo de organización de base es efectiva para la supera-
ción de la pobreza y, en general, para el desarrollo sostenible y equitativo.17 
Las mbop no sólo distribuyen beneficios materiales entre sus miembros, au-
mentando a través de la asociación la capacidad de generar ingresos, sino que, 

�� &RQVLGHUDPRV�TXH�HVWD�GHÀQLFLyQ�HV�PiV�DGHFXDGD�TXH�OD�GH�RUJDQL]DFLRQHV�GH�EDVH�VRODPHQ-
te, pues esta última no enfatiza la pobreza de sus miembros, como no lo hace la de community-
based organization��cbo���TXH�WDPELpQ�VH�XWLOL]D�SDUD�GHVFULELU�HVWDV�RUJDQL]DFLRQHV��$GHPiV��ODV�
omd�QR�QHFHVDULDPHQWH�HVWiQ�DGVFULWDV�D�XQD�VROD�FRPXQLGDG�IiFLOPHQWH�LGHQWLÀFDEOH��FRPR�XQ�
EDUULR�R�VHFWRU���DXQTXH�HQ�RWUDV�RFDVLRQHV�Vt�OR�HVWiQ��&RQVLGHUDPRV�TXH�HO�IDFWRU�DJOXWLQDQWH�
es la preocupación por la supervivencia y la colaboración para superarla, y que en esta medida la 
descripción de mbop es no sólo la más adecuada, sino que indica posibles caminos de superación 
GH�OD�SREUH]D��HV�SRU�HVWR�TXH�OD�OLWHUDWXUD�VHxDOD�OD�LPSRUWDQFLD�GH�ODV�mbop para el desarrollo.

17  La mayor parte de la literatura internacional sobre este punto parece girar en torno a la red wiego 
�:RPHQ� LQ� ,QIRUPDO�(PSOR\PHQW��*OREDOL]LQJ�DQG�2UJDQL]LQJ�³0XMHUHV�HQ�HO�(PSOHR� ,QIRUPDO��
*OREDOL]DQGR�\�2UJDQL]DQGR³���TXH�UH~QH�PXMHUHV�HQ�HO�HPSOHR�LQIRUPDO�DOUHGHGRU�GHO�PXQGR��
FRQ�VHZD��6HOI�HPSOR\HG�:RPHQ·V�$VVRFLDWLRQ�³$VRFLDFLyQ�GH�PXMHUHV�DXWR�HPSOHDGDV³��HQ�OD�
,QGLD��FRPR�XQD�GH�ODV�RUJDQL]DFLRQHV�GH�HVWD�UHG�\�FRPR�XQ�HMHPSOR�GH�EXHQDV�SUiFWLFDV��9HU��
por ejemplo, Chen, et al���������
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además, se convierten en voceras políticas de los intereses de sus asociados, 
haciendo cabildeo ante las entidades gubernamentales, funcionando como 
interlocutores en los procesos de socialización y consulta de los proyectos 
de desarrollo y, en general, defendiendo los derechos de sus asociados y 
creando condiciones propicias para el goce efectivo de derechos por parte 
de los pobres (Chen, et al. 2007). Este proceso democrático también ayuda 
a generar mejores políticas, a hacer transparente la administración pública 
y a distribuir más recursos a las personas en situación de pobreza.

Parte central de esta contribución de las organizaciones de base de 
personas en situación de pobreza es que son organizaciones controladas por 
sus miembros, que son al mismo tiempo sus beneficiarios. Para Crowley, et 
al. (2007), el control de la organización por parte de la membresía se mate-
rializa en las siguientes características: primero, la mayoría de los miem bros 
son personas en situación de pobreza; segundo, los miembros se han aso-
ciado de forma voluntaria; tercero, la organización se gobierna de la ma-
nera acordada por los miembros; por último, los integrantes contribuyen, en 
dinero o en especie, al sostenimiento de la organización. Para Theron (2007), 
además, la organización debe adoptar la cooperación y la solidaridad como 
sus valores principales.

En nuestra investigación identificamos la superación de la pobreza 
como el interés principal de las omd, como sucede con las mbop, pero no 
siempre las demás características descritas arriba. El interés en la superación 
de la pobreza en ocasiones se manifestaba como un reclamo de derechos, 
en particular de derechos cuyo goce efectivo implicaría la superación de la 
pobreza: por ejemplo, el acceso a la ayuda humanitaria (con la que suplen 
necesidades alimenticias mínimas y de alojamiento), a los servicios subsi-
diados de salud, a la educación gratuita, a la vivienda subsidiada, a los pro-
gramas de alivio de pobreza (Familias en Acción y Red Unidos —antes Red 
Juntos—, principalmente) y, en general, a unos ingresos fijos. El 82,5% 
de las organizaciones en nuestra base de datos (33 de 40) había accedido 
a programas del gobierno que aliviaban su pobreza y el 75% (30 de 40) 
tenía otras formas de generación de ingresos. Estas mismas organizaciones, 
además, apoyaban a sus miembros para hacer exigencias ante las autoridades 
a través de tutelas, derechos de petición, diligenciamiento de formularios 
para la asistencia y otras formas de exigencia directa de derechos. Muy pocas 
utilizaban el derecho de formas distintas, por ejemplo, sólo ocho organi-
zaciones de cuarenta habían realizado informes y denuncias de violaciones 
de derechos humanos o participado en su elaboración: Asociación de Víc-
timas de Saravena (Arauca), anspalmufad (Bogotá), La Liga de Mujeres 
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Desplazadas (Bolívar), Asociación de Mujeres La Esmeralda (Córdoba), 
Narrar para Vivir (Bolívar), Cooperativa Agropecuaria de Mujeres del Va-
lle Encantado (Córdoba), videvuc (Guajira) y Fuerza de Mujeres Wayúu 
(Guajira y Cesar).

El surgimiento de las omd alrededor del país como formas de orga-
nización para la superación de la pobreza tiene una relación directa con la 
experiencia del desplazamiento en Colombia. Primero, porque el desplaza-
miento ha implicado la concentración de desplazados en barrios empobre-
cidos de ciudades medianas y grandes, lugares donde el Estado ha llegado 
con dificultad y no ha sido capaz de proveer un alivio sostenido a la pobreza, 
incluso de los pobladores no desplazados. Crowley, et al. (2007), asocian el 
surgimiento de las organizaciones de base de personas pobres a escenarios 
en los que hay grandes concentraciones de personas pobres, donde el Esta-
do no provee de forma sostenida alivios de pobreza suficientes. 

En Colombia, como en otras partes del mundo, esta insuficiencia del 
Estado se vincula tanto a la incapacidad misma para proveer estos alivios, 
como a los programas de reforma que han favorecido la descentraliza ción 
y la privatización de los servicios sociales, que siguen siendo insuficientes. 
Como explican Crowley, et al. (2007), si no hay otro tipo de redes de apoyo, 
familiares y sociales que suplan la debilidad o ausencia del alivio de pobre-
za estatal, tienden a surgir las organizaciones de base de personas pobres. 
El desplazamiento, al debilitar cuando no destruir el tejido social de las 
familias, crea precisamente la ausencia de otro tipo de redes de apoyo que 
las omd entran a suplir. 

Todas las omd que identificamos en este estudio eran mbop, en 
cuanto que todos sus miembros se encontraban en situación de pobreza y 
eran dirigidas por líderes en una situación similar. El mecanismo de rendi-
ción de cuentas, sin embargo, no siempre parecía operar de forma consisten-
te, y las reuniones no siempre eran constantes ni incluían de forma explícita 
espacio para rendición de cuentas. Podemos decir, sin embargo, que este 
era el modelo que aspiraban a seguir. En consecuencia, en la medida que 
son o aspiran a ser mbop, las omd tienen como rasero de su éxito su capaci-
dad de generar recursos para los afiliados: de su capacidad para generar re-
cursos, y de la diversidad de formas de generarlos, depende su posibilidad de 
sobrevivir en el tiempo.18 

�� :DONHU�\�0F&DUWK\��������H[DPLQDURQ�ORV�IDFWRUHV�GH�p[LWR�GH�RUJDQL]DFLRQHV�GH�EDVH�HQ�(VWD-
GRV�8QLGRV�D�SDUWLU�GH�GDWRV�GH�����RUJDQL]DFLRQHV�GH�EDVH��TXH�D�SULQFLSLRV�GH�ORV�DxRV�QRYHQWD�
SLGLHURQ�ÀQDQFLDFLyQ�SDUD�SUR\HFWRV��HO�VHJXLPLHQWR�TXH�UHDOL]DURQ�HQ�HO�DxR������WXYR�FRPR�
criterio de éxito si estas organizaciones aún existían. Encontraron que las que tendían a sobrevivir 
eran las que habían sido capaces de generar recursos de muchas fuentes diversas, es decir, las 
que habían tenido el ingenio (resourcefulness) SDUD�GLYHUVLÀFDU�VXV�IXHQWHV�GH�ÀQDQFLDPLHQWR�
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En la siguiente sección describimos las diferentes actividades de las 
omd estudiadas, sus esfuerzos por generar recursos y la relación de estos 
esfuerzos con los derechos humanos. 

Las actividades de las omd

En nuestras entrevistas encontramos que, a pesar de su diversidad, 
las omd tienden a hacer el mismo tipo de actividades, es decir, las omd 
tienen un repertorio identificable de actividades. Hay un conocimiento a 
nivel de la base de qué deben hacer cuando se organizan, o a qué se llama 
“estar organizadas”. Este repertorio viene, en parte, de la memoria colectiva 
de los barrios pobres y veredas sobre las posibilidades de la organización. 
Encontramos muchas mujeres —tanto en las entrevistas como en las ob-
servaciones— que contaban con un pasado en la organización barrial o ve-
redal. En este sentido, las juntas de acción comunal y veredal han sido una 
escuela de organización en todo el país, y también para muchas mujeres 
rurales han sido el medio para la participación directa o indirecta en pro-
cesos de reforma agraria que requieren de la organización de base. A esto 
se suman la experiencia con la tutela, los reclamos de asistencia humanita-
ria y la inscripción en el Registro Único de Población Desplazada (rupd, 
hoy en día denominado Registro Único de Víctimas o ruv), procesos que 
también han familiarizado a muchas mujeres con la acción colectiva frente 
al Estado.

Este repertorio de organización, construido a partir de la experiencia 
pasada, lo clasificamos en tres tipos de actividades según su fin: actividades 
solidarias, actividades de generación de ingresos y actividades de litigio o 
representación política. A través de las actividades solidarias, las mujeres se 
ayudan a sí mismas y, a veces, a otras personas con sus propios recursos o 
donaciones pequeñas que obtienen de terceras personas. A través de las 
actividades de generación de ingresos y acceso a recursos, y las ayudas y los 
mercados, las mujeres buscan la forma de superar la pobreza. A través del 
litigio y de la representación política las mujeres hacen reclamos al Estado, 
para que este reconozca su dignidad, repare los daños causados y garantice 
los derechos. Los tres tipos de actividades a menudo se combinan, y casi 
todas las organizaciones que identificamos realizan por lo menos dos tipos 
distintos de actividades. En las siguientes secciones explicamos cada tipo 
de actividad con mayor detalle.
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Autoayuda: las actividades solidarias

Las actividades solidarias son aquellas en las que las mujeres se ayu-
dan las unas a las otras y en ocasiones a terceros. Algunos ejemplos son: 
ollas comunitarias, cooperativas para el cuidado de niños y niñas, rifas para 
recoger fondos para alguna emergencia, celebraciones de navidad para los 
niños y niñas, trabajo cooperativo en construcción de vivienda, adecuación 
de terrenos o cultivos comunes de pancoger. Estas son a menudo las activi-
dades que dan inicio a la organización, y las que hacen que las mujeres se 
identifiquen como un grupo. No requieren, ni producen, mayores recursos 
económicos, pero son centrales para la creación de confianza mutua entre 
los miembros de la organización. La presencia de estas actividades solida-
rias distingue las organizaciones más sólidas de aquellas que se crean con 
un fin estratégico en un tiempo limitado, o alrededor del liderazgo de una 
sola persona. Se construyen, además, sobre la experiencia de ayuda mutua 
propia de muchas comunidades rurales y de barrios populares, también de 
algunas comunidades indígenas y afrocolombianas. A pesar de la impor-
tancia de estas actividades, pocas veces se registran hacia afuera, pues son, 
por así decirlo, “de puertas para adentro”, consideradas como de interés so-
lamente para el grupo. Sin embargo, al crecer la organización, a menudo se 
abandonan estas actividades, en parte porque las líderes ocupan su tiempo 
en otras tareas, en parte porque cuando crece el grupo se pierde el arraigo 
en los barrios y veredas que requieren estas actividades. 

Cerca de la mitad de las organizaciones (17 de 40 o 42,5%) de 
nuestra base de datos dijeron realizar este tipo de actividades de forma 
sostenida. Sin embargo, un número mayor las realizó al inicio de la organi-
zación. Una de nuestras conclusiones es que la organización de base surge, 
por lo general, a través de redes de amistad y proximidad, entonces las 
mujeres empiezan a reunirse de forma periódica generando conversaciones 
sostenidas sobre quiénes son y qué quieren. Estas conversaciones se extien-
den a otras mujeres próximas a ellas (vecinas, familiares) a quienes van in-
cluyendo en la organización. Algunas formas tradicionales de incluirlas son 
la olla comunitaria, las mingas de trabajo o la búsqueda de recursos para 
una emergencia que las conmueve a todas. A veces surgen otras formas de 
autoayuda más sistemáticas, como son el cuidado mutuo de los hijos y los 
créditos rotativos. 

Encontramos, además, que muchas organizaciones se unen para 
hacer obras de beneficencia dentro de los medios a su alcance, y que lo 
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hacen sin considerarlas como una actividad principal de la organización. 
Así, consiguen donaciones de ropa, comida y otros recursos básicos para 
terceras personas más necesitadas de ellas, generalmente vecinos o parien-
tes. A veces buscan a las personas más pobres de sus comunidades para 
darles las donaciones, o buscan donaciones específicas para necesidades 
urgentes. Por ejemplo, encontramos tres líderes que llevan un registro en 
un cuaderno de las personas más necesitadas y los recursos específicos que 
necesitan, y buscan cómo ayudarles. Esto también corresponde a una tra-
dición de organización comunitaria que tiene un componente de caridad, 
es el caso de las organizaciones que donan los regalos de Navidad de los 
niños de un asentamiento; por ejemplo, las donaciones para Navidad que 
obtiene la Asociación Buscando Nuevos Senderos (de Pasto),19 la cual re-
cibió donaciones de una muda de ropa y zapatos para todos los niños de 
la organización en una Na vidad y en el 2012 logró que estudiantes de la 
Universidad de Nariño donaran zapatos y un mercado a 99 niños de esta 
omd. Otro ejemplo es Macoripaz, Mujeres Riosuceñas Construyendo Paz 
(de Ríosucio), que con donaciones de los comerciantes de Riosucio y de 
Apartadó organizan un reconocimiento anual a los mejores estudiantes del 
municipio, entregándoles regalos como celulares, bicicletas y anillos y aretes 
de oro, y también concursos de canto y baile con premios.20 En una entre-
vista que les hicimos al recibir el Premio Nacional de Paz del 2010, su fun-
dadora, Rossa Romaña, relacionó la ayuda a los demás como una forma de 
superar la tristeza del desplazamiento, y describió también actividades co-
tidianas como la de apuntar en un cuaderno las necesidades que identi fica 
en los barrios (un par de zapatos, una dotación de cuadernos), para luego 
buscar un donante de los implementos necesitados.21

Con menos frecuencia encontramos que estas formas de organiza-
ción solidaria tenían también una dimensión lúdica. Entre las que mencio-
naron que se reunían, entre otras razones, para divertirse, se encuentran: 
asodesnov (Asociación para el Desarrollo Integral de la Población Despla-
zada del Municipio de Nóvita), que se reúne periódicamente, entre otras 
actividades, para contar chistes, y la Fundación Colombia Sana, de Cali, 
que reúne a sus miembros para bailar, como lo hacían antes del desplaza-
miento. La diversión, por supuesto, tiene un importante papel en la crea-
ción de vínculos afectivos y solidarios, y para aliviar el estrés y la depresión. 

19  Entrevistas a Carmen Ilia Guaquez, Cali, octubre 19 del 2011, y Pasto, enero 9 del 2013. 

20 La historia de Macoripaz fue ampliamente documentada cuando recibió el Premio Nacional de 
3D]�GHO�������9HU��SRU�HMHPSOR��/ySH]��������\�&LW\tv�������D��E�\�F���

21  (QWUHYLVWD�D�5RVVD�5RPDxD��%RJRWi��PD\R����GHO������
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Otras mujeres buscan en las actividades solidarias encontrarse con 
personas con las cuales pueden compartir sus recuerdos. Esto sucede de for-
ma estructurada o no estructurada, como parte de otras actividades o como 
un fin en sí mismo. Se puede tratar de recordar en grupo lo que pasó o 
de realizar actividades de denuncia pública. Por ejemplo, Narrar para Vivir 
(de San Juan de Nepomuceno y otros municipios de Bolívar) llevó de un 
sitio a otro, durante años, un enorme cartel con bolsillos en los que ponían 
las fotos de sus seres queridos asesinados y desaparecidos, y lo exhibían 
en lugares públicos,22 además cultivaban juntas maíz para alimentar a sus 
familias.23 Varias omd tienen “galerías de la memoria”. Tal es el caso de las 
Madres por la Vida de Buenaventura, que tienen una galería de personas 
desaparecidas,24 y la seccional de Granada de la Red de Mujeres y de Orga-
nizaciones del Meta, que cuenta con una galería de afiches con las fotos de 
sus seres queridos, que exponen, entre otros momentos, en la Semana por 
la Paz.25 Estas actividades de memoria, como en el caso de la organización 
Narrar para Vivir, usualmente coexisten con esfuerzos dirigidos a la gene-
ración de ingresos, y también tienen una dimensión emocional positiva al 
crear vínculos y solidaridad.

La definición de vida digna de la Corte Constitucional nos ayuda a 
comprender la coexistencia de esfuerzos de memoria y de salud mental y los 
dirigidos a la generación de ingresos. La dignidad definida por la Corte 
in cluye tanto las condiciones materiales mínimas como la posibilidad de 
autonomía y de una vida sin humillaciones. El trabajo organizativo de 
rei vindicación de la memoria y la realización de actividades dirigidas al 
bienestar emocional son parte esencial de la autonomía (definir el propio 
plan de vida) y de la vida sin padecer humillaciones. En efecto, vivir “como 
se quiere” (autonomía) requiere poder expresar quién es uno, cuál es el 
pasado vivido y el futuro que se desea, no sólo en cuanto individuo sino en 
cuanto grupo de personas que ha sufrido la guerra. También vivir sin hu-
millaciones es poder reclamar una identidad positiva, rechazando la estig-
matización de los desplazados como colaboradores de los actores armados 
y/o como personas que no tienen la disposición para trabajar y lo quieren 

22 Por ejemplo, en el foro “Retos para la verdad, la justicia y la reparación de las mujeres en Colom-
bia”, organizado por onumXMHUHV�\�OD�(PEDMDGD�GH�6XHFLD��QRYLHPEUH����GHO�������%RJRWi���ODV�
miembros de Narrar para Vivir expusieron este cartel para la memoria.

23 $O�UHVSHFWR��YHU�HO�YLGHR�´/DV�PXMHUHV�GHO�PDt]µ���������SURGXFLGR�SRU�1DUUDU�SDUD�9LYLU�\�TXH�VH�
HQFXHQWUD�GLVSRQLEOH�HQ��KWWS���ZZZ�\RXWXEH�FRP�ZDWFK"Y H9�MD]WOML���FRQVXOWDGR�HO���GH�MXQLR�
del 2014.

24  Entrevista a Luz Dary Santiesteban, Buenaventura, octubre 21 del 2011.

25  (QWUHYLVWD�D�1HOV\�*DOYLV��%RJRWi��RFWXEUH����GHO������
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todo regalado. Estas actividades de memoria también cumplen con esa labor. 
Los esfuerzos para generar ingresos reflejan la búsqueda de la dignidad, que 
requiere condiciones materiales mínimas, sin las cuales, como lo apunta la 
Corte, no es posible ejercer la autonomía. Queremos destacar en este pun-
to que las actividades solidarias descritas generan los vínculos de confianza 
necesarios para actuar como grupo y como grupo buscan recursos para 
aliviar su situación de pobreza. La siguiente sección describe las actividades 
de generación de ingresos de las organizaciones estudiadas.

Las actividades de generación de ingresos

La pobreza en la que están sumidas la mayoría de las mujeres despla-
zadas y sus hogares, con la dificultad para acceder a los modos de produc-
ción que conocían antes del desplazamiento, hace que la búsqueda de 
recursos sea prioridad para la organización de base. La búsqueda de recur sos 
tiene dos frentes principales: la primera es la generación de ingresos a través 
de los llamados “proyectos”, que es la forma como muchas ayudas llegan a 
las organizaciones. Los “proyectos” suelen seguir el interés del donante de 
turno, sea una institución gubernamental o no, y las organizaciones de base 
deben adaptarse a muchos requisitos para acceder a esos fondos. Por ejem-
plo, hay proyectos productivos que se traducen en la asistencia para montar 
pequeñas empresas, proyectos de investigación, proyectos de capacitación, 
proyectos de recolección de memoria, proyectos de empoderamiento, etc. 
También hay proyectos puntuales en los que se financia que las organiza-
ciones trabajen por su comunidad en algo específico, por ejemplo, dictar 
unos talleres de capacitación, y por ello reciben unos pequeños ingresos. 

El segundo frente es el de las ayudas directas del Estado, las que a 
menudo requieren alguna forma de organización. Este requisito puede es-
tar planteado en la ayuda misma (por ejemplo, las ayudas de reforma agra-
ria que requieren la presencia de una organización para entregar la tierra, 
o los grupos de “mujeres ahorradoras” que se plantean a partir de ahorros 
programados colectivos). En otras ocasiones, la organización facilita el ac-
ceso a un subsidio individual cuyos requisitos son complicados y difícil-
mente se cumplen sin ayuda, como sucede con los subsidios de vivienda. 

De las cuarenta organizaciones de nuestra base de datos, encontra-
mos que 30 de 40 (el 75%) tenían o habían tenido un proyecto con algún 
financiador externo, ya fuera Gobierno, ong, cooperación internacional o 
agencia de Naciones Unidas. El 20% de las entrevistas reportaron que estos 
esfuerzos habían fracasado, pero lo más frecuente es que los ingresos fueran 
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escasos e irregulares. Encontramos muchas empresas pequeñas de muje-
res desplazadas que a partir de los proyectos producían algunos ingresos: 
empresas de comida, jabones, artesanías, accesorios y sandalias, cultivos 
agrí colas, cría de animales, siendo los más comunes la cría de pollos y la 
confección de prendas y accesorios.

Otra fuente de ingreso son las ayudas del Estado. El 82,5% (33 de 
40) de las organizaciones había logrado acceder a las ayudas del Estado, 
fueran subsidios de vivienda, créditos blandos y ahorro programado, capa-
citaciones para el mercado laboral, asignación de tierras de reforma agraria, 
contratación directa o donaciones. 

De este grupo, sin duda, el más exitoso en generar ingresos ha sido 
la Liga de Mujeres Desplazadas, que logró, entre los años 2004 y 2005, com-
binar ayuda de la cooperación internacional con subsidios para vivienda 
de interés social y así construir su propio barrio de 98 casas en Turbaco, 
Bolívar (conocido como la “Ciudad de las Mujeres”). El barrio cuenta con 
un centro comunitario y las casas están escrituradas a nombre de sus dueñas. 
Ellas, además, han recibido apoyo de múltiples donantes, como el Pro grama 
Mundial de Alimentos, Usaid, Mama Cash, Aecid, la Pastoral Social, ned 
(National Endowment for Democracy) y el Global Fund for Women.26 
Además, han sido exitosas en lograr, por ejemplo, la afiliación al sistema 
subsidiado de salud, la escolarización de sus hijos y muchas capaci taciones 
y donaciones para generación de ingresos de diverso tipo. Sin embargo, 
las mujeres de la Liga siguen abocadas a la pobreza por la falta de ingresos 
estables. En una encuesta realizada en el 2010, en colaboración con las 
mujeres de la Liga, encontramos que para hogares en promedio de 5,5 per-
sonas, sólo el 3% recibe un salario mínimo o más ($515.000 en el 2010), y 
el 15% entre tres cuartos de salario mínimo y un salario mínimo. El resto 
recibe menos. Los hogares más pobres (27%) declararon recibir menos de 
$128.750 pesos al mes (un cuarto de salario mínimo mensual por hogar).27 

El caso de la Liga muestra una vez más las enormes dificultades de 
las organizaciones de mujeres desplazadas para generar ingresos suficientes 
y estables para que sus miembros puedan subsistir por encima de la línea 
de pobreza, por no decir de la línea de indigencia. La dificultad, señalada 
por varios comentaristas (ver, por ejemplo, Gaviria 2013), estriba en la 
dificultad de las mujeres desplazadas para encontrar empleo formal y así 
obtener ingesos estables. En este contexto, la representación legal y política 
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27  Ibídem.
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que también hacen las omd tiene una doble función: por una parte, hacen 
llegar los legítimos reclamos de la base a las esferas de poder y, por otra, 
buscan generar ingresos a través de las órdenes de las cortes, por este medio 
tienen acceso a recursos disponibles, logran cambios en la política pública 
y la financiación de proyectos para hacer representación legal y política. La 
siguiente sección describe estas actividades.

Representación legal y política 

Muchas de las organizaciones ya mencionadas hacen algún tipo de 
representación legal y política, con o sin la intermediación de profesiona-
les. Sin embargo, la representación más visible, y la que involucra grandes 
litigios o grandes proyectos de cabildeo, se hace con el apoyo de profe-
sionales sea directamente de la organización o como aliados de estas. Si 
bien encontramos que ninguno de los grandes litigios se haya originado 
en la organización de base, sí encontramos entusiasmo entre las líderes que 
entrevistamos por algunos de estos, en especial por el litigio ante la Corte 
Constitucional, y la idea que esta corporación sí escuchaba sus reclamos. El 
72,5% de las 40 organizaciones en nuestra base de datos, es decir, 29, ha-
cen algún tipo de actividad de representación legal. El 67,5% (27 de 40), 
además, hace alguna representación política, generalmente el cabildeo y re-
presentación directa en espacios de toma de decisiones y de participación, 
como los concejos municipales, las mesas municipales y departamentales 
de fortalecimiento de población desplazada, los comités de atención a la po-
blación desplazada y ahora los comités territoriales de justicia transicional y 
las mesas de participación de víctimas. En menor medida, algunas mujeres 
miembros de estas organizaciones se postulan como candidatas a cargos de 
elección popular o apoyan a algunos candidatos y participan en proselitis-
mo político, marchas o plantones.

El grueso de la actividad legal y política se concentra en lo que lla-
mamos “asistencia paralegal”, que se refiere a la información sobre la ruta a 
seguir ante distintas agencias gubernamentales, los documentos requeridos 
y la forma de conseguirlos, los recursos disponibles en las diferentes instan-
cias, y los procedimientos formales e informales a seguir para lograrlos. Ayu-
dan a las personas a llenar formularios, a presentar tutelas y derechos de 
petición, a hacer seguimiento a sus solicitudes, a llenar formatos para pedir 
subsidios, a conseguir la documentación, etc. Esto incluye, por ejemplo, 
ayuda para registrarse como desplazados en el rupd (ahora ruv para todas 
las víctimas), para aplicar a Familias en Acción, a la prórroga de la ayuda 
humanitaria, al Sisben y a los subsidios de vivienda. 
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Algunas organizaciones, muy pocas, enmarcan su experiencia de 
desplazamiento como una violación de los derechos humanos, e insisten 
que el Estado es responsable por violar sus derechos, entonces buscan de-
nunciar lo sucedido y recibir una reparación. A menudo envían correos 
electrónicos y otros mensajes a sus aliados y colaboradores con información 
sobre el caso, y si tienen un sitio web publican ahí sus informes. También 
hacen presencia en espacios de participación donde hacen sus denuncias 
de los hechos particulares que les han afectado, como, por ejemplo, en 
audiencia ante la Corte Constitucional, y otras veces entregan informes 
escritos y participan en la elaboración de informes de derechos huma-
nos. Por ejemplo, la Liga de Mujeres Desplazadas consiguió fondos para 
hacer una encuesta y un reporte sobre violencia sexual basada en género en 
el marco del conflicto, y tanto las mujeres del Valle Encantado como las de 
Narrar para Vivir han sido referenciadas en los informes sobre la guerra del 
Grupo de Memoria Histórica de la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación (hoy Centro Nacional de Memoria Histórica). 

Es difícil separar los reclamos de derechos de las actividades de ge-
neración de ingresos. Casi todas las organizaciones que hacen reclamos de 
derechos y representación política se preocupan también por la generación 
de ingresos. Avanzan así con una concepción de la dignidad que requiere de 
las condiciones materiales para lograrla, condiciones que a menudo los acti-
vistas profesionales tienen garantizadas, ya sea porque reciben un salario por 
su trabajo organizacional, o porque tienen recursos personales y familiares 
que les permiten no sentir la urgencia de generar recursos para la propia 
supervivencia y la de sus familias. Pero para muchas líderes de base la preo-
cupación por la subsistencia de la familia es una urgencia diaria que coexiste 
con el deseo de mejorar las condiciones de vida del grupo al que pertenecen.

Los funcionarios públicos y de cooperación internacional que tra-
bajan con personas desplazadas tienen a menudo dificultades para apreciar 
la complejidad de la relación entre la subsistencia, los reclamos de derechos 
y la representación política. En las entrevistas realizadas encontramos a me-
nudo que los funcionarios se sentían decepcionados al descubrir que los y 
las líderes utilizaban las organizaciones no solamente para representar a un 
grupo sino para conseguir ingresos para ellos y sus familias en cuanto indi-
viduos. Este es un reto permanente y genera a menudo tensiones entre las 
mujeres de base y los activistas y funcionarios profesionales. Sin embargo, 
reconocer esta dimensión de la organización de base requiere, además, que 
los funcionarios consideren que la preocupación por la subsistencia es un 
reclamo político, y utilizar a la organización de base para subsistir no es ser 
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apolítico, ya que este uso conlleva implícitamente una dimensión política 
de crítica al sistema político y económico. Esto es cierto incluso cuando, 
además, se incurre en conductas engañosas, excepto en el caso infrecuente 
en que la líder que actúa de esta manera no sea una persona en situación 
de pobreza sino una verdadera empresaria del engaño. La crítica al sistema 
la encontramos en la justificación que hacen las líderes de su búsqueda de 
recursos para su grupo familiar, que se enmarca dentro de un rechazo a un 
sistema político y económico que no les permite vivir dignamente sin estar 
abocadas al permanente “rebusque”. 

Además, en nuestra experiencia, la búsqueda de recursos coexiste con 
naturalidad con preocupaciones que no son del todo capturadas por la 
supervivencia, como son las preocupaciones por la memoria, la justicia, el 
respeto y el reconocimiento. Lo uno no excluye lo otro necesariamente.

Pero la complejidad de las omd va más allá de la coexistencia de las 
actividades de solidaridad, generación de ingresos y representación legal y 
política. Se refleja también en la dificultad para definir fácilmente quiénes 
componen las omd. Por una parte, la identificación como mujeres despla-
zadas es a menudo coexistente con otras identidades. Algunas omd, por 
ejemplo, tienen miembros del sexo masculino o miembros que no son des-
plazados sino vecinos de los desplazados. A veces el modelo de organización 
parece ser el del barrio, y el nombre de mujeres desplazadas corresponde 
más a las prioridades de la financiación que a sus dinámicas reales. Reciente-
mente también se ha cambiado el nombre de desplazadas por el de vícti-
mas del desplazamiento forzado, o simplemente víctimas, en respuesta a las 
prioridades estatales después de la adopción de la Ley de Víctimas. Otras 
complicaciones en la descripción de las omd son las diferencias en tamaño, 
educación de sus miembros y líderes. La siguiente sección describe estas 
múltiples complejidades a partir de la pregunta: ¿quiénes componen las 
organizaciones de base de mujeres desplazadas?

Composición de las organizaciones de 
base de mujeres desplazadas (OMD)

Para responder a la pregunta “¿quiénes componen las omd?” inda-
gamos en dos dimensiones. La primera es la de la autoidentificación de 
las mujeres, y la segunda es la que corresponde al liderazgo y membresía 
de la organización. En cuanto a la identificación, como ya mencionamos, 
encontramos omd que incluyen hombres y omd que incluyen mujeres 
llamadas “vulnerables” que no han sido desplazadas, lo cual demuestra las 

JG OrganizacionComunitaria.indd   67 25/08/14   21:23



O R G A N I Z AC I Ó N  CO M U N I TA R I A  Y  D E R E C H O S  H U M A N O S
En búsqueda de una vida digna68

identidades múltiples de las omd. Y en cuanto al liderazgo y membresía, 
encontramos grandes diferencias en tamaño y formación de las líderes, lo 
cual denominamos tamaños variables. A continuación se describen estas 
variaciones en identidades y tamaños.

Identidades múltiples

A pesar de que a menudo se reúnen bajo la identidad común de 
“mujeres desplazadas”, hay una enorme diversidad entre los miembros de las 
omd, diversidad que incluye las múltiples identidades a partir de las cuales 
se organizan, tanto como las muchas composiciones posibles en términos 
de membresía. Identificamos que si bien la mayoría de las organizaciones 
anuncian su identidad en el nombre, el tema de la composición real de la 
organización (en términos de lideresas y beneficiarias, y las relaciones entre 
ambas) es más difícil de determinar. 

La primera dificultad radica en que las mujeres desplazadas no 
siempre consideran esta su identidad primaria, sin embargo, las orga-
nizaciones que estudiamos están lideradas por mujeres desplazadas y 
compuestas en su mayoría por mujeres desplazadas. Registramos la pre- 
sen cia de cuatro formas principales de identificación entre las organi-
zaciones distintas a la de “mujeres desplazadas”, y a menudo se trataba de 
identidades “adicionales” a la de mujer desplazada. Esta son: la identidad 
como “mixtas”, la identidad barrial o veredal, la identidad racial o étnica y 
la nueva identidad de víctima.

Once de las cuarenta organizaciones en nuestra base de datos (el 
27,5%) eran organizaciones lideradas por mujeres desplazadas, pero que 
en la entrevista informaron que se consideraban organizaciones “mixtas”. 
Con ello querían decir dos cosas: o eran organizaciones donde también había 
hombres o eran organizaciones que incluían tanto desplazados como po-
blación pobre de los sitios de recepción, identificada como población 
“vulnerable” o “receptora”. La presencia de hombres en organizaciones 
de mujeres y de población vulnerable no desplazada en organizaciones de 
des plazados es un fenómeno bastante común, que surge de las relaciones 
afectivas entre las personas, por su proximidad familiar (hombres) y físi-
ca (vecinos). Allí parecía primar la identificación con el barrio o vereda. 
En estos casos se les incluye en la omd sin que por ello cambien el nom-
bre o la identificación de la organización como una omd.

Por otro lado, sólo una de las cuarenta organizaciones de nuestra 
base de datos es una organización que se autodenomina como étnica: la 
Fuerza de Mujeres Wayúu, que al recibir amenazas, y el consiguiente 
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desplazamiento de algunas de sus miembros, adicionaron la gestión de la 
atención de la población desplazada a sus actividades habituales de for-
mación, denuncia de violaciones de derechos humanos y resistencia. 
Ello a pesar del impacto desproporcionado del desplazamiento sobre 
las minorías étnicas, y de la presencia de mujeres indígenas y afro en 
mu chas de las organizaciones que estudiamos. También encontramos 
que el tema del desplazamiento de mujeres de las minorías étnicas en 
general desaparece dentro de la organización étnica mayor, y se plantea 
sólo como desplazamiento afro o desplazamiento indígena. Este fenó-
meno se documenta en un anterior estudio de caso de esta serie, donde 
se incluye el caso del Consejo Nacional de Mujer Indígena de la onic 
(Ochoa 2014), una de las pocas organizaciones étnicas exclusivamente 
femenina, en donde si bien se trabaja el tema del desplazamiento, no 
se hace desde la identidad de mujeres desplazadas sino como mujeres 
indígenas.

Por último, encontramos también, sin que lo hayamos podido cuan-
tificar, la tendencia entre las organizaciones de cambiar su identificación de 
mujeres desplazadas al de mujeres víctimas, como respuesta al surgimiento 
del marco legal de la justicia transicional, y la disponibilidad de la identi-
dad de víctimas. Así, fuimos testigo de la forma como, con la adopción de 
la Ley 1448 de 2011, muchas organizaciones se definieron a la sombra de la 
ley como víctimas, cambiando los nombres, creando organizaciones nue-
vas o ingresando la nueva identidad en el viejo nombre, como el cambio de 
“desplazados” a “víctimas del desplazamiento forzado”. 

La segunda dificultad para identificar claramente quiénes compo-
nen las omd es la existencia de tamaños y liderazgos variables, de manera 
que si bien sobre papel todas aparecen como equivalentes, en la práctica hay 
enormes diferencias en número de miembros y en el nivel educativo de sus 
líderes. Algunas organizaciones son casi que unipersonales, y detrás de un 
gran nombre hay sólo una líder y dos o tres personas de su entera confian-
za. Otras organizaciones tienen más de cien mujeres miembros, organizadas 
en diversas actividades. La mayor parte tiene entre veinte y cincuenta miem-
bros, y el número exacto es difícil de establecer, ya que las mujeres entran 
y salen de las omd con cierta frecuencia. La siguiente sección analiza los 
tamaños y liderazgos variables de la omd.

Tamaños y liderazgos variables

Un primer criterio para caracterizar el tamaño de las omd es la mem-
bresía reportada por sus líderes en las entrevistas. Las clasificamos como 
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omd pequeñas (de 1 a 5 miembros), medianas (de 6 a 20), grandes (de 21 
a 90) y muy grandes (de más de 90). En nuestra base de datos, la mayoría 
eran medianas (17 de 40) o grandes (19 de 40), sólo una era pequeña y 
sólo tres eran muy grandes. Sin embargo, consideramos que la manera 
mis ma de recoger la información, a partir de organizaciones que tienen 
algún tipo de visibilidad entre los funcionarios públicos (por las reuniones 
y audiencias y otros espacios de participación) y entre las líderes (por la 
búsqueda de voz a voz), crea un sesgo contra las organizaciones pequeñas. 

Un segundo criterio que consideramos importante para la caracte-
rización es la identificación de las que tienen miembros profesionales. El 
20% de las organizaciones, ocho de cuarenta, tienen algún miembro con 
formación profesional. Sin embargo, no encontramos una diferencia sus-
tancial entre las organizaciones que tenían miembros profesionales y las 
que no —quizá para ello tendríamos que tener una muestra más grande—. 
Lo que sí nos muestra el análisis cualitativo de entrevistas y observaciones 
es que la formación profesional brinda un mayor estatus al interior del 
grupo y frente a los funcionarios. 

Los datos cualitativos también muestran que la formación como 
líderes no se refleja exclusivamente por la obtención de un título profesional: 
de hecho, muchas líderes tenían una extensa formación como activistas en 
movimientos sociales o incluso habían tenido cargos comunitarios que les 
implicaba tener contacto con la comunidad, desde los cuales trasladaban 
discursos y experiencia a las organizaciones de desplazados, y no necesaria-
mente eran profesionales. Así encontramos líderes que venían de la Aso-
ciación Nacional de Usuarios Campesinos (anuc), de Juntas de Acción 
Comunal, de organizaciones étnicas y algunas pocas del feminismo o de 
movimientos de mujeres. También encontramos líderes que eran maestras, 
enfermeras, inspectoras de policía y concejales antes de su desplazamiento. 
Esto tiene un impacto directo en el tipo de discursos que manejan, pero el 
mayor impacto de tener miembros muy capacitados en la organización está 
en la capacidad de representación legal y política, que se da cuando algún 
miembro es profesional o tiene amplia experiencia en el trabajo con co-
munidades de base.

A pesar de estas múltiples diferencias encontramos un sorprenden-
te común denominador: la mitad —veinte de cuarenta— de las líderes 
de las omd que estudiamos había recibido amenazas después del des-
plazamiento. Las amenazas afectaban no solamente a las mujeres que 
las recibían, sino a la organización como grupo y a sus familias, que se 
sentían intimidadas. En la siguiente sección se examina la inseguridad 
como factor común de las omd. 

JG OrganizacionComunitaria.indd   70 25/08/14   21:23



71JUSTICIA GLOBAL

La inseguridad como factor común

Al iniciar el estudio sabíamos que las mujeres desplazadas que en-
trevistamos tendrían en común la experiencia del desplazamiento, es decir, 
de su expulsión por la violencia, y de crímenes adicionales en contra suya y 
de sus familiares y conocidos. Entonces suponíamos que la inseguridad era 
parte de su pasado, y que al escapar al conflicto armado, refugiándose en 
un lugar seguro, habrían ganado en seguridad lo que perdieron en bienes 
materiales. Sin embargo esto no es cierto: por el contrario, la inseguridad 
relacionada con el conflicto armado las sigue a los lugares de recepción y, 
como ya mencionamos, de las líderes de cuarenta organizaciones selecciona-
das para el estudio a profundidad, veinte habían recibido amenazas.

La presencia de amenazas es confirmada por los informes de dere-
chos humanos sobre los activistas comunitarios en general y las líderes 
de población desplazada en particular. Por ejemplo, la relatora especial de 
Naciones Unidas sobre la situación de defensores de derechos humanos, 
que visitó Colombia en el 2009, informó sobre las numerosas amenazas 
y atentados contra las defensoras de derechos humanos.28 Esta misma 
situación fue reportada por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en el 2012.29 

Ante las amenazas generalizadas, la Corte Constitucional, en su 
Auto 098 de 2013, adoptó una “presunción de riesgo extraordinario de 
género”, considerando que las mujeres líderes de población desplazada, 
por razones de su género y de su trabajo, son especialmente susceptibles 
de ser atacadas. En palabras de la Corte: “[las líderes de población des-
plazada] por cuanto su condición femenina, aunada a las labores que 
desempeñan, las hace especialmente susceptibles de sufrir múltiples, rei-
terados y escalonados ataques de violencia y persecuciones”.30 

Los problemas de seguridad de las líderes de organizaciones despla-
zadas son de diverso tipo y con frecuencia son serios. De las veinte muje-
res que tenían problemas de seguridad, seis fueron objeto de amenazas de 
muerte o viven con el riesgo latente de ser expulsadas del territorio en el que 
habitan. Dos habían sido objeto de atentados, además de amenazas; nueve 

�� &RQVHMR�GH�'HUHFKRV�+XPDQRV��1DFLRQHV�8QLGDV��������

29 &RPLVLyQ�,QWHUDPHULFDQD�GH�'HUHFKRV�+XPDQRV���������

30 &RUWH�&RQVWLWXFLRQDO�� $XWR�����GH������� S�� ���� 3DUD� VXVWHQWDU� HVWD� FRQFOXVLyQ�� OD� &RUWH� FLWD�
numerosos estudios de derechos humanos, incluyendo informes a la Corte de la Mesa de Segui-
miento del Auto 092, una red de ong dedicada a supervisar el cumplimiento de las órdenes de la 
Corte Constitucional en lo referente a las mujeres desplazadas.
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habían pedido medidas de protección al Gobierno y, de estas, cinco efecti-
vamente obtuvieron las medidas; y en el transcurso de nuestra investigación, 
una decidió huir a un país vecino, al considerar que esta era la única medi-
da de protección efectiva a la que podían acceder ella y su familia, dada la 
gravedad e inminencia de las amenazas recibidas. En ningún caso se había 
abierto investigación sobre la procedencia de las amenazas y los atentados 
a estas líderes.

En nuestras entrevistas a funcionarios públicos, así como en el segui-
miento a las relaciones entre las omd y diferentes instituciones del Estado, 
encontramos a menudo la sospecha de que las amenazas eran autofabrica-
das. La relatora de Naciones Unidas para las y los defensores de derechos 
humanos también reporta este tipo de versiones de los funcionarios: “Algu-
nas autoridades han acusado a los defensores de enviarse las amenazas a sí 
mismos. La Relatora Especial considera que esas acusaciones constituyen 
una falta de respeto a la labor de los defensores y cree que se debe poner 
fin a ellas” (Consejo de Derechos Humanos 2010:7).31 La supuesta razón 
para autoamenazarse son los beneficios de la atención del Estado a través 
de medidas de protección.

Sin embargo, el análisis de las ventajas que surgen de una amenaza 
falsa nos lleva a concluir que la autofabricación de amenazas y atentados, sin 
descartar que ocurra aisladamente, no es común, pues no sería una conduc-
ta racional para las líderes de omd: primero, porque los recursos que se 
reciben por esta vía son exiguos y consisten en el mejor de los casos en un 
celular con minutos, guardaespaldas y automóviles para desplazarse, que 
obviamente no resuelven las urgencias familiares y en ocasiones agregan 
nuevas personas a la olla comunitaria, ya que a menudo las mujeres de base 
invitan a los guardaespaldas y policías que las cuidan a comer en sus casas. 
Además, los guardaespaldas y automóviles benefician en especial a los pro-
fesionales de clase media, pero son relativamente inútiles para las mujeres 
de base, pues generan incomodidades, celos y señalamientos al interior de 
la comunidad. El proceso de solicitud es, además, percibido como intimi-
dante y humillante por la mayoría de las mujeres de base. 

Queda abierta la posibilidad, también reportada por los funciona-
rios y por algunos profesionales de ong, que algunos de los líderes despla-
zados, hombres y mujeres, se amenazan los unos a los otros. Este rumor, 
como tantos otros similares, es comprensible dentro de lo que Stathis 
Kalyvas (2006) llama “la lógica de la violencia en la guerra civil”. Este tipo 

31 &RQVHMR�GH�'HUHFKRV�+XPDQRV��1DFLRQHV�8QLGDV���������
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de guerra, que incluye la guerra insurgente y contrainsurgente que sucede 
en Colombia, involucra a los civiles como informantes y aliados de uno u 
otro bando. Además, tiene como corolario la legitimación del recurso de la 
violencia y de la amenaza de la misma como parte del repertorio para resol-
ver conflictos entre familias y al interior de grupos sociales. Así, el conflicto 
tiene una dimensión poco documentada de destrucción de la confianza y 
la posibilidad de la vida en comunidad. Parte de este efecto de erosión de la 
civilidad en la sociedad civil es probablemente recurrir a acciones violentas, 
incluyendo el reclutamiento de actores armados, para resolver conflictos 
entre las comunidades y entre las familias. 

Además de la autoamenaza, y de las amenazas entre líderes, existe 
una tercera posibilidad. Si bien poco se admite entre los funcionarios públi-
cos, es la posibilidad que proponen muchos líderes y se trata  que sean los 
actores armados ilegales o las fuerzas de seguridad del Estado (como se ha 
visto en el escándalo del das, por ejemplo) los autores de tales amenazas.

Sin embargo y a pesar de múltiples rumores, el origen de estas ame-
nazas y atentados no es claro en este momento en Colombia. Los diversos 
informes de derechos humanos y pronunciamientos gubernamentales, de 
la Corte Constitucional y de los organismos internacionales no son claros 
respecto a su origen, si bien señalan tanto a los actores armados ilegales como 
a la fuerza pública. El informe de la relatora de Naciones Unidas sobre la 
situación de los defensores de derechos humanos en Colombia hace un 
vínculo entre la política de seguridad democrática del Gobierno de Álvaro 
Uribe y la estigmatización, vigilancia ilegal y detenciones arbitrarias de las 
y los defensores de derechos humanos (Consejo de Derechos Humanos 
2010).32 En cuanto a las amenazas y panfletos anónimos, el informe dice que 
no hay investigaciones concluyentes. También reporta que hay numerosas 

32 “Se mostraron a la Relatora Especial grabaciones en video de declaraciones públicas hechas 
por el Presidente de Colombia en que se presentaba a los defensores de los derechos humanos 
FRPR�FyPSOLFHV�GH�JUXSRV�WHUURULVWDV�R�JXHUULOOHURV��$GHPiV��D�SULQFLSLRV�GHO�������XQR�GH�ORV�
asesores presidenciales, José Obdulio Gaviria, acusó públicamente a los defensores de los de-
rechos humanos que participaban en una manifestación política de prestar apoyo a las farc. La 
Policía Judicial, el Ejército y las dependencias regionales de la Fiscalía General hicieron supuesta-
mente declaraciones análogas. La Relatora Especial considera que todas esas declaraciones son 
extremadamente preocupantes. Como se indicó en la declaración hecha por el Relator Especial 
VREUH�ODV�HMHFXFLRQHV�H[WUDMXGLFLDOHV��VXPDULDV�R�DUELWUDULDV�DO�ÀQDOL]DU�VX�YLVLWD�D�&RORPELD�HO�
���GH�MXQLR�GHO�������HVDV�GHFODUDFLRQHV�FRQOOHYDURQ�TXH�ORV�GHIHQVRUHV�GH�ORV�GHUHFKRV�KXPD-
nos y sus familias corrieran grave riesgo de sufrir amenazas y represalias de grupos armados, 
FRPR�HQ�HO�FDVR�PHQFLRQDGR�DQWHULRUPHQWH�GHO�6U��0RUULV��/D�5HODWRUD�(VSHFLDO�DÀUPD�TXH�HVDV�
declaraciones claramente contradicen la Directiva Presidencial No. 7 de 1999 y la Directiva del 
Ministerio de Defensa No. 9 de 2003, en las que se dan instrucciones a los funcionarios públicos 
SDUD�TXH�UHVSHWHQ�D�ORV�GHIHQVRUHV�GH�ORV�GHUHFKRV�KXPDQRV�\�VX�ODERUµ��&RQVHMR�GH�'HUHFKRV�
+XPDQRV����������
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denuncias de hostigamientos, amenazas y ataques a las y los defensores de 
derechos humanos por parte de los grupos armados ilegales. Los demás in-
formes reseñados para este trabajo establecen también la responsabilidad de 
los grupos armados ilegales: para la Corte Constitucional, por ejemplo, en 
su Auto 098 de 2013, los “actores armados ilegales” son los responsa bles de 
la situación de inseguridad, haciendo eco también al informe del Programa 
Presidencial de Derechos Humanos (2010). La Comisión Inte ramericana 
de Derechos Humanos, a su vez, reproduce la explicación de la Oficina 
de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
en Colombia al documentar los asesinatos de lideresas de desplazados en 
Cauca, Sucre y la región del Urabá, según la cual la responsabilidad es atri-
buible al Estado y a los actores armados ilegales: “[…] agentes del Estado, 
miembros de grupos paramilitares postdesmovilización e integrantes de las 
farc-ep y del Ejército de Liberación Nacional (eln)”.33 Además, vincula a 
los grupos neoparamilitares con las amenazas y los panfletos intimidatorios 
(cidh 2011). 

Si bien no hay claridad sobre los autores en casos específicos, y a pesar 
que las denuncias generales culpan al Estado y a todos los actores armados 
ilegales, la amenaza es algo cotidiano. Una organización dedicada a monito-
rear la seguridad de las y los defensores de derechos humanos en Colombia, 
la ong Somos Defensores (2013), publicó cifras sobre la cantidad de agre-
siones y su origen. En el 2013, según esta organización, 366 defensoras y 
defensores fueron víctimas de agresiones y, de forma genérica, 185 orga-
nizaciones sociales y de derechos humanos también fueron agredidas. La 
mayor parte de las agresiones (209) fueron amenazas, 78 fueron asesinatos, 
en su mayoría, de acuerdo con la ong, personas humildes asesinadas en sus 
casas por arma de fuego. De los presuntos responsables de estas agresiones, 
el 50% son grupos paramilitares, el 33%, desconocidos, el 14%, fuerzas de 
seguridad y el 3%, la guerrilla. Sin embargo, es importante anotar que —si 
bien la ong Somos Defensores no hace este análisis—, de todos los pre-
suntos responsables, son las fuerzas de seguridad del Estado las que tienen 
mayor interés en ocultar sus actos, mientras que en general los actores arma-

33 La cidh��������FLWD�ORV�VLJXLHQWHV�GRFXPHQWRV�FRPR�IXHQWHV��$VDPEOHD�*HQHUDO�GH�OD�onu, Informe 
GH�OD�$OWD�&RPLVLRQDGD�GH�ODV�1DFLRQHV�8QLGDV�SDUD�ORV�'HUHFKRV�+XPDQRV�VREUH�OD�VLWXDFLyQ�GH�
ORV�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�&RORPELD��a/hrc����������GH�IHEUHUR�GHO�������SiUU������cidh, Informe 
Anual 2010, Capítulo iv &RORPELD��SiUU�������cidh, Audiencia sobre la situación de defensores y 
defensoras de derechos humanos en Colombia e implementación de medidas cautelares, 140º 
SHULRGR�RUGLQDULR�GH�VHVLRQHV�����GH�RFWXEUH�GHO�������cidh, Comunicado de Prensa 59/11, cidh 
condena asesinato de defensora y expresa preocupación por nuevas amenazas a defensoras y 
GHIHQVRUHV�GH�GHUHFKRV�KXPDQRV�HQ�&RORPELD��:DVKLQJWRQ�d.c., 20 de junio del 2011.
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dos ilegales recurren al terrorismo y buscan dar a conocer su potencial inti-
midatorio, muy reducido en número y recursos frente al de la fuerza pública. 

Por último, es fundamental reflexionar sobre las causas de dichas 
amenazas y agresiones a las omd. La Corte Constitucional (Auto 098 de 
2013), el Programa Presidencial de Derechos Humanos (2011) y la relatora 
de Naciones Unidas (2010) consideran que las líderes de población despla-
zada son amenazadas tanto por su trabajo como por su género. Son ame- 
nazadas por su trabajo en cuanto líderes sociales al ser estigmatizadas como 
aliadas de la guerrilla y/o enemigas del Gobierno, pero también son estig-
matizadas en cuanto mujeres por no comportarse de acuerdo con los ro-
les tradicionales de sumisión y pasividad. Estas razones se reflejan en los 
múltiples panfletos y amenazas que señalan a las líderes desplazadas como 
cómplices de la guerrilla y enemigas del Gobierno y que al mismo tiempo 
las señalan de prostitutas y lesbianas, y/o las amenazan con castigos y hu-
millaciones sexuales.

Estas situaciones, sin duda ciertas, dejan por fuera análisis más com-
plejos sobre el costo de la guerra en el tejido social, y el control social del 
crimen organizado a nivel local. Así, por ejemplo, no se incluye la incapa-
cidad del Estado para mediar de forma pacífica los conflictos sociales, por 
su debilidad o ausencia, o la erosión de los valores cívicos de convivencia 
después de muchos años de conflicto armado. La falta de mediación en los 
conflictos comunitarios y la erosión de los valores cívicos también permi-
ten y propician las amenazas y agresiones entre los miembros de las mismas 
comunidades y familias, agregando a la confusión sobre el origen de las ame-
nazas y sus causas. 

Otra fuente de inseguridad poco analizada es el control social terri-
torial del crimen organizado, por ejemplo, de los microexpendedores de 
droga en las zonas deprimidas de ciudades grandes e intermedias que bus-
can controlar a la población local, o los traficantes de drogas que intentan 
controlar a la población en las rutas de tráfico. Para ambos tipos de trafican-
tes de drogas es incómoda la presencia de los líderes sociales, como tam-
bién lo es para los políticos corruptos y para las actividades de los actores 
ilegales dedicados a la extracción de rentas tanto de las instituciones públicas 
como de la extorsión a comerciantes. Estos actores, además, suelen impo-
ner normas patriarcales para el comportamiento femenino.

La inseguridad, de múltiples causas y orígenes, amedrenta a muchas 
líderes, las obliga a cambiar su forma de trabajar y a adoptar un bajo perfil 
y también diezma la pertenencia a organizaciones sociales de desplazados. 
Algunas de las mujeres que entrevistamos habían sido desplazadas como 
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consecuencia de su presencia en la comunidad como líderes. Otras decidían 
dejar de aparecer en espacios públicos y de hacer reclamos sobre temas pe-
ligrosos. En todo caso, usualmente encontraban formas de organizarse y 
resistir. 

Frente a las distintas violencias, las omd han reclamado el derecho 
a la dignidad en cuanto a poder vivir sin humillaciones, y claramente las 
constantes amenazas y estigmatización son una forma terrible de humilla-
ción. Una de las razones detrás del surgimiento del movimiento nacional 
de víctimas, del cual hacen parte las organizaciones de mujeres desplazadas, 
fue siempre resistir a la estigmatización de su trabajo como una forma de 
colaboración con los actores armados, en especial con la guerrilla. Con ello 
se espera disminuir la violencia que viene de esa asociación. También, en el 
caso de las mujeres, que han tenido una presencia importante en el movi-
miento, ha sido la forma de reclamar su derecho a ser líderes, para resistir 
la violencia del control social patriarcal. 

¿Cómo ha respondido el Estado a las necesidades y problemas de las 
mujeres desplazadas organizadas? Esta es la pregunta que ocupa la siguien te 
sección de este texto. Como hemos expresado, consideramos que la prin-
cipal preocupación de las omd estudiadas es la superación de las circuns-
tancias de pobreza. Sin embargo, es una preocupación que no se puede 
caracterizar como la simple búsqueda de recursos, pues en el proceso se 
encuentra involucrada la dignidad de las personas, entendida como la posi-
bilidad de vivir sin humillaciones, vivir como se quiere y vivir bien, en unas 
circunstancias materiales que garanticen por lo menos unos niveles básicos 
de alimentación, albergue, acceso a salud, educación y servicios públicos 
domiciliarios, entre otros. En las actividades de las omd vemos cómo se en-
tretejen estas diversas aspiraciones: las actividades de solidaridad generan 
los lazos afectivos que permiten la cooperación en actividades económicas 
y los reclamos de derechos incluyen tanto reclamos de justicia por los da-
ños pasados como reclamos de bienestar en el presente. La pregunta es, 
como acabamos de plantear, ¿cómo responde el Estado a estas necesidades 
complejas? A continuación haremos un breve análisis de los programas y 
las políticas que desde el nivel nacional responden a las demandas de las 
mujeres desplazadas, y de los marcos institucionales dentro de los cuales 
reclaman sus derechos. 

Las omd frente a una política pública cambiante

La pregunta por la respuesta del Estado a las necesidades complejas 
de las mujeres desplazadas nos lleva a analizar el surgimiento del marco 
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legal de justicia transicional enfocado en las víctimas, en cuanto a lo que 
puede significar para la principal aspiración de las omd: el goce del derecho 
a una vida digna, en su dimensión de vivir no sólo sin humillaciones y en 
libertad, sino también tener unas condiciones mínimas de subsistencia, es 
decir, “vivir bien”. El análisis se hace a partir de las políticas y programas 
asumidos por el Gobierno Nacional para las mujeres víctimas del desplaza-
miento forzado. Comenzaremos con la descripción de los cambios pro-
ducidos por el surgimiento del nuevo marco institucional con la Ley de 
Víctimas, para luego analizar tanto las medidas de asistencia y reparaciones 
para las víctimas como las políticas generales de generación de empleo e 
ingresos.

Cambios institucionales en el periodo 2010-2014

Las entrevistas en las que basamos este informe se realizaron en un 
periodo de grandes transformaciones en las leyes aplicables y en las institu-
ciones responsables de dar respuesta al desplazamiento forzado. Empezamos 
la investigación a finales del 2010, y en ese momento y en el 2011 fuimos 
testigo de la discusión del Proyecto de Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras y de la aprobación de la Ley 1448 de 2011. Ello nos permitió 
observar la socialización de esta ley, la formulación, expedición y socia-
lización del decreto reglamentario (Decreto 4800 del 2011), así como la 
formulación y expedición de los decretos ley para las comunidades étnicas. 
Al mismo tiempo, igual que las mujeres que entrevistamos, fuimos testigo 
de importantes cambios institucionales, como la desaparición de Acción 
Social y la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, que habían 
sido creadas por la Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de 2005). Sus funciones 
y otras nuevas fueron asumidas por tres entidades creadas a partir de la Ley 
de Víctimas (Ley 1448 de 2011): primero, la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas (uariv), adscrita34 al nuevo Departa-
mento Administrativo para la Prosperidad Social, segundo, la Unidad de 
Restitución de Tierras, adscrita al Ministerio de Agricultura y, tercero, la 
nueva Unidad Nacional de Protección, adscrita al Ministerio del Interior. 
A raíz de estos cambios, el anterior Registro Único de Población Desplazada 

34 En el derecho público colombiano, una entidad pública adscrita a un ministerio o departamento 
administrativo es una entidad con cierta independencia, pero jerárquicamente debajo del mi-
nisterio o departamento del cual depende. Por lo general, estas entidades no tienen personería 
jurídica ni presupuesto autónomo como sí tienen las entidades vinculadas, pero el grado de inde-
pendencia debe mirarse caso por caso. En el tema que nos ocupa, tanto la uariv como la Unidad 
GH�7LHUUDV�WLHQHQ�SHUVRQHUtD�MXUtGLFD�\�SUHVXSXHVWR�SURSLR��GHFUHWRV������\������GH�������
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migró al nuevo Registro Único de Victimas, administrado por la uariv. 
Otro cambio importante se tradujo en que el Grupo de Memoria Histórica 
(gmh), también creado por la Ley de Justicia y Paz, se convirtió a raíz de 
la Ley de Víctimas en una entidad autónoma (con presupuesto), el Centro 
Nacional de Memoria Histórica (cnmh), y como tal ha realizado también 
proyectos con las omd, en cuanto víctimas sobrevivientes del conflicto ar-
mado. Nuestro proyecto también fue contemporáneo a la publicación de 
nuevos informes del cnmh, que brindaron datos nuevos para nuestra investi-
gación (gmm 2010 y 2011; cnmh 2012 y 2013), y que de forma explícita, 
difundida ampliamente por los medios de comunicación, se referían a los 
desplazados como víctimas del conflicto armado. 

Estas y otras transformaciones institucionales importantes afecta-
ron los espacios de representación de las víctimas y de los funcionarios 
públicos con los cuales deliberaban. A nivel nacional, el cnaipd (Consejo 
Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada) se convirtió en 
el Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación a las Víctimas, con las 
mismas funciones (Decreto 0790 de 2012). Esta transformación bajó a lo 
local: los comités (distritales, municipales, departamentales) de atención 
a población desplazada se convirtieron en los comités territoriales de jus-
ticia transicional; las mesas (distritales, municipales, departamentales) de 
fortalecimiento a las organizaciones de población desplazada, en las mesas 
(distritales, municipales, departamentales) de víctimas, y la Mesa Nacional 
de Fortalecimiento a las Organizaciones de Población Desplazada, en la 
Mesa Nacional de Víctimas. 

Agudizando el efecto de inestabilidad producida por los cambios 
señalados, se eligieron nuevos representantes de la población desplazada 
para los espacios que requerían la participación de estos (las diversas mesas 
y comités). En el caso de la Mesa Nacional de Víctimas se realizó un agitado 
proceso de transición, que incluyó la elaboración e implementación de un 
protocolo para la participación de las víctimas en este nivel (resoluciones 
388 de 2013 y 588 de 2013 de la Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas).

Toda esta nueva institucionalidad forma parte del nuevo sector de la 
Inclusión Social y la Reconciliación, liderado por el Departamento Admi-
nistrativo para la Prosperidad Social (dps) y del que hacen parte el icbf, 
el cnmh, la anspe, la uariv y la Unidad de Consolidación Territorial. 
Adicionalmente, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 
(Prosperidad para Todos) se han formulado y aprobado varios documen-
tos Conpes que tienen como objetivo mejorar la situación de las mujeres 
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desplazadas, como son los documentos Conpes 3784 de 2013,35 161 de 
2013,36 3726 de 201237 y 3712 de 2011.38 Los documentos Conpes men-
cionados coexisten además con la Política Nacional de Derechos Humanos 
(“De la violencia a la sociedad de los derechos: propuesta de política inte-
gral de derechos humanos, 2014-2034”), coordinada por la Vicepresiden-
cia de la República. Estos documentos de políticas, en principio, dirigen la 
planeación y ejecución de los proyectos que llegan a las mujeres desplaza-
das, es decir, determinan los recursos públicos a los que pueden acceder y 
los programas de los que pueden ser beneficiarias.

Además de la nueva institucionalidad nacional, y de la adopción de 
nuevas políticas nacionales, durante el tiempo de observación hubo otros 
cambios importantes a nivel local. En el año 2011 tuvieron lugar las elec-
ciones locales (alcaldes y gobernadores), entonces el 2012 inició con nue-
vos gobiernos municipales y departamentales, los cuales adoptaron nuevas 
políticas y programas y tuvieron que implementar el nuevo marco norma-
tivo de atención y reparación a las víctimas. 

Otro cambio que afectó a las mujeres desplazadas fue el cierre de 
algunas de las oficinas de terreno de Acnur, como las de la Costa Atlánti-
ca y Barrancabermeja, dada la movilización de recursos a otras zonas del 
mundo donde los desplazamientos forzados recientes se han incrementa-
do.39 A nivel local, afectando directamente a las omd, se dio la transición 
de los piu (Planes Integrales Únicos) para población desplazada a los pat 
(Planes de Acción Territorial) para las víctimas, con los nuevos comités ya 
señalados. Las omd debían adaptarse a estas transformaciones para seguir 
siendo interlocutores del Estado y pedir ayuda para sus proyectos.

El proceso de paz con la guerrilla de las farc y la persistencia de los 
procesos de la desmovilización de los paramilitares también tuvieron efectos 
sobre las omd. El inicio de los diálogos de paz con las farc en La Habana y la 

35 “Lineamientos de política para la prevención de riesgos, la protección y garantía de los derechos 
GH�ODV�PXMHUHV�YtFWLPDV�GHO�FRQÁLFWR�DUPDGRµ�

�� “Equidad de género para las mujeres”.

37 “Lineamientos, plan de ejecución de metas, presupuesto y mecanismo de seguimiento para el 
Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas”.

�� ´3ODQ�GH�VRVWHQLELOLGDG�SDUD�OD�ÀQDQFLDFLyQ�GH�OD�/H\������GH�����µ�

39 De acuerdo con el informe anual del idmc-nrc��������������&RORPELD�GHMy�GH�VHU�HO�SDtV�FRQ�HO�PD\RU�
Q~PHUR�GH�SHUVRQDV�GHVSOD]DGDV�GHO�PXQGR��$KRUD�HVH�SXHVWR�OR�RFXSD�6LULD��FRQ��·��������GH�
personas desplazadas. Ese país, junto con la República Centroafricana, la República Democráti-
FD�GHO�&RQJR��1LJHULD�\�6XGiQ��DFXPXODQ�HO�����GH�ORV�UHFLHQWHV�GHVSOD]DPLHQWRV�HQ�HO�PXQGR��
6H�GHEH�DFODUDU�TXH�&RORPELD�VLJXH�WHQLHQGR�XQ�Q~PHUR�VLJQLÀFDWLYR�GH�SHUVRQDV�GHVSOD]DGDV�
�HV�HO�VHJXQGR�SDtV�GHO�PXQGR�FRQ�PD\RU�Q~PHUR�GH�SHUVRQDV�GHVSOD]DGDV���1R�REVWDQWH��ORV�
GHVSOD]DPLHQWRV�UHFLHQWHV�VRQ�VLJQLÀFDWLYDPHQWH�LQIHULRUHV�D�ORV�UHSRUWDGRV�HQ�ORV�PHQFLRQDGRV�
SDtVHV�DIULFDQRV�\�HQ�6LULD��GRQGH�HO�FRQÁLFWR�DUPDGR�VH�KD�DJUDYDGR��
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adopción del llamado Marco Jurídico para la Paz, que reformó la Constitu-
ción Nacional, también fueron importantes, en especial porque crearon la 
expectativa de nuevas y radicales transformaciones a nivel local y desviaron 
la atención nacional de la suerte de los desplazados. 

En medio de todos estos cambios, como investigadoras enfrentamos 
una y otra vez la misma pregunta: ¿Los programas y políticas del Estado co-
rresponden a los intereses de las omd que estamos estudiando? El tránsito 
a la Ley de Víctimas despertó muchas inquietudes. No teníamos claro si la 
transición beneficiaría o no a las omd: por una parte, por lo menos sobre el 
papel, parecía que el marco legal del desplazamiento, y en especial del liti-
gio estructural seguido por la Corte Constitucional, ofrecía mayores alivios 
de pobreza que el nuevo marco legal. En particular había desaparecido la 
referencia a la estabilización socioeconómica como el principal objetivo de 
la intervención estatal, después de la atención de emergencia. Este cambio 
nos parecía significativo pues, para las líderes más avezadas, esta referencia 
a la estabilización socioeconómica justificaba sus reclamos y enmarcaba la 
persistencia de la pobreza como una situación injusta. Si había desaparecido 
este marco de referencia, ¿qué pasaría con las mujeres desplazadas? 

Y el panorama se hacía menos claro a medida que se creaban las 
nuevas instituciones y estas adoptaban las políticas y programas correspon-
dientes. Muchas de las viejas políticas y programas parecían continuar con 
nuevos nombres. Incluso en términos de representación, las líderes que ve-
nían representando a la población desplazada a nivel local se habían adaptado 
a los nuevos espacios de representación y se llamaban a sí mismas víctimas. 
El mayor impacto en la vida de las omd parecía provenir de la posibilidad 
de la reparación que ahora se abría a través de la uariv, un dinero concreto 
en lugar de la expectativa de surtir un trámite engorroso para intentar el 
reconocimiento de la indemnización administrativa, prevista en el Decreto 
1290 de 2008, a la que muy pocos desplazados habían accedido. 

La reparación de las víctimas como solución a la pobreza

Tradicionalmente los desplazados, como otras víctimas, pueden de-
mandar al Estado colombiano por medio de una acción judicial ante la 
jurisdicción contencioso administrativa. Esta demanda se basa en la respon-
sabilidad extracontractual del Estado cuando su acción u omisión ha ge-
nerado unos daños concretos, y el monto al que acceden las víctimas, si el 
fallo es a su favor, varía según las circunstancias pero puede ser bastante 
alto. Sin embargo, es una vía que pocas personas escogen, puesto que requiere 
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tanto del acompañamiento de abogados expertos como de exigencias pro-
batorias significativas. Para la mayoría de las víctimas la posibilidad de una 
reparación no se encuentra por la vía judicial sino por la vía administrativa, 
es decir, directamente ante la rama ejecutiva y sin intermediación de un 
juez. En la vía administrativa no hay que probar que el Estado es respon-
sable, la indemnización se basa en el principio de subsidiaridad frente a la 
responsabilidad de los actores armados ilegales, incluyendo los grupos de 
narcotraficantes y otras organizaciones criminales. 

La reparación administrativa se contempla como un único pago por 
un monto limitado por la ley, al cual se le deducen los subsidios entregados 
a las personas desplazadas a título de reparación (por ejemplo, el de vivien-
da). El monto máximo está fijado en el Decreto 4800 de 2011, que regla-
menta le Ley de Víctimas: en su artículo 149 dice que independientemente 
de la estimación del monto para cada caso particular, la uariv puede reco-
nocer una indemnización por desplazamiento forzado hasta de diecisiete 
salarios mínimos mensuales legales. Si hay más violaciones de derechos, las 
personas desplazadas pueden acumular una reparación administrativa has-
ta por cuarenta salarios mínimos legales mensuales. Con el salario mínimo 
del 2014, que es de $616.000 pesos, quiere decir que a un desplazado se le 
puede reconocer una indemnización de $10’472.000 pesos, acumulables 
con otros hechos de que haya sido víctima hasta la suma de $24’640.000 
pesos. Las reparaciones son individuales de manera que la reparación de 
cada hogar depende del número de miembros afectados. A estos montos, 
como dijimos, se les restan los subsidios entregados por el Estado a título 
de reparación, por ejemplo, el subsidio de vivienda. Además, los benefi-
ciarios deben elaborar unos planes de inversión de este dinero (planes de 
asistencia y reparación individual) y reciben asistencia en ese sentido.

Entonces en nuestro análisis se presenta una disyuntiva que se puede 
formular de la siguiente manera: en teoría, antes de la Ley de Víctimas, el 
fin de la intervención estatal era la estabilización socioeconómica, entonces 
esta parecería ser superior a la entrega de un monto fijo (la reparación, que 
por definición podría o no resultar en la deseada superación de la pobreza). 
Sin embargo, en la práctica, las ayudas de estabilización socioeconómica ha-
bían resultado insuficientes y el problema de la pobreza persistía. Ante esta 
ineficacia se podría pensar que, quizá, la reparación actual se traduce en un 
alivio más efectivo. En ese sentido, la uariv anota en su informe de gestión 
del 2013 que en ese año se construyeron y acompañaron 137.907 planes 
de asistencia y reparación individual, planes que incluían la generación de 
ingresos. También informa que a 31 de diciembre del 2013 colocó 89.005 
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giros de indemnizaciones a víctimas por hechos diferentes al desplazamien-
to, por un monto de $561’297.000 de pesos, y que 8.981 hogares fueron 
indemnizados por desplazamiento forzado con un total de $44’007.000 de 
pesos, lo cual da un promedio de $49’000.000 de pesos por hogar.40

Además de estos montos, la generación de ingresos figura en la Ley 
de Víctimas tanto como asistencia y atención y como medida de reparación 
integral. Sin embargo, esto genera confusión frente a las instituciones respon-
sables: no es claro si para el Gobierno la generación de ingresos es responsa- 
 bilidad principal de las entidades encargadas de la atención, incluyendo en-
tonces a las entidades de nivel local, o si es parte de la reparación, que es 
responsabilidad de la uariv, entidad de nivel nacional. 

En el informe al Congreso entregado a inicios del 2014 y que da 
cuenta del periodo hasta el segundo semestre del 2013, la uariv dice que 
el componente de asistencia de generación de ingresos incluye: orientación 
ocupacional, formación para el trabajo y emprendimiento, fortalecimiento 
y vinculación laboral. Se basa en el artículo 65 de la Ley 1448 que contem-
pla un abanico ampliado de ayuda humanitaria y que parece tener la esta-
bilización socioeconómica como fin de la misma, incluyendo los diversos 
programas y paquetes de ayudas y la generación de ingresos. En esta medi-
da, los programas de empleo son parte de la ayuda humanitaria de transi-
ción que se canaliza a través de las entidades locales. Sin embargo, la misma 
ley ordena los programas y proyectos de generación de empleo como una 
medida de reparación, a cargo de la uariv, que es de nivel nacional, y entre 
las medidas de reparación, la uariv contempla el acompañamiento a los 
beneficiarios con sumas de dinero como reparación, para concretar pro-
yectos sostenibles de generación de ingresos. Ello sin entrar en el tema de 
restitución de tierras, que también corresponde al nivel nacional y, como 
se sabe, es aún incipiente en las asignaciones concretas de tierras, incluso 
en regiones que han sido declaradas seguras (macro y micro focalizadas).41 

Todavía no hay cifras que muestren que gracias a estas intervencio-
nes las víctimas de desplazamiento forzado han superado la línea de indi-
gencia, o de pobreza. Al escribir este texto, el Gobierno estaba realizando la 
segunda medición de los indicadores de goce efectivo de los derechos de 
la población desplazada, cuyos resultados estarán disponibles en el segundo 
semestre del 2014. En este momento los datos disponibles corresponden 

40 Estos datos se toman del Informe de gestión del 31 de diciembre del 2013 publicado por la uariv 
en su página web.

41 6HJ~Q�XQ�LQIRUPH�UHFLHQWH�GH�OD�)XQGDFLyQ�)RUMDQGR�)XWXURV�VyOR�HO������GH�ODV�VROLFLWXGHV�GH�
restitución de tierras han sido resueltas. Ver: El País (2014).
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a la última medición de los indicadores de goce efectivo de derechos de la 
población desplazada realizada en el 2010. Sin embargo, es muy probable 
que los datos no hayan cambiado dramáticamente. Las cifras de pobreza 
de esta población eran alarmantes en la última medición que se hizo en el 
2010. En ese primer seguimiento a la línea de base de los indicadores ged 
realizado por el Gobierno (2010:103) se encontró que sólo el 10,1% de los 
hogares de población desplazada estaba por encima de la línea de pobreza 
(2,48% más que en el 2008) y que el 54,52% de los hogares de población 
desplazada se hallaba por encima de la línea de indigencia (2,63% menos 
que en el 2008, lo que evidencia un retroceso en este indicador).42 También 
se encontró (2010:110) que para junio del 2010 la tasa de ocupación na-
cional de la población desplazada era de 45,8% y la tasa de desempleo de 
18,8%. Estos valores fueron comparados con los datos del estrato 1 de las 
cabeceras municipales, de la encuesta continua de hogares del dane del 
primer semestre del 2010, y se concluyó que en materia de empleo la po-
blación desplazada se encontraba en peores condiciones que los hogares más 
pobres de las cabeceras municipales del país.43 

En este momento, y a partir de la Ley de Víctimas, la principal es-
peranza de superación de la pobreza de las mujeres desplazadas parece fin-
carse en recibir la eventual reparación. Es claro que el número de planes de 
asistencia y reparación individual, así como los giros de reparación, empiezan 
apenas a beneficiar el enorme universo de víctimas registradas.

Las políticas de estabilización socioeconómica, empleo y 
generación de ingresos para mujeres desplazadas y vulnerables

Además de la reparación, hay un interés en el Gobierno por la gene-
ración de ingresos que parece tomar el lugar de la estabilización socioeco-
nómica. Así, en un informe de la uariv con datos a corte de mayo del 2012, 
el Gobierno dice que los programas de generación de ingreso buscan ga-
rantizar la estabilización socioeconómica.44 El informe dice textualmente: 
“Los programas que el Gobierno Nacional adelanta en materia de genera-
ción de ingresos tienen el objetivo primordial de brindar garantías de esta-
bilización socioeconómica a la población vulnerable del país”. Sin embargo, 

42 Econometría Consultores & s.e.i����������

43 /RV�PiV�SREUHV�HQ�SURPHGLR� ÀJXUDEDQ�FRQ�XQD� WDVD�GH�RFXSDFLyQ�GHO������� \�XQD� WDVD�GH�
GHVHPSOHR�GHO�������

44 'LVSRQLEOH� HQ�� KWWS���UQL�XQLGDGYLFWLPDV�JRY�FR�VLWHV�GHIDXOW�ÀOHV�'RFXPHQWRV�$QiOLVLVB*HQH-
UDFLRQB,QJUHVRV�����������SGI
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este mismo informe muestra lo insuficientes que son los programas de 
generación de ingresos, que, por ejemplo, en el 2011 beneficiaron solamen-
te a 2.368 personas. Aun así vemos que el Gobierno tiene una serie de 
programas cuyo objetivo es mejorar el emprendimiento en las familias más 
pobres del país, lo cual hacía pensar una vez más en una mejoría en la situa-
ción de pobreza de las omd. A continuación abordaremos este punto con 
mayor detalle.

En el 2009, al final del Gobierno de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010), 
se aprobó un documento Conpes estipulando la política de generación de 
ingresos para la población en situación de pobreza extrema y/o desplaza-
miento, sin diferenciar entre ellas (Conpes 3616/2009). El énfasis se dio 
en la capacitación (“mejorar la oferta de mano de obra”, p. 2) más que en 
generar nuevos empleos o intervenir en el mercado laboral directamente a 
través de estímulos a la contratación o de la contratación directa de mano 
de obra no calificada (descrito como “potenciar la demanda”, p. 2). 

El énfasis de la intervención del Gobierno en la cualificación de la 
oferta más que en la demanda se ha mantenido a pesar de la transición de 
un Gobierno (Álvaro Uribe Vélez) a otro (Juan Manuel Santos). Así, en el 
2014, el sitio de internet del Departamento Nacional de Planeación, que 
da cuenta de la actividad del Gobierno en la generación de ingresos para la 
población desplazada y en pobreza extrema, se tiene como norte el Conpes 
3616 de 2009, y los programas siguen enfocados en mejorar la oferta a 
través de capacitaciones e intermediación laboral y en potenciar el empren-
dimiento a través de diversos programas.45 

Con un poco más de treinta mil afiliadas, el programa de Mujeres 
Ahorradoras, que no se dirige en especial a mujeres desplazadas, es el pro-
grama de generación de ingresos de mayor cobertura del Gobierno Nacio-
nal.46 Sin embargo, atendiendo al número de mujeres desplazadas en edad 
de trabajar en el país, esta cobertura es sin duda alguna insuficiente.47 

45 Estos programas, sin embargo, no se dirigen a las mujeres desplazadas en particular, sino a las 
mujeres en extrema pobreza en general, y tienen las muchas limitaciones de este tipo de progra-
mas para la superación de la pobreza en medio de un problema estructural de falta de empleo 
GHFHQWH�SDUD�HVWH�VHFWRU�GH� OD�SREODFLyQ��9HU��SRU�HMHPSOR��6XVDQ�)��)HLQHU� \�'UXFLOOD�.��%DUNHU�
��������

�� Datos disponibles en el sitio web del Departamento Nacional de Planeación: www.dnp.gov.co

47 Desafortunadamente, la Red Nacional de Información de la uariv no brinda al público la posibi-
lidad de consultar las cifras del ruv�FUX]DQGR�GLIHUHQWHV�YDULDEOHV��SRU�HMHPSOR��JpQHUR�\�HGDG���
En la actualidad, en el aplicativo disponible al público, vía internet, no es posible saber cuántas 
mujeres desplazadas están inscritas en el ruv, ni cuántas de ellas son mayores de edad. Estos 
cruces de variables sólo son aplicables al total de víctimas registradas, no a las víctimas de des-
SOD]DPLHQWR�IRU]DGR��&RQ�FRUWH�DO���GH�PD\R�GHO�������HO�������GH�ODV�YtFWLPDV�LQFOXLGDV�HQ�HO�ruv 
VRQ�PXMHUHV���·���������\�HO�������GHO�WRWDO�GH�YtFWLPDV��VLQ�GLVWLQFLyQ�GH�JpQHUR��HVWiQ�HQWUH�
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Tanto el Gobierno del presidente Uribe como el del presidente San tos 
han insistido en que no existe una diferencia significativa entre el problema 
de los ingresos de los desplazados y de las demás personas en situación de 
pobreza extrema.48 Entonces, según esta perspectiva, no se justifica un pro-
grama distinto para estos y, en consecuencia, tampoco se justifica para las 
mujeres desplazadas. Pero esta no es la percepción de las mujeres que per-
dieron su nivel de vida anterior y el trabajo de muchos años. 

La debilidad de las políticas de generación de empleo y de ingresos 
para las mujeres desplazadas no ha encontrado un contradictor fuerte en la 
Corte. En ninguno de los autos de seguimiento la Corte se ha preocupado 
por presionar al Gobierno en el tema de la política de generación de em-
pleo y generación de ingresos para las mujeres desplazadas. Es cierto que el 
Auto 092 de 2009 se dirige especialmente a las mujeres, mencionando la 
especial dificultad de las mujeres desplazadas para superar la línea de la in-
digencia, en particular cuando son las jefas de hogar. También es cierto que 
entre las órdenes del auto se encuentra la adopción de un programa para este 
fin,49 pero no hay mayor seguimiento a las razones por las cuales este pro-
grama nunca ha existido. En su siguiente auto sobre mujeres desplazadas, 
el Auto 098 de 2013, adoptado por la Corte en el 2013, esa corporación 
se enfoca en los derechos a la vida, integridad y seguridad personal de las 
mujeres desplazadas, pero no se adentra en el punto de la generación de 
ingresos o de la política de empleo del Gobierno Nacional.

Si bien la Corte no ha criticado el contenido de la política públi-
ca en esta materia, sí ha señalado que sus efectos positivos son escasos y 
que no se dirige en especial a la población desplazada. En el Auto 219 de 
2011, la Corte se refirió a estos problemas de la política de generación de 
ingresos, como ya lo había hecho en el Auto 008 de 2009. Sobre el Conpes 
3616 de 2009, la Corte dice que este no prioriza la situación de la pobla-
ción desplazada, y que destina muy poco presupuesto a esta población 
de forma específica. Dice la Corte en el párrafo 106 del Auto 219 que el 
Conpes 3616 es “un listado desarticulado de programas que no constituye 
una estrategia realista que parta de las características de la población des-

ORV�GLHFLRFKR�\�VHVHQWD�DxRV�GH�HGDG���·��������SHUVRQDV���7HQLHQGR�HQ�FXHQWD�TXH�HQ�OD�DFWXD-
OLGDG�ODV�YtFWLPDV�GH�GHVSOD]DPLHQWR�IRU]DGR�FRQVWLWX\HQ�HO��������GH�ODV�YtFWLPDV�UHJLVWUDGDV��
se podría suponer que hay alrededor de 2’700.000 mujeres desplazadas en el ruv, sin distinción 
de edad. 

�� Ver: Primer informe de avance del Gobierno al Auto 219 de 2011.

49 ´3URJUDPD�GH�$SR\R�D�ODV�0XMHUHV�'HVSOD]DGDV�TXH�VRQ�-HIHV�GH�+RJDU��GH�)DFLOLWDFLyQ�GHO�$F-
ceso a Oportunidades Laborales y Productivas y de Prevención de la Explotación Doméstica y 
Laboral de la Mujer Desplazada”.
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plazada”. En esto está de acuerdo con la Comisión de Seguimiento y con la 
Defensoría del Pueblo. Además, la Corte cita (párrafo 111) la intervención 
de la Defensoría del Pueblo en las sesiones técnicas regionales, reportando 
que el avance en generación de ingresos era muy bajo, lo cual reflejaba la 
desatención a la obligación de proteger el derecho a la subsistencia.50 Entre 
las órdenes del Auto 219 de 2011 está la reformulación de la política de 
generación de ingresos, si bien no dice de forma específica cómo se debe 
reformar ni cuál es la debilidad de su contenido y cobertura, ni sugiere un 
estímulo a la demanda y no sólo la capacitación de la oferta.51

Dos documentos Conpes más recientes demuestran la persistencia 
del enfoque de cualificación de la oferta que no tiene en consideración a las 
mujeres pobres en general ni a las desplazadas en particular. El documen-
to Conpes 3726 de 2012, también conocido como el Plan Nacional de 
Atención y Reparación Integral a Víctimas, ubica la generación de ingresos 
tanto como parte del componente de asistencia (p. 21) como en la ruta 
de reparación individual (p. 24). Destina miles de millones de pesos para 
generación de ingresos en el periodo de la vigencia del plan: $5’392.000 
de pesos para empleo y generación de ingresos (p. 36) y dice que el Mi-
nisterio de Trabajo debe tener un programa de generación de empleo rural 
y urbano. Estos lineamientos, sin embargo, no aparecen ejecutados en el 
informe del Gobierno a la Corte Constitucional en el 2013. Por su parte, 
el documento Conpes 3784 de 2013 hace un diagnóstico detallado de las 
necesidades de asistencia de estas mujeres.52 Sin embargo, tampoco analiza 
las causas de la insuficiencia de las medidas tomadas en el tema de ingre-
sos y se limita a sugerir la priorización de las mujeres en los programas 
de enganche laboral y de generación de ingresos, sin destinar presupuesto 
adicional al de las entidades para hacerlo (p. 52).

50 El Auto 219 también reporta una serie importante de discrepancias en los datos estadísticos de 
los informes sectoriales, en tensión con los datos de la Comisión de Seguimiento a la Política 
Pública sobre Desplazamiento Forzado.

51 La orden décima del Auto 219 de 2011 solicitó al director del Departamento de Planeación Na-
FLRQDO��dnp��OD�SUHVHQWDFLyQ�GH�XQ�LQIRUPH�VREUH�OD�SROtWLFD�GH�JHQHUDFLyQ�GH�LQJUHVRV�TXH�UHV-
ponda a las inquietudes expuestas en el auto. El dnp produjo tres informes en cumplimiento de 
HVWD�RUGHQ��SHUR�HQ�HOORV�VyOR�VH�GHVFULEHQ�ORV�SURFHVRV�GH�GLVHxR�GH�OD�UXWD�GH�JHQHUDFLyQ�GH�
LQJUHVRV�SDUD�ODV�YtFWLPDV�GHO�FRQÁLFWR�DUPDGR��UHVSRQVDELOLGDG�GH�OD�uariv��\�OD�PDQHUD�FRPR�
dentro de esta ruta se recogerá la información necesaria para luego trabajar, una vez más, sobre 
la oferta laboral. No se hace referencia a la generación de demanda, de subsidios a la demanda 
ni adecuación de la demanda a las necesidades de las mujeres como principales cuidadoras 
de los hijos, ni de apoyo a las mujeres en el cuidado de los hijos por medio de la ayuda de sus 
parejas y del Estado mismo. 

52 ´3UHYHQFLyQ�GH�ULHVJRV�SURWHFFLyQ�\�JDUDQWtD�GH�ORV�GHUHFKRV�GH�ODV�PXMHUHV�YtFWLPDV�GHO�FRQÁLFWR�
armado”.
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Por otra parte es necesario tener en cuenta que incluso si el Gobier-
no tuviera una política agresiva para estimular la demanda laboral, y conse-
guir trabajo para las mujeres desplazadas, ello no garantiza una protección 
contra la pobreza. En un informe del 2013, el dnp analiza la política de 
generación de ingresos y señala que tener un empleo no necesariamente 
permite superar la línea de la pobreza extrema.53 Hay varias razones por las 
cuales el empleo formal no es garantía suficiente para superar la línea de la 
pobreza extrema. Una razón es, evidentemente, los bajos salarios formales 
e informales. Otra razón importante por la que el empleo formal no basta 
para superar la pobreza es la alta tasa de dependencia, es decir, la cantidad 
de personas que deben vivir de un solo salario mínimo, en especial en ho-
gares donde hay mujeres adultas que no generan ingresos. La razón por la 
cual esto es así parece estar relacionada con una serie de causas complejas: 
por una parte, la baja escolarización de las mujeres pobres y la falta de traba-
jos no calificados para ellas. Pero, por otra parte, la causa está directamente 
relacionada con sus responsabilidades de cuidado de los niños y niñas (que 
a su vez son también dependientes). Estas responsabilidades se convierten 
en un obstáculo para la generación de ingresos por razones variadas, como 
son la falta de apoyo de la pareja en el cuidado de los hijos y el hogar, la 
ausencia de ayudas directas para el cuidado de los hijos pequeños, los ho-
rarios poco flexibles y la escasa limitación de las horas extras que impiden 
regresar al hogar a tiempo para cuidar de los niños y niñas. 

En suma, el enfoque adoptado para la generación de ingresos no pa-
rece haber cambiado de forma sustancial desde el Gobierno de Álvaro Uribe. 
El Plan de Desarrollo de Gobierno de Juan Manuel Santos para el cuatrie-
nio 2010-2014 contempla la generación de ingresos como componente 
central de su política para la población víctima de desplazamiento forzado. 
Este componente, sin embargo, como en el documento Conpes 3616 de 
2009, se sigue enfocando en la cualificación de la oferta y deja de lado 
la demanda, donde, como resulta del anterior análisis, radica en parte el 
problema de las mujeres desplazadas, ya que los empleos existentes no se 
adaptan a sus responsabilidades de cuidado de niños y niñas. Por ejemplo, 
no se habla de la necesidad de ampliar la cobertura de los jardines infantiles 
o el horario de los colegios o de ofrecer alivios tributarios —más atractivos 

53 Departamento Nacional de Planeación, Recomendaciones del dnp a la Misión de Generación de 
LQJUHVRV��DJRVWR�GHO�������'LVSRQLEOH�HQ��KWWS���ZZZ�GQS�JRY�FR�/LQN&OLFN�DVS["ÀOHWLFNHW )H3:
JHLJK[���G	WDELG ����
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que los que ya ofrece la Ley 1429 de 2011— a las empresas que contraten 
a mujeres desplazadas.54

Al examinar entonces las responsabilidades que asume el Estado 
frente a las mujeres desplazadas, y frente a su acuciante pobreza, llegamos 
a la conclusión que la misma política pública se concentra con mayor éxito 
en la provisión de ayudas puntuales en los temas de salud, acceso a la educa-
ción y transferencias condicionales de Familias en Acción, dejando de lado 
el tema de una efectiva intervención para lograr la generación de ingresos. 
Las mujeres desplazadas, y sus hijos, se benefician de programas de amplia-
ción de la cobertura en educación y salud, y de Familias en Acción, de las 
cuales se han beneficiado también las demás personas en situaciones de 
extrema pobreza. 

En lo que se refiera a la vivienda y los ingresos, necesidades centrales 
para estas mujeres, el Estado, por lo general, asume un papel secundario y 
deja el protagonismo de la solución de los problemas a los mercados formales 
e informales de vivienda, en los cuales la autoayuda y la solidaridad se con-
vierten en el principal alivio a la pobreza. Así, la vivienda se traduce en la 
vivienda informal de autoconstrucción, a menos que se tenga la suerte (y 
en cierta medida es una lotería) de acceder a un subsidio del Gobierno o a 
una de las “casas gratis” entregadas por el Gobierno Nacional, en conjun-
ción con los gobiernos municipales. En lo que se refiere a los ingresos, la 
principal fuente de ingresos, siempre insuficientes, sigue siendo el empleo 
informal, que no requiere educación formal y permite a las mujeres seguir 
atendiendo sus responsabilidades frente a los niños y niñas a su cuida-
do. Este se combina para muchas con las transferencias condicionales de 
Familias en Acción. Entonces la organización de base, la solidaridad y la 
búsqueda permanente de proyectos son una forma de sobrevivir y una 
manifestación más de los vacíos y las debilidades de la política pública 
estatal de generación de ingresos para la población desplazada y, de manera 
particular, para las mujeres desplazadas. 

54 La Ley 1449 de 2011, artículos 10 y 11, permite descontar del impuesto a la renta los aportes de 
QyPLQD�GH�ODV�SHUVRQDV�GHVSOD]DGDV�\�GH�ODV�PXMHUHV�PD\RUHV�GH�FXDUHQWD�DxRV�TXH�QR�KD\DQ�
WUDEDMDGR�HQ�HO�DxR�DQWHULRU�\�GH�ODV�PXMHUHV�FDEH]D�GH�IDPLOLD�TXH�VH�FRQWUDWHQ��6LQ�HPEDUJR��
HO�PLVPR�EHQHÀFLR�VH�UHFLEH�SRU�FXDOTXLHU�HPSOHDGR�TXH�VH�WHQJD�GHYHQJDQGR�����R�PHQRV�GHO�
salario mínimo y aparezca por primera vez cotizando a la seguridad social. 
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Conclusión: los límites de la organización de 
base para el alivio de la pobreza

El propósito de esta caracterización fue reconocer quiénes son y qué 
buscan las mujeres desplazadas que, organizadas, se acercaron a los espa-
cios participativos abiertos por el proceso de litigio estructural de la T-025 
de 2004. A partir de las entrevistas semiestructuradas con las líderes de 
organizaciones de mujeres desplazadas en varios de estos espacios oficiales 
y no oficiales, así como de una recolección de datos en prensa, literatura 
secundaria y voz a voz, en los años 2011 y 2012, concluimos que se trata 
de organizaciones de mujeres de base cuyo objetivo principal es la supera-
ción de la pobreza que trajo consigo el desplazamiento forzado. Para ello se 
asocian de diferentes formas y realizan una variedad de actividades dentro 
del repertorio que hemos identificado como autoayuda, generación de in-
gresos y acceso a subsidios, y litigio y representación política. 

La respuesta a nuestra pregunta respecto a si la organización de base 
puede aliviar la situación de pobreza de las mujeres desplazadas es, a partir 
de la caracterización de las organizaciones, que alivia la pobreza pero no la 
resuelve. Las razones por las que no la resuelve ameritan una mayor inves-
tigación. Un factor ciertamente es la enorme dificultad de las personas des-
plazadas para acceder a un empleo fijo o a un emprendimiento sostenible, 
y la falta de una robusta política de empleo y de generación de ingresos 
sos tenibles para esta población, lo que tiene como resultado que —a pesar 
de la organización de base— el desplazamiento sigue siendo “el camino sin 
retorno hacia la pobreza” (Ibáñez 2008). Además, la organización de base 
crea riesgos de seguridad que se manifiestan como amenazas y atentados 
cuyas causas y protagonistas no han sido identificados, haciéndola aún más 
costosa. 

En este momento es necesario señalar los límites de la presente inves-
tigación y, por lo tanto, de sus conclusiones. Primero, la forma de recoger in-
formación dejó por fuera las organizaciones menos visibles, es decir, las que 
no eran muy conocidas por los funcionarios públicos de nivel nacional, los 
funcionarios de ong, de cooperación internacional y agencias del Sistema 
de Naciones Unidas, ni por otras omd más grandes. Además, dejamos por 
fuera del ejercicio, al concentrarnos en las organizaciones de base, a las im-
portantes organizaciones no gubernamentales (ong), que han jugado un 
papel determinante en la denuncia de la crisis humanitaria que afecta a las 
mujeres desplazadas, y que también han tenido enorme liderazgo frente a 
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la Corte Constitucional y las instituciones gubernamentales.55 Estas ong, 
a menudo conocidas en la cotidianeidad de las organizaciones de base como 
“defensoras de derechos humanos”, se diferencian de las organizaciones de 
base, primero, por el liderazgo de profesionales que están en capacidad de 
interactuar en condiciones de igualdad con las y los funcionarios públicos 
y, segundo, porque sus miembros son en su mayoría profesionales de clase 
media.56 En esta medida, y a pesar de las alianzas que trazan con las muje-
res de base, no tienen los mismos problemas de pobreza.

Tampoco incluimos en el estudio las redes entre organizaciones de 
base. No lo hicimos por dos razones, primero, porque las redes a menudo 
implican colaboraciones entre ong y organizaciones de base, de manera 
que es difícil separar la actuación de las profesionales de las ong de las mu-
jeres de base;57 segundo, porque el estudio de redes requiere una metodo-
logía diferente a las entrevistas semiestructuradas que teníamos planteadas, 
ya que hay que aproximarse a las interacciones entre los miembros de las 
redes y a las diferencias y similitudes entre ellos.58 Esto hubiera requerido 
otro tipo de estudio y más recursos de los que teníamos. Consideramos, 
sin embargo, que esta es una limitación de la presente caracterización que 
debe suplirse con estudios futuros.

A pesar de estas limitaciones consideramos que las conclusiones son 
útiles para que, a partir de un reconocimiento más abierto de la naturaleza 
de la organización de base, las políticas públicas brinden respuestas más ade-
cuadas a las necesidades de las mujeres desplazadas organizadas. En nuestro 
estudio encontramos una gran resistencia por parte de los profesionales de 
clase media tanto del Gobierno como de las ong para aceptar que la prio-
ridad de las mujeres desplazadas es aliviar la pobreza de sus familias y co-
munidades, y que hacia ese fin dirigen los esfuerzos de sus organizaciones. 
Cuando esto se enunciaba lo interpretaban como una actitud apolítica que 
buscaba la asistencia y no la transformación social. Parece ser más digno en 
ocasiones pretender que no hay tal problema de pobreza. 

55 Algunas de las más conocidas en Colombia, y que no forman parte de la caracterización de este 
WH[WR��VRQ��OD�5HG�1DFLRQDO�GH�0XMHUHV��OD�5XWD�3DFtÀFD��OD�,QLFLDWLYD�GH�0XMHUHV�SRU�OD�3D]��imp���OD�
/LJD�,QWHUQDFLRQDO�GH�0XMHUHV�SRU�OD�3D]�\�OD�/LEHUWDG��/LPSDO���6LVPD�0XMHU��+XPDQDV��OD�&RUSR-
ración Casa de la Mujer y Codhes.

�� Sin embargo, publicamos tres estudios de caso en la Serie Justicia Global sobre estas ong��/HPDL-
WUH�������

57 /RV�HMHPSORV�PiV�QRWDEOHV�GH�HVWDV�UHGHV�PL[WDV�VRQ��D�QLYHO�QDFLRQDO��OD�5XWD�3DFtÀFD��anmucic, 
Afrodes, la onic��OD�,QLFLDWLYD�GH�0XMHUHV�SRU�OD�3D]��imp��\�OD�0HVD�0XMHU�\�&RQÁLFWR�$UPDGR��$�QLYHO�
UHJLRQDO�HQFRQWUDPRV�D�OD�$VRFLDFLyQ�GH�0XMHUHV�GHO�2ULHQWH�$QWLRTXHxR��amor��\�OD�$OLDQ]D�'H-
partamental de Mujeres Tejedoras de Vida en el Putumayo.

�� (O�FOiVLFR�LQWHUQDFLRQDO�GHO�HVWXGLR�GH�UHGHV�GH�DFWLYLVWDV�HV�.HFN�\�6LNNLQ���������1R�UHYLVDPRV�
la literatura nacional sobre este tema ni profundizamos en la internacional.
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Así, por ejemplo, en los espacios de participación que se abrieron 
con ocasión de la Sentencia T-025 de 2004 y de la Ley de Víctimas y de 
Restitución de Tierras (Ley 1448 de 2011) se espera que las líderes presen-
ten sus puntos de vista y experiencia como un aporte a la elaboración de la 
política pública, o de su implementación y seguimiento, pero no se les dan 
apoyos específicos para la superación de la pobreza.59 Las ayudas que sí se 
dan son para las invitadas a estos espacios de participación, como el pago 
de pasajes, hoteles y comidas y en ocasiones de incentivos de participación 
en dinero, creando tensiones entre las líderes, que sí reciben estos dineros, 
y la base, que queda excluida de ellos. Pero el uso de este dinero para las 
familias, como la práctica común de llevarse parte de la comida ofrecida en 
los talleres para la casa, no es del todo comprendida por los organizadores 
de este tipo de eventos. 

El desconocimiento de la naturaleza de las omd como organizacio-
nes de base de personas pobres también alimenta una tensión de clase que 
vimos en las reuniones organizadas por el Gobierno Nacional y los 
gobiernos locales entre organizaciones de víctimas y ong de defensores 
de víctimas, tensiones que se extienden a la relación entre las víctimas y 
los funcionarios públicos. Repetidamente oímos la queja entre las mu-
jeres desplazadas que los y las profesionales, fueran de ong o funciona-
rios públicos, recibían un sueldo por hacer el mismo trabajo que ellas, 
como líderes comunitarias, debían hacer sin compensación. También 
escuchamos críticas por parte de las profesionales que cuestionan a las 
líderes por trabajar primero para ellas mismas y no para su comunidad, 
sin que plantearan cómo esperaban que estas personas superaran su 
situación de pobreza a partir del trabajo que realizan casi de tiempo 
completo y sin remuneración alguna.

La negación de que es prioritaria la superación de pobreza do-
mina los ambientes donde se desarrollan las actividades de litigio y de 
participación política de las omd. Lo que se plantea también con el lugar 
secundario que ocupa la generación de ingresos en el proceso de vigi-
lancia de la superación del estado de cosas inconstitucional, y las accio-
nes del Gobierno en ese sentido. La negación de esta necesidad también 
está presente en muchas actividades que sí generan recursos, pero que 
no se plantean como generadoras de recursos per se, por ejemplo, reci-
bir fondos para hacer talleres de memoria histórica o para participar en 

59 3DUD�XQ�DQiOLVLV�GHWDOODGR�GH�HVWD�GLQiPLFD�YHU��-XOLHWD�/HPDLWUH�5LSROO��������
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encuentros con funcionarios públicos o para colaborar en una investi-
gación académica. En estos, sólo la venta casi vergonzante de artesanías 
y productos de comida y ver a las mujeres empacar cuidado samente el 
almuerzo gratuito que se les brinda para llevar a la casa recuerda que las 
mujeres que participan en estos espacios enfrentan enormes problemas 
de pobreza. 

El tema de la acuciante pobreza se limita a aquellas actividades 
que son abiertamente “de generación de ingresos” y a los programas de 
superación de la pobreza, independientes de los reclamos de derechos. 
Ello tiene el costo enorme de cerrar los vasos comunicantes entre los 
espacios de defensa de los derechos de la población desplazada y los es-
pacios dedicados a la efectiva superación de la pobreza. 

Así, una propuesta que surge de la caracterización hecha es que 
la participación de las omd se plantee como la participación de organi-
zaciones cuyo interés principal, y legítimo, de sus miembros es la supera-
ción de la pobreza que les trajo el desplazamiento forzado o que se agravó 
con ocurrencia del mismo. Sin embargo, se sugiere que se haga a partir 
de la concepción compleja planteada por la Corte Constitucional de la 
vida digna: vivir sin humillaciones, vivir como se quiere y vivir bien. 
También es parte de la conclusión de este trabajo que los presentes pro-
gramas de Gobierno son vastamente insuficientes para responder a la 
pobreza de las mujeres desplazadas y sus expectativas.

El apoyo a estas organizaciones, creemos, debe partir primero de 
la investigación sobre las formas exitosas de superar la pobreza a través 
de la organización de base, y de propuestas que permitan integrar esta 
preocupación a los debates políticos y jurídicos sobre el desplazamiento 
forzado. Las organizaciones de base de personas pobres alrededor del 
mundo nos enseñan que la organización de base es efectiva para la supe-
ración de la pobreza y, en general, para el desarrollo sostenible y equitativo, 
y que esta efectividad no se limita a la generación de ingresos sino también 
a sus efectos positivos sobre una política democrática. Este conocimiento, 
junto con un replanteamiento de la política de generación de empleo y de 
ingresos que incluya a las mujeres desplazadas, puede aportar a la supera-
ción de su pobreza y al goce de una vida digna (en términos de la Corte 
Constitucional, viviendo bien, como se quiere y sin humillaciones).
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ANEXO 1 
Comparación de indicadores de 
Goce Efectivo de Derechos (ged)
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Al inicio del 2014 decidimos realizar un ejercicio para examinar el 
tránsito de la regulación del desplazamiento forzado a la Ley de Víctimas. 
El ejercicio consistió en comparar los indicadores propuestos en el 2013 por 
el Gobierno para medir su ejecución de las órdenes de la Corte Constitu-
cional después de la Ley de Víctimas, con los que había aprobado la Corte 
luego de la T-025 de 2004. Para la comparación partimos de aquellos indi-
cadores de resultado que reflejan la garantía efectiva del derecho a la subsis-
tencia, según es entendido por las omd que estudiamos: derecho a la salud, 
educación, vivienda, subsistencia y estabilización social y económica. Segui-
damente los comparamos con los propuestos por el Gobierno Nacional en 
el 2013 en este mismo sentido (ver tablas 1 y 2 más adelante).1 Creemos 
que este ejercicio es una buena aproximación a la comparación entre los 
pro gramas anteriores y los posteriores a la Ley de Víctimas, ya que, prime-
ro, miden la situación de pobreza y su eventual superación; segundo, se 
plantean en términos de derechos; y, tercero, se basan en los programas de 
Gobierno existentes. 

1 3XEOLFDGRV�SRU�HO�'HSDUWDPHQWR�1DFLRQDO�GH�3ODQHDFLyQ�HQ�HO�VLJXLHQWH�OLQN��KWWSV���ZZZ�GQS�
JRY�FR�3RO�&��$'WLFDVGH(VWDGR�3RO�&��$'WLFDGH$WHQFL�&��%�QD3REODFL�&��%�Q9�&�
�$'FWLPD�,QGLFDGRUHVGH*RFH(IHFWLYRGH'HUHFKRV�DVS[�� (VWD� FRPSDUDFLyQ� VH� GHEH� WRPDU� FRQ�
mesura, ya que si bien el Gobierno utiliza los indicadores de ged frente a la Corte Constitucional, 
a nivel interno tiene también otra batería de indicadores de gestión que surgen del Plan Nacional 
de Desarrollo y del Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a Víctimas, que están integra-
dos en estos propuestos a la Corte, pero que en algunos sentidos son más amplios.
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Así, al comparar ambas baterías de indicadores (ver tablas 1 y 2), 
anteriores y posteriores a la Ley 1448 de 2011, vemos algunas diferencias 
importantes que reflejan los cambios, a menudo positivos, en las prioridades, 
políticas y programas del Gobierno. La batería propuesta en el 2013 es más 
amplia en muchos sentidos. Por ejemplo, en el derecho a la salud incluyen 
la efectiva recepción de la atención y no sólo la afiliación al Sistema de 
Seguridad Social de Salud; el derecho a la educación contempla nuevos in-
dicadores sectoriales, más sofisticados y amplios, como el ser beneficiarios 
de créditos y los puestos en las pruebas Saber; el derecho a la alimentación 
es más completo e incluye el número de calorías y la calidad de los alimentos 
como derecho; y el derecho al trabajo y generación de ingresos, a su vez, 
incluye una mayor batería de indicadores sectoriales que contemplan, por 
ejemplo, la nueva acción del Gobierno en la  intermediación laboral.

Al mismo tiempo, la comparación revela vacíos que, por lo menos 
sobre papel, pueden representar un retroceso para la posibilidad del alivio 
a la pobreza. El más significativo es la eliminación de la estabilización so-
cioeconómica como indicador del goce efectivo de derechos. Sin embargo, 
hay que tener en cuenta que la medición de este derecho ha sido muy con-
troversial. El Auto 109 de 2007 incluye un índice a partir de nueve indica-
dores ged que propuso el Gobierno (ver párrafos 26 y 70), compuesto por 
los derechos a la (i) vivienda, (ii) salud, (iii) educación, (iv) alimentación, 
(v) generación de ingresos, (vi) identidad, (vii) vida, integridad personal, 
libertad y seguridad personal, (viii) participación e integración local y (ix) 
reparación. En este punto, el Auto 109 tiene una inconsistencia, que es 
que, si bien aprobó el índice de estabilización socioeconómica, en ese mis-
mo auto no aprobó la forma de medir los componentes de ese índice (de 
los nueve iged inicialmente propuestos por el Gobierno como componen-
tes del índice, la Corte sólo adoptó seis). Entonces una posible explicación 
para la eliminación de este indicador es la consecuente dificultad para su 
medición y para obtener cifras altas de cobertura en el goce efectivo de 
este derecho, dado que depende de los resultados alcanzados en los dere-
chos que a su vez lo componen. Consideramos que fue reemplazado por 
el conjunto de indicadores que persisten, incluyendo el de generación de 
ingresos. La pregunta es si este reemplazo sí resulta en la superación de la 
pobreza medida directamente por la estabilización socioeconómica.

Hay algunas razones para pensar que el cambio, en términos de 
pobreza, no beneficia a las mujeres desplazadas. Veamos la propuesta entre-
gada por el Gobierno a la Corte en el 2013: en ella el control prenatal deja 
de ser un indicador sectorial para el goce efectivo del derecho en salud, y 
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el indicador de vivienda, que antes era al goce de la vivienda, se traduce en 
indicadores sectoriales de recepción de subsidios en relación con el número 
de postulados al mismo. Ello deja de lado problemas como las barreras a 
la aplicación a los subsidios o la integración de los desplazados al diseño 
de los subsidios. Otra razón para pensar que estos nuevos indicadores son 
problemáticos es la medición del derecho al trabajo y la generación de 
ingresos. Vemos que de un lenguaje de vinculación laboral como medición 
del goce del derecho al trabajo, se pasa a un lenguaje de recepción de una 
oferta de trabajo. Ello no tiene en cuenta que la razón para no aceptar un 
trabajo se puede deber a la falta de adecuación del trabajo a las necesidades 
de muchas mujeres (remuneración insuficiente, horarios, cercanía a los co-
legios o al jardín infantil, disponibilidad de transporte, etc.). 

Los indicadores propuestos por el Gobierno son indicativos de sus 
programas para las mujeres desplazadas. De hecho, los indicadores secto-
riales se tienden a construir sobre los programas existentes. Y varios ya han 
sido señalados como deficientes por la Corte Constitucional. Por ejemplo, 
en el Auto 219 de 2011, de seguimiento a la T-025, la Corte Constitucio-
nal señala las falencias del programa de vivienda. Basada en un informe de 
la Contraloría, la Corte establece que la asignación de los subsidios de vi-
vienda no es un indicador adecuado del derecho a la vivienda. Por ejemplo, 
anota que de 16.797 subsidios asignados en el 2010 sólo se pagaron 313. 
En este mismo auto, la Corte le pide al Gobierno Nacional que explique 
por qué insiste en el modelo de subsidios como la principal forma de ase-
gurar el goce efectivo del derecho a la vivienda, a pesar de su evidente fra-
caso. Habría que ver qué dice sobre el programa de vivienda gratis y la forma 
como ha beneficiado a las víctimas. Sin embargo, es claro que, incluso si 
se construyen las cien mil viviendas ofrecidas, y se entrega una proporción 
alta de estas a las personas desplazadas, sigue persistiendo un enorme défi-
cit de vivienda entre la población desplazada.

Es claro que en términos de indicadores de goce efectivo de dere-
chos, la Corte, antes del 2011, tenía una posición clara sobre los ingresos. 
Así, entre los indicadores al goce efectivo del derecho a los ingresos está el 
contar, en una primera etapa, con una fuente de ingresos autónoma que 
permita superar la línea de indigencia. En una segunda etapa, el goce efec-
tivo del derecho implica contar con una fuente de ingresos autónoma que 
permita superar la línea de pobreza. Los indicadores sectoriales adoptados 
miden que los hogares cuenten con proyectos de generación de ingresos o 
con una vinculación laboral, además de otras ayudas, como los proyectos 
de seguridad alimentaria, los complementos alimentarios, las raciones ali-
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mentarias, los desayunos infantiles y restaurantes escolares, los procesos de 
formación urbana y rural, etc. 

Sin embargo, en la batería de indicadores propuesta por el Gobier-
no a la Corte, en el año 2013, si bien los indicadores del goce efectivo de 
derechos se mantienen, los indicadores sectoriales cambian para ajustarse a 
las nuevas políticas y programas del Gobierno. Los indicadores sectoriales, 
es decir, los compromisos concretos de los diversos sectores del Gobierno, 
dejan de estar relacionados con que efectivamente los desplazados tengan 
ingresos. Se convierten, en cambio, como ya se mencionó, en indicadores 
de oferta: la oferta de enganche laboral, la oferta de intermediación laboral,  
la oferta de formación de capacidades o una oferta de emprendimiento.
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Comparación de indicadores de goce efectivo de derechos 
de población desplazada en el 2010 y 2014

Derecho
Indicador de ged 
hasta el 2011 

Indicador sectorial

D
er

ec
ho

 a
 la

 s
al

ud

Acceso al sgsss 
-Todas las perso-
nas cuentan con 
DÀOLDFLyQ�DO�sgsss. 

Acceso a asistencia 
psicosocial

-Todas las 
personas que 
solicitaron apoyo 
psicosocial lo 
recibieron. 

Acceso al esquema 
de vacunación
²7RGRV�ORV�QLxRV�
del hogar cuen-
tan con esquema 
de vacunación 
completo.

Mujeres en situación de desplazamiento en periodo de 
gestación que asisten a control prenatal.

Personas de pd que acceden a programas de salud sexual y 
UHSURGXFWLYD�����DxRV�R�PiV��

Personas que reciben atención en salud mental según diag-
QyVWLFR�\�WLSR�GH�DÀOLDFLyQ�DO�sgsss/ Personas incluidas en el 
rupd�TXH�VROLFLWDQ�DSR\R�SVLFRVRFLDO��nd��

1LxRV�HQWUH����\����PHVHV�GH�HGDG�WLHQHQ�WUHV�GRVLV�GH�
YDFXQD�SHQWDYDOHQWH��dpt, hb y hib��1LxRV�LQFOXLGRV�HQ�HO�rupd.

/RV�QLxRV�HQWUH���\���DxRV�WLHQHQ�XQD�GRVLV�GH�YDFXQD�srp 
�VDUDPSLyQ��UXEpROD�\�SDSHUDV��1LxRV�LQFOXLGRV�HQ�HO�rupd.

/RV�QLxRV�HQWUH���\���DxRV�WLHQHQ�GRV�UHIXHU]RV�GH�SROLR�
y dpt y uno de srp��VDUDPSLyQ��UXEpROD�\�SDSHUDV��1LxRV�
incluidos en el rupd.

D
er

ec
ho

 a
 la

 e
du

ca
ci

ón

Asistencia regular a 
los distintos niveles 
de educación 
formal
�7RGRV�ORV�QLxRV�
y jóvenes del 
hogar asisten 
regularmente 
a un nivel de 
educación formal 
������DxRV��

1LxRV�EHQHÀFLDGRV�FRQ�DFRPSDxDPLHQWR�GH�SHUPDQHQFLD�
en el sector educativo.

D
er

ec
ho

 a
 la

 a
lim

en
ta

ci
ón

Disponibilidad de 
alimentos en forma 
VXÀFLHQWH�
�+RJDU�GLVSRQH�
de alimentos ap-
tos para el con-
sumo y accede 
a una cantidad 
VXÀFLHQWH�GH�ORV�
mismos.

Cuidado infantil 
�7RGRV�ORV�QLxRV�
del hogar que no 
están al cuidado 
de un adulto 
asisten a progra-
mas de atención 
al menor.

+RJDUHV�DWHQGLGRV�FRQ�D\XGD�KXPDQLWDULD�

+RJDUHV�UHXELFDGRV�R�DFRPSDxDGRV�HQ�UHWRUQR�FRQ�SUR\HF-
tos de seguridad alimentaria.

$GXOWRV�PD\RUHV�FRQ�FRPSOHPHQWR�DOLPHQWDULR�����DxRV�R�
PiV��

0DGUHV�JHVWDQWHV�R�ODFWDQWHV�EHQHÀFLDULDV�GH�UDFLRQHV�
alimentarias.

+RJDUHV�EHQHÀFLDGRV�FRQ�DWHQFLyQ�LQPHGLDWD�+RJDUHV�
con manifestación de urgencia extrema remitidos por el 
Ministerio Público.

1LxRV�HQWUH���PHVHV�\���DxRV�EHQHÀFLDULRV�GH�UDFLRQHV�
alimentarias.

1LxRV�PHQRUHV�GH���DxRV�EHQHÀFLDULRV�GH�GHVD\XQRV�
infantiles.

1LxRV�EHQHÀFLDULRV�GH�UHVWDXUDQWHV�HVFRODUHV�

1LxRV�EHQHÀFLDULRV�GH�SURJUDPDV�GH�DWHQFLyQ�DO�PHQRU�
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D
er

ec
ho

 a
 la

 s
ub

si
st

en
ci

a 
o 

al
 m

ín
im

o 
vi

ta
l

El hogar en situa-
ción de emergencia 
o vulnerabilidad 
extrema tiene cu-
biertas sus necesi-
dades relacionadas 
con la subsistencia 
mínima. Los hoga-
res que han decla-
rado su situación 
de desplazamiento 
ante las instancias 
respectivas reciben 
ayuda inmedia-
ta. Los hogares 
incluidos en el 
rupd reciben ayuda 
humanitaria de 
emergencia.

+RJDUHV�GHVSOD]DGRV�HQ�HYHQWRV�PDVLYRV�TXH�KDQ�UHFLELGR�
DWHQFLyQ�KXPDQLWDULD�+RJDUHV�GHVSOD]DGRV�PDVLYDPHQWH�

+RJDUHV�TXH�KDQ�UHFLELGR�DWHQFLyQ�KXPDQLWDULD�HQ�OD�
XUJHQFLD�+RJDUHV�TXH�GH�DFXHUGR�FRQ�VX�VLWXDFLyQ�
requieren atención humanitaria en la urgencia.

+RJDUHV�YLQFXODGRV�D�XQ�HVTXHPD�GH�VHJXULGDG�VRFLDO�
en salud en el marco de la ahe�+RJDUHV�HQ�VLWXDFLyQ�GH�
emergencia.

+RJDUHV�TXH�KDQ�UHFLELGR�UDFLRQHV�DOLPHQWDULDV�HQ�HO�PDUFR�
de la ahe�+RJDUHV�HQ�VLWXDFLyQ�GH�HPHUJHQFLD�

+RJDUHV�TXH�KDQ�UHFLELGR�DORMDPLHQWR�HQ�HO�PDUFR�GH�OD�ahe/
+RJDUHV�HQ�VLWXDFLyQ�GH�HPHUJHQFLD�

+RJDUHV�TXH�KDQ�UHFLELGR�DSR\R�HQ�NLW�QR�DOLPHQWDULR�HQ�HO�
marco de la ahe�+RJDUHV�HQ�VLWXDFLyQ�GH�HPHUJHQFLD�

+RJDUHV�DWHQGLGRV�FRQ�DSR\R�GH�YHVWXDULR�HQ�HO�PDUFR�GH�
la ahe�+RJDUHV�LGHQWLÀFDGRV�FRQ�QHFHVLGDG�HQ�WpUPLQRV�GH�
este componente.

+RJDUHV�TXH�FRQWLQ~DQ�HQ�FRQGLFLyQ�GH�YXOQHUDELOLGDG�\�
requieren alguno de los componentes de atención humani-
WDULD�+RJDUHV�YLVLWDGRV�FRQ�LGHQWLÀFDFLyQ�GH�QHFHVLGDG�HQ�
términos de este componente.

Número de hogares que ha recibido alojamiento en el marco 
de la atención inmediata o de urgencia/Número de hogares 
que han declarado su situación de desplazamiento ante las 
instancias respectivas.

Número de hogares que han recibido raciones alimentarias 
en el marco de la atención humanitaria inmediata/Número 
de hogares que han declarado su situación de desplaza-
miento ante las instancias respectivas.

Número de hogares desplazados en eventos masivos que 
requirieron atención en salud de urgencia en el marco de la 
atención humanitaria inmediata/Número de hogares que 
requirieron atención en salud de urgencia en el marco de la 
atención humanitaria inmediata.

Número de hogares desplazados en eventos masivos que 
han accedido a agua potable en el marco de la atención in-
mediata/Número hogares desplazados en eventos masivos.

Número de hogares que ha recibido alojamiento en el marco 
de la ahe/Número de hogares que han sido incluidos en el 
rupd.

Número de hogares que han recibido raciones alimentarias 
en el marco de la ahe/Número de hogares que han sido 
incluidos en el rupd.

1~PHUR�GH�KRJDUHV�TXH�KDQ�UHFLELGR�NLW�QR�DOLPHQWDULR�HQ�HO�
marco de la ahe/Número de hogares que han sido incluidos 
en el rupd.

+RJDUHV�TXH�FXHQWDQ�FRQ�DÀOLDFLyQ�D�XQ�HVTXHPD�GH�
seguridad social en salud en el marco de la ahe/Número de 
hogares que han sido incluidos en el rupd.

+RJDUHV�TXH�UHFLELHURQ�DSR\R�HFRQyPLFR�SDUD�YHVWXDULR�HQ�
el marco de la ahe/Número de hogares que han sido inclui-
dos en el rupd�D�ORV�TXH�VH�OHV�KDQ�LGHQWLÀFDGR�QHFHVLGDGHV�
de subsistencia mínima en vestuario. 
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D
er

ec
ho

 a
 la

 v
iv

ie
nd

a
+RJDU�KDELWD�OHJDO-
mente el predio en 
condiciones dignas 
�LQFOX\H�HVSDFLR�
VXÀFLHQWH��VHUYLFLRV�
domiciliarios 
completos, mate-
riales apropiados, 
ubicación, seguri-
dad jurídica de la 
WHQHQFLD��

+RJDUHV�FRQ�VXEVLGLRV�GH�YLYLHQGD�RWRUJDGRV�+RJDUHV�
postulantes.

+RJDUHV�FRQ�VXEVLGLRV�GHVHPEROVDGRV�+RJDUHV�D�ORV�TXH�
fueron otorgados subsidios.

+RJDUHV�FRQ�PHMRUDPLHQWR�GH�FRQGLFLRQHV�GH�KDELWDELOL-
GDG�+RJDUHV�FRQ�GHÀFLHQFLDV�R�FDUHQFLDV�KDELWDFLRQDOHV�
LGHQWLÀFDGDV�

0XMHUHV�FDEH]D�GH�IDPLOLD�EHQHÀFLDULDV�GH�VXEVLGLR�GH�
vivienda urbana o rural.

In
gr

es
os

El hogar posee al 
menos una fuente 
de ingresos autóno-
PD�\�VX�LQJUHVR��HO�
ingreso considera 
los subsidios que 
recibe por parte del 
Estado y todas las 
fuentes de ingreso 
GH�OD�IDPLOLD��VXSH-
ra como mínimo la 
línea de indigencia 
�HWDSD���(O�KRJDU�
posee al menos 
una fuente de in-
gresos autónoma y 
su ingreso se ubica 
por encima de la 
línea de pobreza 
�UHVXOWDGR��

+RJDUHV�FRQ�SUR\HFWRV�GH�JHQHUDFLyQ�GH�LQJUHVRV�R�YLQFXOD-
ción laboral. 

+RJDUHV�DWHQGLGRV�FRQ�D\XGD�KXPDQLWDULD�

+RJDUHV�UHXELFDGRV�R�DFRPSDxDGRV�HQ�UHWRUQR�FRQ�SUR\HF-
tos de seguridad alimentaria.

$GXOWRV�PD\RUHV�FRQ�FRPSOHPHQWR�DOLPHQWDULR�����DxRV�R�
PiV��

0DGUHV�JHVWDQWHV�R�ODFWDQWHV�EHQHÀFLDULDV�GH�UDFLRQHV�
alimentarias.

+RJDUHV�EHQHÀFLDGRV�FRQ�DWHQFLyQ�LQPHGLDWD�+RJDUHV�
con manifestación de urgencia extrema remitidos por el 
Ministerio Público.

1LxRV�HQWUH���PHVHV�\���DxRV�EHQHÀFLDULRV�GH�UDFLRQHV�
alimentarias.

1LxRV�PHQRUHV�GH���DxRV�EHQHÀFLDULRV�GH�GHVD\XQRV�
infantiles.

1LxRV�EHQHÀFLDULRV�GH�UHVWDXUDQWHV�HVFRODUHV�

1LxRV�EHQHÀFLDULRV�GH�SURJUDPDV�GH�DWHQFLyQ�DO�PHQRU�

3HUVRQDV�EHQHÀFLDGDV�FRQ�SURFHVRV�GH�IRUPDFLyQ��XUEDQD�
\�UXUDO��

+RJDUHV�DFRPSDxDGRV�HQ�SURFHVRV�GH�UHWRUQR�YLQFXODGRV�D�
SUR\HFWRV�GH�JHQHUDFLyQ�GH�LQJUHVRV�+RJDUHV�DFRPSDxDGRV�
en procesos de retorno.

$GXOWRV�PD\RUHV�EHQHÀFLDULRV�GHO�SURJUDPD�GH�SURWHFFLyQ�
VRFLDO��ppsam��3HUVRQDV�LQFOXLGDV�HQ�HO�rupd�����DxRV�R�PiV��
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Inserción de los 
hogares desplaza-
dos al Sistema de 
Protección Social

-Porcentaje de 
familias que 
gradualmente 
cumplen con los 
nueve criterios 
de estabilización.

No plantean indicadores sectoriales.

Tabla 1. Indicadores de Goce Efectivo de Derechos hasta el 20112 

2 7RPDGR�GH�&pVDU�5RGUtJXH]�������������TXLHQ�LGHQWLÀFD�ORV�LQGLFDGRUHV�DGRSWDGRV�SRU�ORV�DXWRV�
����GH�����������GH������\�����GH�������GH�VHJXLPLHQWR�D�OD�7�����
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Derecho Indicador de Goce 
Efectivo 

Indicador sectorial 
(medido en relación con el número de personas 
víctimas de desplazamiento forzado incluidas o 

censadas en el rupd)

D
er

ec
ho

 a
 la

 s
al

ud

Acceso al sgsss 
-Todas las personas 
víctimas del despla-
zamiento forzado 
FXHQWDQ�FRQ�DÀOLDFLyQ�
al sgsss y reciben 
atención en salud. 

Acceso al esquema de 
vacunación 
�7RGRV�ORV�QLxRV�GHO�
hogar víctimas de des-
plazamiento forzado 
cuentan con esquema 
de vacunación com-
pleto.

Número de personas víctimas de desplazamiento 
forzado incluidas o censadas en el rupd que reciben 
asistencia en salud. 

Número de víctimas de desplazamiento forzado de 
GRFH�DxRV�R�PiV��LQFOXLGDV�R�FHQVDGDV�HQ�HO�rupd, que 
acceden a programas de salud sexual y reproductiva.

D
er

ec
ho

 a
 la

 e
du

ca
ci

ón 7RGRV�ORV�QLxRV��QLxDV�
\�DGROHVFHQWHV����D�
���DxRV��YtFWLPDV�GH�
desplazamiento forzado 
asisten a alguno de los 
niveles de educación 
preescolar, básica o 
media.

1~PHUR�GH�QLxRV��QLxDV�\�DGROHVFHQWHV����D����DxRV��
YtFWLPDV�GH�GHVSOD]DPLHQWR�IRU]DGR�EHQHÀFLDGRV�FRQ�
DFRPSDxDPLHQWR�GH�SHUPDQHQFLD��WUDQVSRUWH��DOLPHQ-
tación, jornadas escolares complementarias, modelos 
ÁH[LEOHV��HQWUH�RWURV���
Número de personas víctimas de desplazamiento 
IRU]DGR�TXH�REWLHQHQ�HO�WtWXOR�GH�EDFKLOOHU��HQ�UHODFLyQ�
DO�Q~PHUR�PDWULFXODGRV�HQ�JUDGR�RQFH���
Número de personas víctimas de desplazamiento forza-
do que se vinculan a algún nivel de educación superior 
�HQ�UHODFLyQ�D�ODV�TXH�SUHVHQWDURQ�HO�H[DPHQ�6DEHU����
\�WLHQHQ�HO�WtWXOR�GH�EDFKLOOHU��
1~PHUR�GH�SHUVRQDV�GH����D����DxRV�YtFWLPDV�GH�
desplazamiento forzado matriculados en algún nivel de 
SUHJUDGR�GH�HGXFDFLyQ�VXSHULRU��HQ�UHODFLyQ�D�ODV�TXH�
hayan presentado el examen Saber 11 y tienen título 
GH�EDFKLOOHU��
Número de personas víctimas de desplazamiento for-
]DGR�EHQHÀFLDULDV�GH�FUpGLWR�HGXFDWLYR��HQ�UHODFLyQ�D�
las que estén matriculadas en algún nivel de educación 
superior y que hayan solicitado crédito educativo para 
DFFHVR�D�HGXFDFLyQ�VXSHULRU��
Número de adultos víctimas de desplazamiento forza-
do, que acceden a educación para adultos. 
Puesto promedio en los exámenes Saber 11 de las 
personas víctimas de desplazamiento forzado.
Número de personas víctimas de desplazamiento 
IRU]DGR�EHQHÀFLDUDV�GHO�)RQGR�GH�5HSDUDFLyQ�SDUD�HO�
Acceso, Permanencia y Graduación de la población 
YtFWLPD�HQ�HGXFDFLyQ�VXSHULRU��HQ�UHODFLyQ�D�ODV�TXH�
DSOLFDQ�D�HVWH�)RQGR���
Número de personas víctimas del desplazamiento for-
zado interno, que aplican al Fondo de Reparación para 
el Acceso, Permanencia y Graduación de la población 
víctima en educación superior.
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Todos los hogares 
víctimas del desplaza-
miento forzado disponen 
de alimentos aptos para 
el consumo y acceden a 
XQD�FDQWLGDG�VXÀFLHQWH�
de los mismos.

6H�GHÀQH�VXÀFLHQWH�DVt��
La cantidad mínima de 
requerimientos calóricos 
HV�GH�������NFDO�GtD�
persona. Se medirá 
LQVXÀFLHQFLD�DOLPHQWDULD�
�FRPHU�PHQRV�GH�OR�GH-
VHDGR�SRU�LQVXÀFLHQFLD�
GH�DOLPHQWRV��²�+DPEUH�
SRU�LQVXÀFLHQFLD�GH�
alimentos – Ausencia de 
una de las comidas bá-
VLFDV�GLDULDV��GHVD\XQR��
DOPXHU]R�\�FRPLGD���
Todos los hogares vícti-
mas del desplazamiento 
forzado consumen distin-
tos tipos de alimento 
con una frecuencia ade-
cuada y no presentan 
inseguridad alimentaria.

1LxRV��QLxDV�\�DGROHVFHQWHV�YtFWLPDV�GHO�GHVSOD]DPLHQ-
to forzado atendidos en programas con apoyo alimenta-
ULR��FRPHGRUHV�FRPXQLWDULRV��DOLPHQWDFLyQ�HVFRODU��
1LxRV�\�QLxDV�PHQRUHV�GH���DxRV�YtFWLPDV�GHO�GHVSOD-
]DPLHQWR�IRU]DGR�FRQ�VHJXLPLHQWR�QXWULFLRQDO��6LVWHPD�
GH�6HJXLPLHQWR�1XWULFLRQDO��1LxRV�\�QLxDV�PHQRUHV�
GH���DxRV�YtFWLPDV�GHO�GHVSOD]DPLHQWR�IRU]DGR�HQ�HO�
programa de alimentación en transición.
Madres gestantes y en lactancia víctimas del despla-
zamiento forzado atendidas en programas con apoyo 
alimentario.
+RJDUHV�YtFWLPDV�GHO�GHVSOD]DPLHQWR�IRU]DGR�TXH�
están en el programa de alimentación de transición y 
producen alimentos para su autoconsumo. 
Familias víctimas del desplazamiento forzado que cuen-
tan con proyectos de seguridad alimentaria dirigidos a 
la producción de alimentos para el autoconsumo.

D
er

ec
ho

 a
 la

 s
ub

si
st

en
ci

a 
m

ín
im

a

Todos los hogares vícti-
mas del desplazamiento 
forzado que declararon 
tienen garantizada la 
subsistencia mínima 
antes de la decisión 
sobre la inclusión en 
el ruv��rupd���7RGRV�ORV�
hogares víctimas del 
desplazamiento forzado 
tienen garantizada la 
subsistencia mínima en 
el marco de la Atención 
+XPDQLWDULD�GH�(PHU-
gencia una vez se dio su 
inclusión en el registro.

Todos los hogares vícti-
mas del desplazamiento 
forzado tienen garan-
tizada la subsistencia 
mínima en el marco de 
OD�$WHQFLyQ�+XPDQLWDULD�
de Transición.

+RJDUHV�YtFWLPDV�GH�GHVSOD]DPLHQWR�IRU]DGR�HQ�HYHQ-
tos masivos atendidos por la Unidad para la Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas con los compo-
nentes de la atención inmediata bajo el principio de 
subsidiariedad. 
+RJDUHV�YtFWLPDV�GH�GHVSOD]DPLHQWR�IRU]DGR�HQ�HYHQ-
tos masivos atendidos por los entes territoriales con los 
componentes de la subsistencia mínima una vez las 
autoridades tuvieron conocimiento del hecho.
7LHPSR�SURPHGLR��GtDV��WUDQVFXUULGR�HQWUH�OD�LQFOXVLyQ�
en el ruv�\�OD�FRORFDFLyQ�GH�OD�$WHQFLyQ�+XPDQLWDULD�GH�
Emergencia.
1~PHUR�GH�VROLFLWXGHV�GH�$WHQFLyQ�+XPDQLWDULD��GH�
(PHUJHQFLD�$WHQFLyQ�+XPDQLWDULD�GH�7UDQVLFLyQ��
FRORFDGDV�\�FREUDGDV��FXDQGR�OD�$WHQFLyQ�+XPDQLWDULD�
de Emergencia es en dinero. 
Tiempo promedio transcurrido entre la solicitud y la 
FRORFDFLyQ�GH�OD�$WHQFLyQ�+XPDQLWDULD�GH�7UDQVLFLyQ�
�FRPSRQHQWH�DORMDPLHQWR�VRODPHQWH�GHVGH�HO�������
para solicitudes avaladas.
Tiempo promedio transcurrido entre la solicitud y la 
FRORFDFLyQ�GH�OD�$WHQFLyQ�+XPDQLWDULD�GH�7UDQVLFLyQ�
�FRPSRQHQWH�DOLPHQWDFLyQ�GHVGH�HO�������SDUD�VROLFL-
tudes avaladas. 
1~PHUR�GH�VROLFLWXGHV�GH�$WHQFLyQ�+XPDQLWDULD�GH�
Transición avaladas por la Unidad de Víctimas.
Número de hogares que solicitaron y recibieron la 
$WHQFLyQ�+XPDQLWDULD�GH�7UDQVLFLyQ�FXDQGR�KDQ�SDVDGR�
PiV�GH�GLH]�DxRV�GH�VX�GHVSOD]DPLHQWR�
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Todos los hogares vícti-
mas de desplazamiento 
forzado habitan un 
inmueble en condiciones 
dignas. 

,QFOX\H�´HVSDFLR�VXÀ-
FLHQWH��KDFLQDPLHQWR���
servicios domiciliarios 
completos, materiales 
apropiados, ubicación, 
seguridad jurídica de la 
tenencia”.

Número de hogares víctimas de desplazamiento forza-
do que reciben subsidios de vivienda en relación a los 
postulados al subsidio. 
Número de hogares víctimas de desplazamiento forza-
do con subsidios legalizados en relación a los que les 
fueron otorgados subsidios.
Número de solicitudes de subsidio de vivienda de 
hogares víctimas de desplazamiento forzado que logran 
FLHUUH�ÀQDQFLHUR��
Porcentaje de aporte promedio de los hogares víctimas 
GH�GHVSOD]DPLHQWR�IRU]DGR�D�OD�ÀQDQFLDFLyQ�GH�OD�
vivienda.* 
*No aplica durante la vigencia de la Ley 1537 de 2012 
para vivienda urbana. 
7LHPSR�SURPHGLR�WUDQVFXUULGR�HQWUH�OD�LGHQWLÀFDFLyQ�GH�
SRWHQFLDOHV�EHQHÀFLDULRV�TXH�KDFH�HO�dps y la asignación 
del subsidio por parte de fonvivienda/Tiempo programa-
GR�HQWUH�OD�LGHQWLÀFDFLyQ�GH�SRWHQFLDOHV�EHQHÀFLDULRV�
que hace el dps y la asignación del subsidio por parte 
de fonvivienda.
Tiempo promedio transcurrido entre el momento de 
recepción del proyecto por parte del Banco Agrario y el 
momento en que el Banco Agrario hace la asignación 
del subsidio.
Número de hogares víctimas de desplazamiento forza-
GR�FRQ�VXEVLGLR�GH�YLYLHQGD�VLQ�DSOLFDU�HQ�HO�DxR�W�TXH�
SXGLHURQ�OHJDOL]DUOR�HQ�HO�DxR�W���
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o 
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En todos los hogares 
víctimas del despla-
zamiento forzado, hay 
una persona mayor de 
���DxRV��RFXSDGD�R�
pensionada, que recibe 
ingresos en dinero, y la 
relación entre el total 
de personas en el hogar 
y el total de personas 
ocupadas o pensionadas 
es menor o igual a 3.
Todos los hogares víc-
timas de desplazamiento 
forzado tienen ingresos 
que son iguales o 
superiores a la línea de 
indigencia. 
Todos los hogares 
víctimas de desplaza-
miento forzado tienen 
ingresos que son iguales 
o superiores a la línea 
de pobreza.

Número de personas víctimas de desplazamiento 
forzado desocupadas o económicamente inactivas 
TXH�GDGR�VX�SHUÀO�ODERUDO�DFFHGHQ�D�XQD�RIHUWD�GH�
enganche laboral.
Número de personas víctimas de desplazamiento 
forzado, incluidas o censadas en el rupd, con educación 
secundaria completa, o más, que acceden a una oferta 
de intermediación laboral. 
Número de personas víctimas del desplazamiento 
forzado incluidas o censadas en el rupd, que según su 
SHUÀO�ODERUDO�DFFHGHQ�D�XQD�RIHUWD�GH�IRUPDFLyQ�GH�
capacidades. 
Número de personas víctimas de desplazamiento forza-
do, incluidas o censadas en el rupd��TXH�GDGR�VX�SHUÀO�
laboral acceden a una oferta de emprendimiento.
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No se menciona en 
cuanto tal. No se menciona en cuanto tal.

Tabla 2. Propuesta de indicadores de Goce Efectivo presentados por el Gobierno Nacional a la Corte Constitucional3

3 Tomado de la página web del Departamento Nacional de Planeación: https://www.dnp.gov.co/
3RO�&��$'WLFDVGH(VWDGR�3RO�&��$'WLFDGH$WHQFL�&��%�QD3REODFL�&��%�Q9�&��$'FWL
ma/IndicadoresdeGoceEfectivodeDerechos.aspx, consultada el 5 de mayo del 2014. 
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ANEXO 2 
Listado de organizaciones de 
mujeres desplazadas identificadas 
en esta investigación
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1. Antioquia1

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Mujeres Des-
plazadas Afrocolombianas y 
Vulnerables 

asomudesavul
Apartadó, Acandí, Carepa, 
Necoclí, Riosucio y Turbo

Asociación Comunitaria de 
Desplazados de Apartadó

asocodea
Apartadó, Acandí, Carepa, 
Necoclí, Riosucio y Turbo 

Red de Mujeres de Argelia Argelia

Mujeres Creando Futuro Bello

Asociación de Víctimas de 
Cocorná

avic Cocorná

Asociación de Población 
Desplazada de Currulao

aspodesc
7XUER��FRUUHJLPLHQWR�GH�
&XUUXODR�

Asociación Familias sin 
Límites

asofamsil Chigorodó

Asociación de Personas en 
Situación de Desplazamiento 
Residentes en Marinilla

asoderm Marinilla

Mujeres Activas Medellín

Asociación de Desplazados 
Ancianos de Antioquia

asodean Medellín, Bello, Caldas

Asociación de Desplazados de 
Rionegro

asoder Rionegro

1  Se excluyeron de este listado las siguientes redes y ong: Asociación Regional de Mujeres del 
2ULHQWH�$QWLRTXHxR��amor��\�$VRFLDFLyQ�GH�3URPRWRUDV�GH�9LGD�\�6DOXG�0HQWDO��aproviaci��
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2. Arauca

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Víctimas de 
Saravena

avidesa Saravena

3. Atlántico2

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Mujeres al Progreso Tubará

4. Bogotá3

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación Afro por la Paz afromupaz Bogotá

Asociación Nacional Solidaria 
para la Defensa de la Mujer y 
las Familias Desplazadas

anspalmufad Bogotá

Asociación de Mujeres 
Afrocolombianas La Canoa

Bogotá

Asociación para el Desarrollo 
Integral de la Mujer, la 
Juventud y la Infancia

Asomujer y 
Trabajo

Bogotá

Asociación de Mujeres del Río asrio Bogotá

El Sena Madres Productivas 
Cabeza de Familia

Bogotá

Fundación Caminos de Fé fucafé Bogotá

Fundación Mujer, Familia y 
Trabajo

Bogotá

Fundación Nacional Defenso-
UD�GH�ORV�'HUHFKRV�+XPDQRV�
de la Mujer

Fundación Nacional de Defen-
VRUDV�GH�'HUHFKRV�+XPDQRV�
de la Mujer Desplazada

fundhefem Bogotá

Fundación Mujeres 
Desplazadas de Bosa

funmadespar- 
Bosa

Bogotá

Asociación de Mujeres en 
Situación de Desplazamiento 
Forzado Yo Mujer

Yo Mujer Bogotá

2  Se excluyó de este listado a la ong Colectivo Mujeres al Derecho.

3  Se excluyeron de este listado las siguientes redes y ong: Mesa Distrital de Seguimiento al Auto 
092, Red Nacional de Mujeres Desplazadas, Asociación Nacional de Mujeres Campesinas, Ne-
JUDV�H�,QGtJHQDV�GH�&RORPELD��anmucic���&RUSRUDFLyQ�&DVD�GH�OD�0XMHU��&RUSRUDFLyQ�6LVPD�0XMHU��
,QLFLDWLYD�GH�0XMHUHV�SRU�OD�3D]��imp���/LJD�,QWHUQDFLRQDO�GH�0XMHUHV�SRU�OD�3D]�\�OD�/LEHUWDG��limpal���
0HVD�0XMHU�\�&RQÁLFWR�$UPDGR��5HG�1DFLRQDO�GH�0XMHUHV�\�5XWD�3DFtÀFD�GH�ODV�0XMHUHV�
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5. Bolívar

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Mujeres Unidas de El Salado
Carmen de Bolívar 
�FRUUHJLPLHQWR�GH�(O�6DODGR�

asoboquilla Cartagena

Asociación de Desplazados de 
Cartagena

asodescar Cartagena y Acandí

Asociación de Mujeres 
Ahorradoras de Cartagena

asomacar Cartagena

Corporación de Población 
Desplazada Productivos de 
Membrillar

Cartagena

Fundación Mujeres del 
Silencio

funmusi Cartagena

Liga de Mujeres Desplazadas lmd
Cartagena, Carmen de Bolívar 
y Turbaco

Mis Esfuerzos Cartagena

Mi Refugio Cartagena

Grupo Mujeres Espejo Mujeres Espejo Cartagena y María La Baja

Red de Mujeres Activas Cartagena

Fundación Organización sion 
�6HUYLFLR��,QFLGHQFLD��2ULHQWD-
FLyQ�MXQWR�FRQ�ODV�1DFLRQHV�

sion Cartagena

Organización Red de Mujeres 
Narrar para Vivir

Narrar para Vivir
San Juan de Nepomuceno y 
otros municipios de la región 
de los Montes de María

6. Boyacá

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Desplazados de 
Colombia

asopodescol Tunja

7. Caquetá

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Mujeres del 
Caquetá

Belén de los Andaquíes

0XMHUHV�9tFWLPDV�GHO�&RQÁLFWR�
Armado de Caquetá

asomuvica Florencia

+HOLFyQHDV�$PD]yQLFDV )ORUHQFLD��0RQWDxLWDV�H�,EDJXp

Corporación de Derechos 
+XPDQRV�&DJXiQ�9LYH

Florencia y Cartagena del 
Chairá

Asociación de Desplazados 
El Porvenir

Milán
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8. Cauca

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Fundación Proyectar 
Desarrollo

Guapi

Asociación Volver a Renacer Popayán

Fundación Mujer Cabeza de 
Familia

fundamcafamy Popayán

fundadesplazados Popayán

9. Cesar

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Fundación Amor Valledupar y Medellín

10. Córdoba

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Mujeres La 
Esmeralda

0RQWHUtD��FRUUHJLPLHQWR�
Las Palomas, vereda Nuevo 
+RUL]RQWH�

Cooperativa Agropecuaria de 
Mujeres del Valle Encantado

Montería

11. Cundinamarca

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Fundación Vive por una 
Colombia Social y Productiva

Arbeláez, Pandi y Sibaté

Asociación de Víctimas de la 
Violencia Recientes

asvivir Fusagasugá

asoemprender Gachetá

1XHYR�+RUL]RQWH�GH�e[LWRV ahdex Sibaté, Soacha y Bogotá

Fundación de Mujeres y 
Discapacitados Desplazados 
de Colombia

fumdesplad Soacha

Mesa de Interlocución, 
Gestión y Desarrollo

migd Soacha

12. Chocó

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Desplazados 
Dos de Mayo

Bojayá

Fundación Mujer y Vida Quibdó
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Asociación por el desarrollo 
integral de la población 
desplazada del municipio de 
Nóvita

asodesnov Nóvita

Fundación Social de Mujeres 
5LRVXFHxDV�&RQVWUX\HQGR�3D]

macoripaz Riosucio

13. Guainía

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

asodepaz Inírida

14. Guajira

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación Unión Ciudadana 
de Víctimas y Vulnerables

Asociación Unión 
Videvul

El Molino, Urumita y Villa 
Nueva

Fundación Red de Mujeres 
Cristianas por la Vida y la Paz 
de la Guajira

(O�0ROLQR��+DWR�1XHYR��/D�
Jagua del Pilar, Urumita y 
Villanueva

Fundación Fuerza Mujeres 
Víctima

ffumvi Villanueva

)XHU]D�GH�0XMHUHV�:D\~X���
sütsüin jieyuu wayúu

sjw-fmw

Barrancas, Cuatro Vías, varios 
municipios de la alta, media 
y baja Guajira, Valledupar, 
Venezuela y Suiza

2UJDQL]DFLyQ�:D\X~�munsu-rat 
- Mujeres Tejiendo Paz

Bahía Portete y otros munici-
pios de Guajira

Sí se puede vivir mejor Urumita

15. Huila

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Corporación de Mujeres 
Surcolombianas Víctimas del 
&RQÁLFWR�$UPDQGR�&DFLFD�
Guaitipan

Neiva

16. Magdalena

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Mujeres Pro-
ductoras del Campo

asomuproca
Pueblo Viejo, Aracataca, 
Ciénaga y Retén
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17. Meta4

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Mujeres Des-
plazadas del Meta

asomudem Villavicencio

18. Nariño5

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Mujeres Des-
plazadas Amigas del Futuro

Ipiales

Asociación Buscando Nuevos 
Senderos

Pasto

Progreso y Paz - Afrodes 
Nacional

Pasto

Fundación de Viudas Víctimas 
GHO�&RQÁLFWR�$UPDGR�GH�7XPDFR

Tumaco

19. Norte de Santander

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Víctimas 
Rosarienses

asoviro Cúcuta y Villa del Rosario

Renacer Cúcuta y Villa del Rosario

20. Putumayo6

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación Agropecuaria de 
Desplazados Las Palmeras

Mocoa

Asociación de Mujeres Cabeza 
GH�+RJDU�/D�3ULPDYHUD

Mocoa

Asociación Mujeres Desplaza-
das La Independencia

Mocoa

Asociación de Mujeres Des-
plazadas 1º de Mayo

Mocoa

Asociación Madres Cabeza 
GH�+RJDU

Mocoa

&DPLQDQWHV�+DFLD�HO�)XWXUR Mocoa

Grupo Asociativo Mujeres 
Nuevo Futuro

Mocoa

Nueva Creación Mocoa

Nueva Vida Mocoa

4  Se excluyó de este listado a la Red de Mujeres y de Organizaciones del Meta-seccional Granada.

5  Se excluyó de este listado a la ong�)HGHUDFLyQ�GH�0XMHUHV�&DPSHVLQDV�GH�1DULxR��

�� �Se excluyeron de este listado las siguientes redes y ong: Alianza Departamental de Mujeres Teje-
GRUDV�GH�9LGD��&RUSRUDFLyQ�&DVD�$PD]RQtD�\�)XQGDFLyQ�GH�'HIHQVRUDV�GH�OD�9LGD��fundevida��
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Senderos de Unidad Mocoa

6XHxRV�3RVLEOHV Mocoa

Asociación de Desplazados 
Nuevo Mundo

Orito

Renacer Sibundoy

21. Quindío

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

asoemprender Circasia

22. Risaralda

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Mujeres Productivas a la 
Verdad y a la Reparación

Pereira

23. Santander7

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Desplazados 
Asentados en el Municipio de 
Barrancabermeja

asodesamuba Barrancabermeja

Asociación de Mujeres 
Víctimas Proyectos de 
Construcción de Vida en 
Barrancabermeja

aviprocob Barrancabermeja

Corporación Regional de Des- 
plazados del Magdalena Medio

coredmag Barrancabermeja

Fundación de Mujeres Vícti-
mas del Magdalena Medio

funmuvimag Barrancabermeja

Asociación de Mujeres 
Víctimas de Desplazamiento 
)RU]DGR�\�'DPQLÀFDGDV�GH�OD�
Ola Invernal del 2005

asmudesma
Bucaramanga, Girón y Sabana 
de Torres

Asociación de Mujeres 
Abriendo Caminos

asomucami Bucaramanga

Asociación de Mujeres 
Artesanas de Bucaramanga 
Luz y Vida

Bucaramanga

Asociación de Mujeres Em-
prendedoras en Acción

asomujema Bucaramanga

Asociación de Mujeres 
7HMLHQGR�6XHxRV

asomutes Bucaramanga

Mujeres por una Vida Digna Bucaramanga

7 Se excluyeron de este listado las siguientes redes y ong: Mesa Mujer y Desplazamiento del Área 
0HWURSROLWDQD�GH�%XFDUDPDQJD��)XQGDFLyQ�0XMHU�\�)XWXUR�\�2UJDQL]DFLyQ�)HPHQLQD�3RSXODU��ofp��
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24. San Andrés

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Organización de Población Des-
plazada en la Isla de San Andrés

�HQ�SURFHVR�GH�FRQIRUPDFLyQ�
San Andrés

25. Sucre

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Mujeres Cabeza de 
Familia Víctimas por la Violencia 
en la Costa Atlántica y Colombia

asomudfavic

Sincelejo y otros municipios 
de la región de los Montes de 
0DUtD��&DUPHQ�GH�%ROtYDU��2YH-
jas, San Jacinto, San Onofre y 
6DQ�3HGUR�

26. Tolima8

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Desplazados de 
Santiago Pérez - Ataco

asdesad Ibagué

Asociación Manuela Beltrán asomabe Ibagué

27. Valle del Cauca

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

Asociación de Afrocolombianos 
Desplazados

afrodes - 
Buenaventura

Buenaventura y otros muni-
cipios

Madres por la Vida Buenaventura

Asociación Abrazar Cali

Asociación de Desplazados y 
Campesinos

asodeinca

Cali, Buenaventura, Candela-
ria, Florida Ginebra, Jamundí, 
Tagua y Tuluá

Asociación Mujeres, Valores y 
Trabajo

Cali

Fundación Colombia Sana Cali

Mujer, Esperanza y Guía Cali

Mujeres sin Frontera del Valle Cali

28. Vaupés

Nombre de la omd Sigla Municipios donde trabajan

7RGR�&RVHU��WDOOHU�GH�PRGLVWH-
UtD���$VRFLDFLyQ�GH�'HVSOD]D-
dos de Vaupés

asodeva Mitú

�� �6H�H[FOX\y�GH�HVWH�OLVWDGR�D�OD�UHG�2EVHUYDWRULR�GH�'HUHFKRV�+XPDQRV�GHO�7ROLPD��
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